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El Derecho de circulación y de residencia  

en la jurisprudencia de la 

Corte Interamericana de Derecho Humanos1 

María Florencia Amoros2 – Casandra Bonilla3 – Daniel Josué Comparada4 – 

Jonathan Gabriel Ferrari5 – Victoria Isabel López6 – Camila Scagnetti7 – Sofía 

Viniegra Manfredini8 – Anabel Soledad Papa9 

 

 

 

 

 

 

 
1 Este trabajo se realiza dentro del Proyecto de Investigación Nacional (España) Los derechos 
fundamentales en las integraciones. Estudio constitucional comparado, con financiación obtenida en 
el marco de los Proyectos de “Generación de Conocimiento”, convocatoria 2021, 2022 y 2023. 
Referencia: PID2023-147570NB-I00, financiado por MICIU/AEI/10.13039/501100011033 y por 
FEDER, UE. Investigadores principales: José Luis García Guerrero y María Luz Martínez Alarcón. Se 
extrae, fundamentalmente, de la publicación de MARTÍNEZ ALARCÓN, Mª.L., “Artículo 45”, en LÓPEZ 

CASTILLO & MARTÍNEZ ALARCÓN (2025). 
2 Abogada con orientación en Derecho Internacional Público (UBA). Docente de Derechos Humanos 
y Garantías, Derecho Internacional de los Derechos Humanos, Sujetos y Jurisdicciones y Fuentes del 
Derecho Internacional (UBA). 
3 Abogada especializada en Derecho Penal y Derecho Internacional Público (UBA). Ayudante de 
Derecho Internacional de los Derechos Humanos, Fuentes del Derecho Internacional y Sujetos y 
Jurisdicciones del Derecho Internacional (UBA). Integrante de la Red de la Red de Cannabis de uso 
Medicinal e Industrial (RACME–CONICET). 
4 Abogado (UBA). Docente de Derechos Humanos y Garantías, Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos, Sujetos y Jurisdicciones, Fuentes del Derecho Internacional y Familia y 
Sucesiones (UBA). 
5 Abogado con orientación en Derecho Penal (UBA).  Profesor de Derechos Humanos y Garantías 
(UBA) y de Formación Ética y Ciudadana en Educación de Nivel Medio. 
6 Estudiante de Derecho (UBA). Ayudante alumna de la materia Derechos Humanos y Garantías 
(UBA). 
7 Abogada con orientación en Derecho Internacional Público (UBA). Profesora de derechos 
humanos y garantías (UBA). 
8 Abogada (UBA). Maestranda en Relaciones Internacionales (UBA). Docente de Derechos Humanos 
y Garantías y Derecho Internacional de los Derechos Humanos (UBA). 
9 Abogada (UBA). Magister en Derecho Administrativo y Administración Pública (UBA) y Magister 
en Derecho Constitucional y Derechos Humanos (Universidad de Palermo). Docente adjunta 
interina de la materia Derechos Humanos y Garantías y ayudante de la materia Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos (UBA). Funcionaria del fuero Contencioso Administrativo, 
Tributario y de Relaciones de Consumo de la CABA. 
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DERECHO DE CIRCULACIÓN Y DE RESIDENCIA. PROHIBICIÓN DE EXPULSIONES COLECTIVAS  

 

Caso “Nadege Dorzema y otros vs. República Dominicana”10 

Derecho a la libertad de circulación – Prohibición de expulsión colectiva – Derecho 

a la Libertad Personal – Protección garantías judiciales – Migrantes como categoría 

de protección especial en el DIDH 

 El 24 de octubre de 2012 la Corte Interamericana de Derechos Humanos (en 

adelante “la Corte Interamericana” o “la Corte”) emitió una sentencia en la que 

determinó la responsabilidad internacional de República Dominicana por la 

violación del derecho a la libertad de circulación (artículo 22 CADH), a la libertad 

personal (artículo 7 CADH), y la protección contra la expulsión colectiva (artículo 

22.9 CADH), entre otros, en perjuicio de un grupo de migrantes haitianos y sus 

familiares. Asimismo, concluyó que el Estado había incumplido su obligación de 

adecuar el derecho interno y el deber de no discriminar. 

 El caso se originó en junio de 2000 cuando un grupo de migrantes haitianos 

fue interceptado por fuerzas estatales dominicanas, resultando varias personas 

fallecidas, otras heridas y las sobrevivientes detenidas y posteriormente expulsadas 

de manera inmediata hacia Haití, sin que mediara procedimiento administrativo o 

judicial. Específicamente, el 16 y 17 de junio de 2000, un grupo de aproximadamente 

30 nacionales haitianos ingresó a la República Dominicana y fue transportado en un 

camión rumbo a Santiago de los Caballeros. El 18 de junio, el camión evadió un 

puesto de control militar en Botoncillo, lo que provocó una persecución por parte 

de militares del Destacamento Operativo de la Fuerza Fronteriza. Durante la 

persecución, los militares dispararon contra el vehículo, que posteriormente, en la 

sección de Copey, volcó. Todo ello provocó en total la muerte de siete haitianos y un 

dominicano, seis de ellos por heridas de bala. Al menos diez personas resultaron 

heridas. Los sobrevivientes heridos recibieron atención médica limitada y sin 

adecuado registro y los cuerpos de los haitianos fallecidos fueron enterrados en una 

 
10 Corte IDH. Caso Nadege Dorzema y otros Vs. República Dominicana. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 24 de octubre de 2013. Serie C No. 251.  
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fosa común. Tras el incidente, varios sobrevivientes fueron detenidos sin registro 

formal, trasladados a cuarteles militares y posteriormente expulsados a Haití sin 

información sobre sus derechos y sin acceso a abogados ni autoridades consulares. 

Durante su detención, denunciaron amenazas, exigencias de dinero por parte de 

militares y ausencia de garantías procesales. Los hechos fueron investigados y 

juzgados exclusivamente por la jurisdicción militar. Las condenas aplicadas en 

principio por el Consejo de Guerra de Primera Instancia de las Fuerzas Armadas 

fueron luego revocadas por el Consejo de Guerra de Apelación. Las familiares de las 

víctimas haitianas intentaron acceder a la jurisdicción ordinaria mediante una 

constitución en parte civil y, posteriormente, solicitaron ante la Suprema Corte de 

Justicia el traslado del caso a dicha jurisdicción. No obstante, mediante la resolución 

de 3 de enero de 2005, la Suprema Corte rechazó la solicitud y confirmó la 

competencia de la jurisdicción militar. 

Desde el inicio de su análisis, la Corte IDH recordó su doctrina conforme la 

cual el derecho a la libre circulación no se limita a los nacionales de un Estado, sino 

que protege también a las personas extranjeras que se encuentren bajo su 

jurisdicción, con independencia de su situación migratoria. Si bien reconoció que los 

Estados conservan la facultad soberana de regular el ingreso, permanencia y salida 

de extranjeros de su territorio, subrayó que dicha potestad no es absoluta y debe 

ejercerse de conformidad con los derechos humanos y las obligaciones 

internacionales asumidas. En particular, enfatizó que los Estados, al establecer su 

política migratoria, deben tener plena observancia de la prohibición de expulsión 

colectiva de extranjeros contenida en el artículo 22.9 de la CADH y de las garantías 

intrínsecas a procesos de expulsión o deportación de extranjeros, en especial las 

derivadas de los derechos al debido proceso y la protección judicial. De esta manera, 

la Corte destacó la relación estrecha que existe entre el derecho a la libre circulación 

con la prohibición de expulsiones colectivas prevista expresamente en el artículo 

22.9 de la CADH. A su juicio, esta prohibición constituye una garantía esencial para 

evitar decisiones arbitrarias que afecten de manera indiscriminada a grupos de 

personas migrantes. La Corte IDH sostuvo que una expulsión es colectiva cuando no 

se basa en un examen razonable y objetivo de las circunstancias individuales de cada 
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persona afectada, sino que responde a una lógica automática o grupal. Rememoró 

que el carácter colectivo de una expulsión no depende del número de personas 

expulsadas, sino de la ausencia de una evaluación individualizada, lo que convierte 

la medida en arbitraria y contraria a la CADH.  

La Corte IDH destacó también que la prohibición de expulsiones colectivas 

constituye un principio ampliamente reconocido en el derecho internacional11. En 

esta línea, precisó que el carácter colectivo de una expulsión implica una decisión 

que no desarrolla un análisis objetivo de las circunstancias individuales de cada 

extranjero, y por ende recae en arbitrariedad. 

En el caso concreto, la Corte observó que los migrantes haitianos habían sido 

expulsados de forma expedita, sin ser informados de los motivos de su detención ni 

de las razones específicas de su expulsión, y sin contar con la posibilidad real de 

oponerse a la medida o de solicitar algún tipo de protección internacional. Esta 

práctica, según la Corte IDH, vulneró directamente el derecho a la libre circulación, 

en tanto la salida forzada del territorio nacional se produjo al margen de cualquier 

procedimiento legal que permitiera determinar la situación personal de cada 

migrante. La expulsión inmediata y sumaria impidió, además, el ejercicio de otros 

derechos estrechamente vinculados, como el acceso a recursos judiciales efectivos. 

Asimismo, la Corte desarrolló un estándar claro respecto del debido proceso en 

materia de expulsión o deportación de migrantes, al señalar que la protección del 

derecho a la libre circulación exige la observancia de garantías mínimas. Entre estas 

garantías se encuentran el derecho a ser informado expresa y formalmente de los 

cargos y motivos de la expulsión, el derecho a exponer razones en contra de la 

medida, el acceso a asistencia legal y consular, la posibilidad de revisión de la 

decisión por una autoridad competente y la notificación debidamente 

fundamentada de la resolución final. Por ende, la Corte argumentó que la ausencia 

de estas garantías transforma la expulsión en una medida incompatible con la CADH. 

Un aspecto central del razonamiento de la Corte IDH fue el reconocimiento 

de la especial vulnerabilidad de las personas migrantes, particularmente cuando se 

 
11 En especial consideró el art. 4 del Protocolo 4 a la Convención Europea para la Protección de los 
Derechos y Libertades Fundamentales, el art. 12.5 de la Carta Africana de Derechos Humanos y de 
los Pueblos, Artículo y el art. 26.2. de la Carta Árabe de Derechos Humanos. 
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trata de migrantes en situación irregular. Al respecto, destacó que esta condición 

incrementa el riesgo de abusos y arbitrariedades por parte de las autoridades 

estatales, lo que impone a los Estados un deber reforzado de protección. En este 

marco, la Corte rechazó cualquier práctica que, bajo el pretexto del control 

migratorio, resulte discriminatoria o desproporcionada y advirtió que la 

nacionalidad, el origen étnico o la situación migratoria no pueden ser utilizados 

como criterios para restringir derechos de manera automática. 

A partir de todo lo expuesto, la Corte IDH determinó que la República 

Dominicana había violado el derecho a la libre circulación de las víctimas, en 

relación con la prohibición de expulsión colectiva y las garantías judiciales, al 

ejecutar una expulsión inmediata, masiva y carente de cualquier evaluación 

individual. La Corte estableció que el ejercicio legítimo de las facultades migratorias 

del Estado no puede traducirse en prácticas que anulen derechos fundamentales ni 

en políticas de expulsión que operen de hecho como sanciones colectivas.  

Además, como se indicó previamente, la Corte IDH resolvió que el Estado era 

responsable por la violación del derecho a la vida (artículo 4.1 CADH) al concluir que 

el uso de la fuerza letal por parte de agentes estatales había sido desproporcionado, 

carente de justificación y, por lo tanto, no había respondido a un objetivo legítimo 

de protección de la vida o del orden público. Añadió que el Estado había incumplido 

su obligación de respetar el derecho a la vida de las personas fallecidas. También 

determinó que se había violado el derecho a la integridad personal (artículo 5.1 

CADH) tanto respecto de las personas heridas como de los familiares de las víctimas. 

Al mismo tiempo, la Corte examinó el derecho a la libertad personal (artículo 

7 CADH) y concluyó que la detención de los migrantes sobrevivientes había sido 

arbitraria. En particular, sostuvo que la privación de la libertad no había tenido 

como finalidad la realización de un procedimiento migratorio formal, las víctimas 

no habían sido informadas de las razones de su detención y que habían contado con 

la posibilidad de interponer recursos efectivos, como el habeas corpus, para 

cuestionar su legalidad. Finalmente, la Corte IDH determinó que se habían violado 

también las garantías judiciales (artículo 8.1 CADH) y el derecho a la protección 

judicial (artículo 25.1 CADH), al constatar que las víctimas no habían tenido acceso 



MARÍA FLORENCIA AMOROS– CASANDRA BONILLA – DANIEL JOSUÉ COMPARADA – JONATHAN GABRIEL FERRARI – 

VICTORIA ISABEL LÓPEZ – CAMILA SCAGNETTI – SOFÍA VINIEGRA MANFREDINI – ANABEL SOLEDAD PAPA 
 

 
 

INTEGRACIÓN REGIONAL & DERECHOS HUMANOS, AÑO XIII, NÚMERO 2, 2025, PP. 192-280 
 

 

 

[197] 

a recursos sencillos y efectivos para impugnar su detención y expulsión ni para 

obtener una investigación seria, imparcial y diligente de los hechos. La falta de 

investigación y sanción de los responsables fue considerada una manifestación de 

impunidad incompatible con las obligaciones convencionales del Estado.  

Por lo expuesto, la Corte declaró la responsabilidad internacional del Estado 

por la vulneración del derecho a la vida (artículo 4.1 CADH) de las personas 

fallecidas; del derecho a la integridad personal (artículo 5.1 CADH) de las personas 

heridas, de otras víctimas directas y de los familiares de quienes perdieron la vida; 

y del derecho a la libertad personal (artículo 7 CADH) de los migrantes detenidos 

arbitrariamente; de las garantías judiciales y del derecho a la libre circulación, 

incluida la prohibición de expulsiones colectivas (artículos 8.1 y 22.9 CADH), así 

como de la protección judicial (artículo 25.1 CADH) en perjuicio de las víctimas, al 

no haber contado con recursos efectivos. La Corte también concluyó que el Estado 

había incumplido su obligación de adecuar el derecho interno (artículo 2 CADH) y 

el deber de respetar y garantizar los derechos sin discriminación (artículo 1.1 

CADH) en relación con diversos derechos sustantivos. 

En cuanto a las reparaciones la Corte ordenó al Estado una serie de medidas 

orientadas tanto a restablecer los derechos vulnerados como a evitar la repetición 

de hechos similares, entre ellas: i) la reapertura de la investigación para identificar, 

juzgar y sancionar a todos los responsables; ii) la determinación del paradero de los 

cuerpos de las personas fallecidas, su repatriación y entrega a los familiares; iii) la 

provisión inmediata y continua de atención médica y psicológica a las víctimas; iv) 

la publicación de la sentencia y la realización de un acto público de reconocimiento 

de responsabilidad y disculpas; v) la implementación permanente de programas de 

capacitación para fuerzas armadas y agentes migratorios; vi) la realización de 

campañas públicas sobre los derechos de las personas migrantes; vii) la adecuación 

de la legislación interna sobre el uso de la fuerza y; viii) el pago de indemnizaciones 

por daños materiales e inmateriales y costas. 
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Caso “Personas Dominicanas y Haitianas expulsadas Vs. República 

Dominicana”12 

 

Derecho a la nacionalidad – Derecho de circulación y residencia – Prohibición de 

expulsión colectiva – Debido proceso – Igualdad y no discriminación – Derechos 

del niño – Protección de la vida familiar 

 

 El 28 de agosto del año 2014 la Corte IDH dictó la sentencia del caso 

“Personas Dominicanas y Haitianas expulsadas” en la que declaró la responsabilidad 

internacional de la República Dominicana por haber expulsado de su territorio a un 

grupo de personas de origen haitiano, aun cuando algunas de ellas habían nacido en 

territorio dominicano. En particular, la Corte concluyó que dichas expulsiones 

habían sido realizadas en violación de los derechos al reconocimiento de la 

personalidad jurídica (artículo 3 CADH), a la integridad personal  (artículo 5 CADH), 

a la libertad personal (artículo 7 CADH), a la protección de la honra y la dignidad 

(artículo 11 CADH), a  la protección de la familia (artículo 17 CADH), al derecho a la 

nacionalidad (artículo 20 CADH), a los derechos del niño (artículo 19 CADH) y a las 

garantías judiciales o debido proceso (artículo 8 CADH), de circulación  y residencia 

(artículo 22.1 y 22.5 CADH); todos ellos en relación con la obligación general de 

respetar y garantizar los derechos sin discriminación (artículo 1.1 CADH) y otros 

tratados internacionales sobre derechos humanos.  

 Los hechos del caso se desarrollaron en un contexto generalizado de 

expulsiones colectivas masivas llevadas adelante por el Estado dominicano que 

afectaron a familias haitianas y dominicanas de ascendencia haitiana que residían 

de manera estable en la República Dominicana, con arraigo territorial y vínculos 

familiares, laborales y comunitarios consolidados. Estas expulsiones no se limitaron 

a personas extranjeras indocumentadas, sino que alcanzaron también a personas 

documentadas y a nacionales dominicanos, incluidos niñas y niños y se produjeron 

 
12 Corte IDH. Caso de Personas Dominicanas y Haitianas Expulsadas Vs. República Dominicana. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de agosto de 2014.  Serie 
C No. 282.  
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en un contexto de obstáculos estructurales al reconocimiento de la identidad, la 

inscripción de nacimientos y el acceso a la nacionalidad. En ese marco, diversas 

familias fueron detenidas y expulsadas de manera arbitraria, en condiciones 

inhumanas, en numerosos casos con destrucción y/o desconocimiento de su 

documentación, lo que provocó desarraigo, separación familiar y una grave 

afectación de la vida familiar. Dicho impacto fue particularmente severo en niñas y 

niños. Dichas violaciones fueron cometidas en perjuicio de Willian Medina, Lilia Jean 

Pierre, Awilda Medina Pérez, Luis Ney Medina, Carolina Isabel Medina, Jeanty Fils-

Aimé, Janise Midi, Antonio Fils-Aimé, Diane Fils-Aimé, Endry Fils-Aimé, Bersson 

Gelin, William Gelin, Antonio Sensión, Ana Virginia Nolasco, Ana Lidia Sensión 

Nolasco, Reyita Antonia Sensión Nolasco, Víctor Jean, Marlene Mesidor, Markenson 

Jean Mesidor, Miguel Jean, Victoria Jean, Natalie Jean y Rafaelito Pérez Charles, 

atendiendo a las circunstancias particulares de cada víctima.   

 La sentencia aborda diversos aspectos de interés, a saber: la negativa estatal 

a documentar y a reconocer la nacionalidad de personas nacidas en República 

Dominicana; la restricción a la libertad personal, así como la tutela de las garantías 

judiciales en los procedimientos migratorios; la libertad de circulación y residencia 

y la prohibición de expulsiones colectivas; el derecho a la protección de la familia y 

el interés superior del niño al ejecutar expulsiones migratorias.  

 En cuanto a las expulsiones colectivas de extranjeros, la Corte IDH refirió que 

se encuentran expresamente prohibidas por el artículo 22.9 de la CADH. En este 

sentido, sostuvo que el criterio determinante para establecer el carácter colectivo 

de una expulsión no es el número de personas afectadas sino la ausencia de un 

análisis objetivo e individualizado de las circunstancias personales de cada 

extranjero. Tomando la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, 

la Corte definió la expulsión colectiva como toda decisión adoptada por una 

autoridad competente que obliga a un grupo de extranjeros a abandonar el país sin 

que la medida se base en un examen razonable y objetivo de los casos particulares, 

lo que no fue respetado por República Dominicana.  

 Vinculado con lo anterior, Corte IDH afirmó que la libertad de circulación y 

de residencia de quienes se encuentran legalmente en un país está protegida por el 
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artículo 22.1 de la CADH y resulta esencial para el libre desarrollo de la persona, 

pudiendo verse vulnerada tanto mediante restricciones formales como de facto. 

Refirió que el artículo 22.5 de la CADH establece la prohibición de expulsar a una 

persona del país del cual es nacional, así como la prohibición de impedir su regreso. 

En particular, en este caso la Corte determinó que todas las personas afectadas 

debían ser consideradas nacionales dominicanas, ya sea por contar con 

documentación o por haber nacido en el territorio y que la arbitrariedad era 

imputable al Estado que no realizó una verificación adecuada de su nacionalidad o 

inclusive había ignorado y hasta destruido la documentación ofrecida por las 

víctimas. Sostuvo que ese desconocimiento, retención y/o destrucción de 

documentos, sumado a la expulsión de personas sin documentación, impidió su 

reingreso legal y el ejercicio de sus derechos de circulación y residencia en 

la República Dominicana, configurando una violación de los artículos 22.1 y 22.5 de 

la CADH en relación con el artículo 1.1 también de la CADH. De igual modo, la Corte 

recordó que al momento de los hechos se encontraban vigentes la ley n° 95 de 

Inmigración (1939), la ley n° 4658 (1957), el Reglamento de Migración n° 279 

(1939) y el Protocolo de Entendimiento de 1999 entre la República Dominicana y 

Haití, los cuales establecían procedimientos y garantías aplicables a las expulsiones 

y repatriaciones. Sin embargo, el Estado no había demostrado haber aplicado dichos 

procedimientos ni haber garantizado el debido proceso, todo lo cual había implicado 

la vulneración del artículo 8.1 en relación con el artículo 1.1 así como el artículo 19, 

todos ellos de la CADH, respecto de las niñas y niños afectados.  

 En cuanto a la protección judicial, la Corte constató que las víctimas no 

habían contado con un recurso efectivo para cuestionar las detenciones y 

expulsiones. Si bien en la época existían la acción de amparo, el habeas corpus y los 

recursos contencioso-administrativos, las privaciones de libertad y expulsiones se 

habían realizado de manera imprevista, sin notificación previa y en un lapso inferior 

a 48 horas, lo que les había impedido en los hechos el acceso a cualquiera de esos 

recursos. En consecuencia, la Corte determinó que no existió un acceso real al 

derecho a recurrir la decisión de la autoridad pública, configurándose una violación 
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del artículo 25.1 en relación con el artículo 1.1, así como una afectación del artículo 

19, todos ellos de la CADH, en perjuicio de las víctimas que eran niñas y niños.  

 La Corte también determinó que las detenciones y expulsiones fueron 

ejecutadas en un contexto de discriminación racial. Reiteró que, al momento de los 

hechos, existía en la República Dominicana un patrón de expulsiones –incluso 

colectivas– de personas haitianas y dominicanas de origen o ascendencia haitiana. 

Recordó que, si bien los Estados pueden establecer distinciones razonables y 

proporcionales entre migrantes y nacionales, o entre migrantes documentados e 

indocumentados, el principio de igualdad y no discriminación rige con 

independencia del estatus migratorio. En el caso, las víctimas habían sido detenidas 

y expulsadas debido a su apariencia y origen haitiano, y no con el fin de llevar 

adelante un procedimiento migratorio formal. De acuerdo a la Corte, ello constituyó 

una actuación discriminatoria y un incumplimiento del deber estatal de respetar y 

garantizar los derechos sin discriminación previsto en el artículo 1.1 de la CADH. 

 Asimismo, la Corte recordó que el derecho a las garantías judiciales (artículo 

8 CADH) comprende el conjunto de requisitos procesales que deben observarse 

para asegurar que toda persona pueda defender adecuadamente sus 

derechos frente a cualquier acto del Estado que pueda afectarlos. En materia 

migratoria, la Corte IDH refirió que, si bien los Estados conservan la potestad de 

regular dicha materia, deben hacerlo respetando los estándares de la CADH 

y garantizando el debido proceso a toda persona sin discriminación por su estatus 

migratorio. Estableció también que todo procedimiento de expulsión de extranjeros 

debe ser individual y no discriminatorio y garantizar como mínimo: información 

clara sobre los cargos y los motivos de la expulsión; la posibilidad de ejercer el 

derecho de defensa; asistencia legal, consular y lingüística; el derecho a la revisión 

de la decisión ante una autoridad competente; y la notificación fehaciente de una 

decisión debidamente fundada en la ley. Añadió que, cuando en estos 

procedimientos se encuentren involucradas niñas, niños o adolescentes, el Estado 

debe garantizar de manera reforzada el interés superior del niño. Expuso que ello 

exige que toda decisión previa a una expulsión persiga un fin legítimo, sea idónea, 

necesaria y proporcional y se base en un análisis individualizado del caso, 
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considerando la historia migratoria, los vínculos familiares, la residencia, la 

situación de los hijos, el impacto de la separación familiar y la afectación en la vida 

cotidiana de niñas y niños. A partir de ello, la Corte afirmó que la detención con fines 

punitivos en materia migratoria es incompatible con la CADH y que la privación de 

la libertad de migrantes en situación irregular solo puede aplicarse de manera 

excepcional, cuando resulte estrictamente necesaria y proporcional, tras una 

evaluación individualizada del caso, por el menor tiempo posible y previa 

consideración de medidas menos restrictivas. De modo que son arbitrarias las 

políticas de detención obligatoria de migrantes irregulares que no contemplen 

dichas alternativas.  

 Por otra parte, la Corte IDH también recordó que toda restricción a la libertad 

personal solo puede fundarse en las causas previstas por las constituciones 

nacionales, en leyes formales dictadas conforme a ellas y con estricta sujeción a 

procedimientos previamente establecidos y que debe encontrarse debidamente 

documentada, especificando su duración, las autoridades intervinientes y el juez 

competente que haya tomado conocimiento del caso. Añadió que las razias, 

detenciones programadas o colectivas que no se basan en la individualización de 

conductas punibles ni cuentan con control judicial son incompatibles con el respeto 

a los derechos fundamentales, resultan contrarias a la presunción de inocencia, 

restringen indebidamente la libertad personal y convierten la detención preventiva 

en un mecanismo discriminatorio, por lo que el Estado no puede realizarlas en 

ninguna circunstancia. A partir de lo expuesto, teniendo en consideración la 

normativa interna vigente al momento de los hechos13, la Corte IDH concluyó que 

las detenciones no se habían realizado en observancia de ésta, por lo que resultaron 

ilegales. En particular, destacó que estuvieron motivadas por la aparente 

 
13 La Constitución de la República Dominicana vigente en 1994 establecía garantías estrictas frente 
a la privación de la libertad, exigiendo una orden judicial escrita y motivada, el control judicial 
dentro de las 48 horas y prohibiendo el traslado de detenidos sin autorización judicial. En igual 
sentido, la Ley de Inmigración de 1939 permitía el arresto y la deportación de extranjeros 
únicamente por causas específicas, garantizando el derecho a ser informado de los cargos y a contar 
con una oportunidad real de defensa, mientras que el Reglamento de Migración imponía la 
realización de una investigación previa, la debida fundamentación de los mandamientos de arresto y 
la audiencia del extranjero, asegurando instancias para ofrecer pruebas y refutar los cargos antes de 
cualquier deportación. 
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pertenencia de las víctimas a un grupo de personas haitianas o dominicanas de 

ascendencia haitiana; las personas detenidas no habían sido notificadas de los 

motivos de su detención, ni habían sido puestas a disposición de una autoridad 

judicial competente; los recursos existentes para cuestionar la legalidad de la 

detención no resultaron efectivos en el caso concreto ya que las expulsiones 

expeditas impidieron a las personas detenidas ejercerlo. En virtud de ello, la Corte 

también determinó que el Estado había violado el artículo 7.3., 7.4, 7.5 y 7.6 de la 

CADH. 

 Por otra parte, la Corte IDH examinó la negativa estatal a documentar y a 

reconocer la nacionalidad de personas nacidas en República Dominicana 

interpretando el artículo 20.2 de la CADH. Estableció al respecto que el Estado tiene 

una obligación positiva e inmediata de prevenir la apatridia debiendo otorgar 

automáticamente la nacionalidad a niñas y a niños nacidos en su territorio cuando 

no exista certeza de que accederán efectivamente a otra nacionalidad, incluso frente 

a obstáculos fácticos de registro. Este estándar, armonizado con la Convención 

sobre los Derechos del Niño (en adelante, CDN) y la jurisprudencia del Tribunal 

interamericano, reafirma que el derecho a la nacionalidad está regido por el 

principio de igualdad y no discriminación, prohibiendo regulaciones o prácticas que 

trasladen el estatus migratorio de los padres a los hijos. Ello, por cuanto, el Estado 

había negado la nacionalidad a ciertos niños y niñas nacidos en su territorio por la 

situación migratoria irregular de sus padres. Señaló que esa negación de la 

nacionalidad afecta el reconocimiento de la personalidad jurídica y el derecho a la 

identidad, incluidos el nombre y el registro inmediato al nacimiento, vulneraciones 

de especial gravedad cuando se trata de niñas y niños. En virtud de ello, la Corte 

determinó que la negativa de documentación había generado un riesgo real de 

apatridia y había constituido una privación arbitraria del derecho a la nacionalidad, 

con afectación del derecho a la personalidad jurídica, al nombre, a la identidad y del 

interés superior del niño. Por otra parte, aplicando el principio iura novit curia, la 

Corte IDH declaró la violación del artículo 2 de la CADH14 al considerar que la 

 
14 Cabe recordar que el artículo 2 de la CADH impone a los Estados partes de la CADH el deber de 
adecuar su derecho interno y sus prácticas administrativas para hacer efectivos los derechos 
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sentencia TC/0168/13 del Tribunal Constitucional de la República Dominicana y la 

ley n° 169-14 eran incompatibles con la CADH, por negar retroactivamente la 

nacionalidad por ius soli, introducir una distinción discriminatoria basada en el 

estatus migratorio de los padres y obstaculizar el pleno goce del derecho a la 

nacionalidad.  

  Además, la Corte resolvió que el Estado había violado el derecho a la 

protección de la familia al ejecutar expulsiones migratorias arbitrarias, 

discriminatorias y sin garantías que provocaron la separación de los integrantes de 

las familias de forma prolongada, no excepcionales, no temporales, no justificadas 

en el interés superior del niño y al omitir la adopción de medidas positivas de 

reunificación (artículo 17.1 CADH sobre protección a la familia y el artículo 19 CADH 

sobre derechos del niño). Sumado a ello, la Corte tuvo por acreditado que, respecto 

de algunas de las víctimas, los agentes estatales habían ingresado o intervenido en 

los domicilios a la madrugada o a primera hora del día, sin orden judicial escrita y 

fundada y que las detenciones y expulsiones no formaron parte de un 

procedimiento migratorio ordinario conforme a la normativa interna. Dichas 

actuaciones constituyeron injerencias arbitrarias en su domicilio y vida familiar, en 

violación de los artículos 11.2 y 19 de la CADH, y que además estuvieron 

atravesadas por un trato discriminatorio, incumpliendo la obligación estatal de 

respetar los derechos sin discriminación alguna. 

 En definitiva, la Corte IDH declaró que República Dominicana había incurrido 

en responsabilidad internacional por violar múltiples derechos previstos en la 

CADH, a saber: el derecho a la personalidad jurídica, al nombre, la nacionalidad e 

identidad, con especial afectación a niñas y niños; la libertad personal por 

detenciones arbitrarias; la prohibición de expulsiones colectivas, el derecho de 

circulación, residencia y no expulsión de nacionales; las garantías judiciales y 

protección judicial por falta de debido proceso y recursos efectivos; la protección a 

la familia, por  separaciones forzadas; la honra y dignidad, por injerencias 

arbitrarias en la vida privada y el domicilio. Asimismo, declaró que el estado había 

 
previstos en la Convención, eliminando normas y conductas que los obstaculicen, en cumplimiento 
del principio de efectividad (effet utile).  
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incumplido el deber de adecuar el derecho interno al derecho internacional por 

efectos de la sentencia TC/0168/13 y de la ley n° 169-14.  

 En cuanto a las reparaciones, la Corte dispuso que la sentencia constituía una 

reparación en sí misma. Además ordenó, las siguientes medidas: i) regularizar la 

identidad y nacionalidad de las  víctimas afectadas, dejando sin efecto las 

investigaciones y procesos vinculados a su  documentación; ii) garantizar la 

residencia regular de una de las víctimas; iii) publicar la sentencia y mantenerla 

accesible en un sitio web oficial; iv) implementar programas permanentes de 

capacitación dirigidos a funcionarios públicos a fin de prevenir perfiles raciales, 

asegurar el debido proceso y prohibir las expulsiones colectivas o de nacionales; v) 

eliminar los efectos jurídicos de las normas y prácticas que niegan la nacionalidad 

en razón de la situación migratoria de los padres; vi) reformar el marco normativo 

para asegurar un  registro de nacimientos accesible e inmediato para todas las 

personas nacidas en el territorio y; vii) pagar las indemnizaciones correspondientes 

por daños materiales e  inmateriales así como el reintegro de costas y gastos. 

 

Caso “Habbal y otros Vs. Argentina”15 

 

Derecho a la circulación y residencia – Garantías judiciales – Interés superior del 

niño – Derecho a la nacionalidad – Derecho a la libertad personal – Protección 

contra la expulsión 

 

El 31 de agosto de 2022 la Corte IDH dictó una sentencia en la que declaró que el 

Estado Argentino no era internacionalmente responsable por la violación de los 

derechos a la circulación y residencia (artículo 22.5 CADH) ni a las garantías 

judiciales (artículos 8.1, 8.2.b), c), d) y h) CADH) en relación con la obligación de 

respetar los derechos, todos ellos en perjuicio de la Sra. Ragdha Habbal y sus hijas. 

 En cuanto a los hechos del caso, cabe señalar que la Sra. R. Habbal, de 

nacionalidad siria, viajó a Argentina el 21 de junio de 1990 para residir junto con 

 
15 Corte IDH, Caso Habbal y otros Vs. Argentina. Excepciones Preliminares y Fondo. Sentencia de 31 
de agosto de 2022. Serie C No. 463. 
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sus tres hijas y su marido. Este último solicitó a la Dirección Nacional de Población 

y Migraciones la radicación definitiva en la República de Argentina de él, su esposa 

y sus hijas argumentando que se encontraba legalmente en el país en carácter de 

residente permanente. El 4 de julio de 1990 mediante la resolución n° 

241.547/1990, la Dirección de Población y Migraciones les otorgó la residencia 

permanente. Dicho reconocimiento permitía a la familia residir legalmente en 

territorio argentino. Al año siguiente, la Sra. Habbal solicitó la carta de ciudadanía 

en instancia judicial. Fundamentó su pedido en el artículo 3, inciso c del reglamento 

de la ley n° 23.059 de nacionalidad y ciudadanía de acuerdo a la cual pueden obtener 

la naturalización los extranjeros que, sin cumplir el requisito general de residencia 

durante dos años en el país, acrediten haber establecido una industria lícita en el 

territorio argentino16. En particular, declaró la adquisición de un campo en 

condominio con su esposo en la provincia de Mendoza con el fin de instalar una 

industria de productos balanceados para engorde de animales bovinos. El 4 de abril 

de 1992 el poder judicial de la provincia de Mendoza le otorgó a la Sra. Habbal la 

ciudadanía argentina por naturalización. Ahora bien, el 11 de mayo de 1992, el 

Director Nacional de Población y Migraciones emitió la resolución n° 1088 por 

medio de la cual se declararon nulas de nulidad absoluta las radicaciones otorgadas 

a la Sra. Habbal y sus hijas. En consecuencia, se declaró ilegal su presencia en el 

territorio argentino, se ordenó su expulsión con destino a su país de origen o 

procedencia y su detención precautoria. Entre los considerandos de dicha decisión 

se señaló que, por medio de la resolución n° 972/1992 se había anulado la 

radicación otorgada al Sr. Monzer Al Kassar por haber sido acusado y sentenciado a 

prisión por delito de tráfico de armas y, en consecuencia, las radicaciones otorgadas 

a éste y sus hijas también eran nulas, así como ilegal su presencia en el territorio. El 

contenido de la resolución n° 1988 fue puesto en conocimiento al Juez Federal n° 2 

de Mendoza. Luego de transitar distintas instancias judiciales, el 27 de octubre de 

 
16 El decreto n° 3213 reglamentación de la ley n° 23.059, en su artículo 3 establece: “También podrán 
obtener la naturalización cualquiera sea el tiempo de su residencia los extranjeros que acrediten las 
siguientes circunstancias (…) haber establecido en el país una nueva industria, introducido una 
invención útil o realizado cualquier otra acción, que signifique un adelanto moral o material para la 
República”.  
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1994 se dictó sentencia en el caso Habbal Raghda p/ revisión y/o revocación o 

nulidad de la ciudadanía en la que se declaró la nulidad del acto por el que se le 

concedió la ciudadanía a la Sra. Habbal con la consecuente cancelación de su 

documento nacional de identidad y cualquier documento de identidad que se le 

hubiera otorgado como ciudadana argentina. El magistrado argumentó su decisión 

en que el artículo 15 del decreto n° 3213/1984 establecía la posibilidad de la 

cancelación de la ciudadanía si hubiera mediado fraude en su obtención17. Señaló 

además que la jurisprudencia había entendido que el título de ciudadano es pasible 

de ser cancelado si se probaba que se obtuvo en violación de los preceptos 

constitucionales. Cabe destacar que, a pesar de que la orden de expulsión y 

detención nunca fue ejecutada y que, en los hechos, la Sra. Habbal y su familia 

pudieron posteriormente salir y volver a la Argentina en reiteradas oportunidades, 

ésta se mantuvo en vigor hasta su revocación, el 1° de junio de 2020. 

 En el presente caso, la Corte IDH debió analizar si el Estado había incumplido 

su deber de respetar los derechos de circulación y de residencia, al debido proceso, 

a la nacionalidad, a la igualdad ante la ley, a la libertad personal y a la niñez tutelados 

por la CADH, en perjuicio de la Sra Habbal y sus hijas. Para ello, organizó su decisión 

en los siguientes elementos: a) la presunta violación a los derechos de circulación y 

de residencia, al debido proceso, a la libertad personal y los derechos de la niñez, en 

relación con la obligación de respetar los derechos; y b) la presunta violación al 

derecho a la protección judicial. Asimismo, toda vez que la orden de detención y 

expulsión nunca había sido ejecutada, la Corte IDH examinó si dicha manda judicial 

había producido una afectación concreta en los derechos de las presuntas víctimas 

y, de ser así, si esas violaciones habían cesado y sido reparadas.  

 De este modo, con relación al artículo 22 de la CADH, la Corte recordó su 

doctrina de acuerdo a la cual, en el ejercicio de su facultad de fijar políticas 

migratorias, los Estados pueden establecer mecanismos de control de ingreso a su 

 
17 El artículo 15 del decreto n° 3213/1984 establece que “(...) están obligados a denunciar ante la 
Cámara Nacional Electoral los casos de que tuvieren conocimiento que estén comprendidos en el 
artículo 8° de la Ley N° 346 o que en la obtención de la ciudadanía por opción, por naturalización o por 
aplicación de la Ley N° 16.569, hubiere mediado fraude por ser falsos los hechos invocados para su 
obtención, a efectos de proceder a su anulación, debiéndose en la denuncia determinarse con precisión 
la causa a la vez que acompañar la prueba que la justifique”.  
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territorio y salida de él con respecto de las personas que no sean nacionales suyas, 

siempre que dichas políticas sean compatibles con las normas de protección de los 

derechos humanos establecidas en la CADH18. Es decir que, si bien los Estados 

guardan un ámbito de discrecionalidad al determinar sus políticas migratorias, los 

objetivos perseguidos por éstas deben respetar los derechos humanos de las 

personas migrantes. Con cita de la Opinión Consultiva OC-18/2003 sobre la 

condición jurídica y los derechos de los migrantes indocumentados y el caso 

“Personas dominicanas y haitianas expulsadas Vs. República Dominicana”, rememoró 

también que el debido proceso debe ser garantizado a toda persona, 

independientemente del estatus migratorio, puesto que el amplio alcance de la 

intangibilidad del debido proceso se aplica no solo ratione materiae sino también 

ratione personae sin discriminación alguna. 

  Con respecto al artículo 8 de la CADH, la Corte destacó que el debido proceso 

refiere al conjunto de requisitos que deben observarse en las instancias procesales 

a efectos de que las personas estén en condiciones de defender adecuadamente sus 

derechos ante cualquier acto del Estado, adoptado por cualquier autoridad pública, 

sea administrativa, legislativa o judicial que pueda afectarlos. En particular, refirió 

que –de conformidad con lo señalado en las sentencias “Nadege Dorzema y otros” y 

“Personas dominicanas y haitianas expulsadas”– se han desarrollado el estándar de 

garantías mínimas del debido proceso en procedimientos que afecten derechos de 

las personas migrantes, a saber: a) deben ser informadas expresa y formalmente de 

los cargos en su contra y de los motivos de la expulsión o deportación. Indicó que 

dicha notificación debe incluir información sobre sus derechos, tales como: i) la 

posibilidad de exponer sus razones y oponerse a los cargos en su contra y ii) la 

posibilidad de solicitar y recibir asistencia consular, asesoría legal y, de ser el caso, 

 
18 El artículo 22 de la CADH establece el principio general de la libertad de circulación de personas, 
sean nacionales o extranjeras, para ingresar y salir del territorio argentino. Cualquier restricción a 
este derecho deberá ser establecida por ley y en orden a salvaguardar los principios democráticos, 
para prevenir infracciones penales o para proteger la seguridad nacional, la seguridad o el orden 
públicos, la moral o la salud públicas o los derechos y libertades de los demás. Asimismo, protege el 
derecho de asilo extranjero y el principio de “non refoulement” de extranjeros a su país de origen o 
cualquier territorio donde su derecho a la vida y libertad personal se encuentren amenazados en 
razón de su raza, nacionalidad, condición social, religión u opiniones políticas. 
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traducción o interpretación; b) en caso de decisión desfavorable, deben tener 

derecho a someter su caso a revisión ante la autoridad competente y presentarse 

ante ella para tal fin; y c) deben ser formal y fehacientemente notificadas de la 

eventual decisión de expulsión, que debe estar debidamente motivada conforme a 

la ley. 

 En cuanto a las medidas privativas de libertad de carácter punitivo para el 

control de los flujos migratorios, en correlación con el artículo 8 de la CADH, la Corte 

refirió que las sanciones administrativas son una expresión del poder punitivo del 

Estado y tienen, en ocasiones, naturaleza similar las sanciones penales. Determinó 

que en una sociedad democrática el poder punitivo sólo se ejerce en la medida 

estrictamente necesaria para proteger los bienes jurídicos fundamentales de los 

ataques más graves que los dañen o pongan en peligro. Añadió que son arbitrarias 

las regulaciones migratorias cuyo énfasis principal sea la detención obligatoria de 

los migrantes “irregulares”, sin que las autoridades competentes analicen en cada 

caso en particular y concluyan la posibilidad de utilizar medidas menos restrictivas 

que sean efectivas para lograr el estatus de persona migrante conforme la ley (cfr. 

casos “Vélez Loor” y “Personas dominicanas y haitianas expulsadas”). De este modo, 

consideró que para que una medida cautelar restrictiva de la libertad no sea 

arbitraria es necesario que: a) se presenten presupuestos materiales relacionados 

con la existencia de un hecho ilícito y con la vinculación de la persona procesada a 

ese hecho; b) esas medidas cumplan con los cuatro elementos del “test de 

proporcionalidad”, es decir con la finalidad de la medida que debe ser legítima, 

idónea para cumplir con el fin que se persigue, necesaria y estrictamente 

proporcional; y c) la decisión que las impone contenga una motivación suficiente 

que permita evaluar si se ajusta a las condiciones señaladas. Desde esta óptica, la 

Corte recordó que son arbitrarias las decisiones que adopten los órganos internos 

que puedan afectar derechos humanos, tal como el derecho a la libertad personal, 

que no se encuentren debidamente fundamentadas. 

 Por otra parte, la Corte IDH se abocó al análisis de la protección del interés 

superior del niño y el debido proceso de niños en situación migratoria. A tal fin, 

recordó  
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las garantías específicas que deben cumplirse en todo proceso migratorio que 

involucre niñas o niños de acuerdo a lo establecido en su Opinión Consultiva OC-

21/201419. 

 A la luz de todo lo expuesto, la Corte sostuvo que el contenido de la resolución 

n° 1088 y el procedimiento para su adopción, constituyeron un incumplimiento de 

las obligaciones del Estado contenidas en los artículos 22.5, 22.6, 7, 8.1, 3 8.2.b), c), 

d) y h), y 19 de la CADH, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento. Desde 

esa perspectiva, señaló que el caso no resultaba conjetural o hipotético por el hecho 

de haberse revocado, casi 20 años después, la resolución cuestionada si no que su 

mera emisión había implicado un incumplimiento de sus obligaciones 

internacionales por parte del Estado. Sin perjuicio de ello, la Corte entendió que no 

existían elementos de prueba que permitan acreditar que la resolución n° 1088 –

que estuvo vigente desde 1992 hasta el año 2020– les impidiera a las presuntas 

víctimas ejercer su derecho a la libre circulación o de su libertad personal. En efecto, 

advirtió que la Sra. Habbal había ingresado a la República Argentina entre los años 

1994 y 1996 en al menos cuatro ocasiones posteriores a la emisión de dicha 

resolución, sin que existan indicios de que su derecho a la libertad de circulación o 

su libertad personal fueran restringidos por las autoridades migratorias u otra 

autoridad pública. Cabe señalar que la Corte resaltó que la ausencia de la 

participación de las presuntas víctimas en el proceso impidió conocer si, más allá de 

aquellos aspectos probatorios expuestos en el proceso, la Sra. Habbal, sus hijas y su 

hijo habían sufrido afectaciones concretas a los derechos cuestionados. 

 
19 Esas garantías específicas, son en relación con los siguientes aspectos: (i) el derecho a ser 
notificado de la existencia de un procedimiento y de la decisión que se adopte en el marco del proceso 
migratorio; (ii) el derecho a que los procesos migratorios sean llevados por un funcionario o juez 
especializado; (iii) el derecho de la niña o niño a ser oído y a participar en las diferentes etapas 
procesales; (iv) el derecho a ser asistido gratuitamente por un traductor y/o intérprete; (v) el acceso 
efectivo a la comunicación y asistencia consular; (vi) el derecho a ser asistido por un representante 
legal y a comunicarse libremente con dicho representante; (vii) el deber de designar a un tutor en 
caso de niñas o niños no acompañados o separados; (viii) el derecho a que la decisión que se adopte 
evalúe el interés superior de la niña o del niño y sea debidamente fundamentada; (ix) el derecho a 
recurrir la decisión ante un juez o tribunal superior con efectos suspensivos; y (x) el plazo razonable 
de duración del proceso. 
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 Por último, con respecto a la alegada violación al derecho a la protección 

judicial (artículo 25.1 CADH), la Corte IDH advirtió que la Sra. Habbal pudo disponer 

de recursos judiciales que le permitían salvaguardar sus derechos. En este sentido, 

destacó que la efectividad de los recursos no debe ser evaluada en función de que 

éste produzca un resultado favorable para el demandante.  

 Considerando que dichas violaciones habían cesado y habían sido reparadas, 

en aplicación del principio de complementariedad, la Corte IDH resolvió que el 

Estado Argentino no era internacionalmente responsable por la violación de los 

derechos a la circulación y residencia, la libertad personal, a la nacionalidad, las 

garantías judiciales, la protección judicial ni a la niñez, en perjuicio de la Sra. Habbal, 

de sus hijas Monnawar Al Kassar, Hifaa Al Kassar y Natasha Al Kassar, ni de su hijo 

Mohamed Al Kassar. 

 

DERECHO DE CIRCULACIÓN Y DE RESIDENCIA. PRINCIPIO DE NO DEVOLUCIÓN  

 

Caso “Familia Pacheco Tineo Vs. Estado Plurinacional de Bolivia”20 

 

Garantías judiciales – Derecho a buscar y recibir asilo – Principio de no devolución – 

Derechos de la niñez – Interés superior del niño – Protección a la familia – Integridad 

personal 

 

 El 25 de noviembre de 2013 la Corte IDH dictó la sentencia del caso “Familia 

Pacheco Tineo” en el cual decidió que el Estado Plurinacional de Bolivia era 

internacionalmente responsable por la violación de los derechos de buscar y recibir 

asilo y el principio de no devolución (22.7 y 22.8 CADH), a ser oído con las debidas 

garantías y a la protección judicial (artículos 8 y 25 CADH), a la integridad psíquica 

y moral (artículo 5.1, CADH) y a la protección de los niños y de la familia (artículos 

19 y 17, CADH) en perjuicio de los miembros de la familia Pacheco Tineo integrada 

 
20 Corte IDH. Caso Familia Pacheco Tineo Vs. Estado Plurinacional de Bolivia. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2013.  Serie C No. 272.
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por el Sr. Rumaldo Juan Pacheco Osco, su esposa, la Sra. Fredesvinda Tineo Godos y 

sus tres hijos, Juana Guadalupe, Frida Edith y Juan Ricardo Pacheco Tineo. En 

particular, el presente pronunciamiento constituye un precedente de relevancia 

sobre los derechos de los migrantes y los derechos de los refugiados. En esa misma 

línea la Corte IDH se pronunció sobre la afectación del derecho de las familias y de 

los niños en razón del interés superior del niño como sujetos de derecho. 

 El eje del caso giró en torno a la expulsión de dicho grupo familiar hacia Perú 

adoptada en febrero de 2001 por el Estado Plurinacional de Bolivia. Esa decisión 

había sido adoptada luego de rechazar la solicitud de reconocimiento de su 

condición de refugiados en un plazo de veinticuatro horas. Cabe destacar que los 

integrantes de la familia poseían estatus de refugiados reconocido con anterioridad 

en la República de Chile y que habían atravesado previamente distintos procesos de 

desplazamiento forzado.  

 Los antecedentes del caso se remontan a 1996, año en que la familia residió 

en Bolivia en calidad de refugiada. En 1998 suscribió un acuerdo de repatriación 

voluntaria hacia Perú. Como el contexto en este último país no había mejorado, 

decidieron trasladarse a Chile, donde se les otorgó estatus de refugiados y la 

autorización para residir y trabajar legalmente. En febrero de 2001 la familia viajó 

a Perú para realizar trámites personales y tomó conocimiento de la existencia de 

una antigua orden de detención en su contra. Ante la posibilidad de ser arrestada, 

optó por ingresar de manera irregular al territorio boliviano con la finalidad de 

retornar desde allí a Chile. A partir de entonces y en el lapso de cinco días, se 

desencadenaron los hechos que culminaron con su expulsión. Cabe señalar que, en 

el caso, el Servicio Nacional de Migraciones (SENAMIG) no actuó con las debidas 

diligencias para proteger a la familia Pacheco Tineo y la Comisión Nacional de 

Refugiados (CONARE) rechazó la solicitud de reconocimiento en condición de 

refugiados. Por su parte, el Consulado de Chile comunicó oficialmente a las 

autoridades bolivianas que la familia tenía estatus de refugiada y que se encontraba 

autorizada a regresar a territorio chileno. Sin embargo, el 24 de febrero, cuando la 

familia se dirigía a la terminal de autobuses, funcionarios migratorios la 

interceptaron y ejecutaron su expulsión hacia el Perú, desatendiendo tanto una 
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orden judicial interna (la resolución de un habeas corpus del Poder Judicial de 

Bolivia) como la comunicación diplomática chilena. Una vez entregados a las 

autoridades peruanas, los integrantes del grupo familiar fueron privados de su 

libertad y permanecieron detenidos durante varios meses en el marco de una 

investigación, registrándose incluso la separación de los adultos respecto de sus 

hijos menores durante parte de dicho período. Paralelamente, desde Bolivia 

diversas organizaciones formularon denuncias y solicitudes de información ante la 

Defensoría del Pueblo y el Ministerio de Gobierno cuestionando la detención 

irregular y la entrega de la familia a las autoridades peruanas. Finalmente, en agosto 

de 2001, tras su liberación en Perú y la realización de los trámites correspondientes, 

la familia logró ingresar nuevamente a Chile. Desde el año 2002 sus integrantes 

cuentan con residencia permanente en ese país, poniendo fin al ciclo de expulsión y 

detención sufrido. 

 A la luz de los hechos relatados y sus estándares, la Corte IDH calificó como 

arbitrario el procedimiento de asilo seguido contra la familia Pacheco Tineo. Señaló 

que no se había garantizado a la familia el derecho a ser oída, a ejercer 

adecuadamente su defensa ni a recibir notificación formal de las decisiones 

adoptadas, verificándose una violación al artículo 8 de la CADH21.  

 Asimismo, la Corte IDH consideró vulnerado el principio de no devolución 

previsto en el artículo 22.8 de la CADH. Dicha norma prohíbe remitir a una persona 

hacia un lugar donde su vida o integridad personal se encuentren en peligro. Al 

respecto, enfatizó el carácter estricto de dicha prohibición y subrayó que Bolivia 

tenía conocimiento formal de que Chile constituía una alternativa segura, legal y 

viable. Enfatizó que un Estado no puede ejecutar una expulsión sin un examen 

previo, adecuado e individualizado del riesgo, especialmente cuando la medida 

puede colocar a la familia en una situación más gravosa o de persecución. Bajo este 

estándar, la expulsión sin evaluación del peligro constituye una contravención 

directa a la CADH y al Derecho Internacional de los Refugiados, pues obliga al Estado 

a prevenir que el retorno agrave la condición de las personas afectadas. Ante ello 

 
21 El Estado no notificó formalmente a la familia sobre los cargos migratorios ni les permitió 
defenderse adecuadamente. La resolución de expulsión se ejecutó en menos de 24 horas, lo que hizo 
imposible cualquier recurso judicial efectivo. 
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sostuvo que la expulsión practicada configuró una violación directa y manifiesta del 

principio de no devolución. Del mismo modo, concluyó que en el presente caso el 

derecho a la protección judicial había devenido ilusorio en la medida en que el 

Estado había impedido que los recursos disponibles produjeran efectos reales.  

 La Corte IDH, además, determinó que la ejecución acelerada de la expulsión 

vulneró la integridad psíquica y moral de las víctimas, en razón de la incertidumbre 

generada, la separación familiar, la detención de la madre y la angustia provocada 

por la expulsión, todo lo cual constituyó un trato cruel e inhumano prohibido por el 

artículo 5 de la CADH. Igualmente, tuvo por acreditado que en el caso se habían 

afectado los derechos del niño (artículo 19 CADH) y del derecho a la protección de 

la familia (artículo 17 CADH), por haberse desatendido el principio del interés 

superior del niño. Refirió que dicho principio constituye una norma imperativa que 

rige el derecho internacional, en tanto los menores de edad son sujetos de derecho 

y requieren una evaluación específica de las consecuencias derivadas de las 

decisiones estatales22. 

 En materia de reparaciones, la Corte IDH determinó que la sentencia en si 

misma operó como una forma de satisfacción y se dispusieron medidas de difusión 

pública. Además, ordenó al Estado: i) implementar programas permanentes y 

obligatorios de capacitación en normas de derechos humanos aplicables a migrantes 

y refugiados dirigidos tanto a funcionarios migratorios como a miembros de la 

Comisión Nacional de Refugiados y; ii) pagar de una indemnización económica a las 

víctimas por concepto de daño material, daño inmaterial y el reintegro de gastos23. 

 

 
22 Cabe señalar que la sentencia fue adoptada por unanimidad, sin votos disidentes ni concurrentes, 
configurándose como una decisión plenamente unificada del Tribunal interamericano. Esta 
circunstancia reviste especial relevancia al tratarse de un caso de naturaleza migratoria y de asilo, 
en el cual la Corte IDH presentó un criterio cohesionado en torno a estándares de no devolución y 
debido proceso. Ello permite considerarlo un precedente significativo de unificación del pleno en 
materia migratoria y de protección de personas refugiadas. 
23 Este caso suscita una reflexión relevante sobre los límites del poder estatal: cómo compatibilizar 
el ejercicio de la soberanía en materia de control fronterizo con el respeto irrestricto de los derechos 
humanos de las personas migrantes, en particular cuando se trata de grupos en situación de especial 
vulnerabilidad. En tal sentido, la Corte afirmó que la soberanía estatal no constituye un título 
habilitante para el incumplimiento de obligaciones internacionales y que, ante la posibilidad de 
ocasionar un daño irreparable, deben prevalecer los derechos humanos por sobre las decisiones 
unilaterales del Estado. 
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Caso “Wong Ho Wing Vs. Perú”24 

 

Garantías judiciales – Libertad personal – Extradición y Principio de no 

devolución – Plazo razonable 

 

 El 30 de junio de 2015 la Corte IDH emitió la sentencia del caso “Wong Ho 

Wing” por medio de la cual declaró la responsabilidad internacional de la República 

del Perú por la violación de los derechos a las garantías judiciales (artículo 8.1 

CADH) y a la libertad personal (artículos 7.1, 7.3, 7.5 y 7.6 CADH) en perjuicio de 

Wong Ho Wing. En particular, el Estado fue hallado responsable debido a la demora 

excesiva en el proceso de extradición y por la detención arbitraria del Sr. Wong Ho 

Wing, ciudadano de nacionalidad china que permaneció privado de su libertad 

desde octubre de 2008 sin una decisión definitiva sobre su situación jurídica.  

 Los hechos del presente caso sucedieron a partir del año 2001. El Sr. Wong 

Ho Wing se encontraba requerido de manera internacional por medio de una alerta 

de Interpol por el delito de contrabando. El 27 de octubre de 2008 fue capturado en 

el Aeropuerto Internacional Jorge Chávez. Ahora bien, el proceso tomó un giro 

crítico cuando la República Popular de China presentó formalmente el pedido de 

extradición en noviembre del mismo año. Los cargos que se le adjudicaban al Sr. 

Wong Ho Wing consistían en contrabando, lavado de dinero y cohecho. En su 

declaración instructiva del 28 de octubre de 2008, el Sr. Wong Ho Wing advirtió a 

las autoridades peruanas que, de ser devuelto a su país, corría un riesgo real de ser 

ejecutado dado que en la legislación china de aquel entonces el contrabando se 

sancionaba con la pena de muerte. A pesar de esa advertencia, la Segunda Sala Penal 

Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de Perú declaró procedente la 

extradición el 20 de enero de 2009. Ante esta decisión, la defensa interpuso una 

demanda de habeas corpus, alegando que existía una amenaza cierta e inminente al 

derecho a la vida del Sr. Wong Ho Wing. En abril de 2009, el 56° Juzgado Penal de 

Lima declaró fundada esta demanda y anuló la resolución de la Corte Suprema de la 

 
24 Corte IDH. Caso Wong Ho Wing Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 30 de junio de 2015. Serie C No. 297.  
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Justicia argumentando que no se había motivado adecuadamente el análisis sobre el 

riesgo de la pena capital. Para subsanar esta falta, China remitió diversas garantías 

diplomáticas asegurando que no aplicaría la pena de muerte. Basándose en aquellos 

dichos, la Corte Suprema emitió una segunda resolución consultiva el 27 de enero 

de 2010, reiterando que la entrega del ciudadano era procedente. Sin embargo, el 

conflicto legal llegó hasta el Tribunal Constitucional que, el 24 de mayo de 2011, 

ordenó al Poder Ejecutivo abstenerse de extraditarlo por considerar que las 

garantías ofrecidas por el Estado requirente aún eran insuficientes para proteger su 

vida. A partir de entonces, el Sr. Wong Ho Wing quedó en una situación de 

indeterminación ya que el Poder Ejecutivo no tomaba una decisión final: no lo 

extraditaba, pero tampoco lo liberaba. Durante este tiempo, la defensa interpuso 

hasta una sexta demanda de hábeas corpus solicitando su libertad. De este modo, el 

Sr. Wong permaneció en una cárcel común por más de cinco años y medio hasta que 

en marzo de 2014 un juzgado dispuso su arresto domiciliario, reconociendo que la 

falta de un plazo máximo para la detención en extradiciones violaba el principio de 

previsibilidad y la CADH.  

 En el marco del Sistema Interamericano de Derechos Humanos (SIDH), cabe 

señalar que el procedimiento se inició con una petición ante la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos (Comisión IDH) presentada el 27 de marzo 

de 2009. Durante su trámite, la Corte IDH otorgó medidas provisionales a partir de 

mayo de 2010 para que el Estado peruano se abstenga de extraditar a la víctima 

hasta que los órganos del SIDH se pronunciaran sobre el fondo del asunto.  

 En cuanto al fondo de la cuestión, como se indicó, la Corte IDH declaró que el 

Estado peruano era responsable por la violación del derecho a las garantías 

judiciales (artículo 8.1 CADH) debido a que el proceso de extradición contra el Sr. 

Wong Ho Wing se extendió por más de seis años y medio sin una decisión definitiva. 

Refirió que dicha demora, que excedió el plazo razonable, se atribuyó a la falta de 

debida diligencia, especialmente por las omisiones en la solicitud de información y 

garantías a la República de China. 

 Asimismo, la Corte IDH entendió que el Estado era responsable por la 

violación del derecho a la libertad personal (artículos 7.1, 7.3 y 7.6 CADH). Sobre 
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este aspecto, la Corte determinó que la detención del Sr. Wong Ho Wing fue 

arbitraria por la falta de motivación sobre el peligro procesal, por haber durado 

excesivamente y por no contar con recursos judiciales efectivos que resolvieran sin 

demora la legalidad de su privación de la libertad. La Corte IDH también sostuvo que 

el Estado había vulnerado el derecho del Sr. Wong Ho Wing a ser juzgado en un plazo 

razonable o ser puesto en libertad (artículo 7.5 CADH), pues la falta de un plazo 

máximo legal para el arresto provisorio permitió que su detención en una cárcel 

común se extienda más de cinco años.  

 Por otra parte, la Corte IDH concluyó que, bajo las circunstancias actuales del 

caso, el Estado no sería responsable de violar los derechos a la vida, a la integridad 

personal ni el principio de no devolución si decidiera extraditar al Sr. Wong. Esto se 

debe a que China había eliminado la pena de muerte para el delito de contrabando 

en el año 2011 y había ofrecido garantías diplomáticas de monitoreo suficientes. 

Tampoco consideró que el Estado era responsable por la violación del derecho a ser 

oído y a la defensa (artículo 8.1 CADH), por la presunta ilegalidad de la detención 

inicial (artículo 7.2 CADH), ni por la violación del derecho a la integridad personal 

derivado de la detención de la víctima (artículo 5 CADH).  

 Pese a no hallar responsable al Estado de Perú de violar el principio de no 

devolución establecido en el artículo 13.4 de la Convención Interamericana para 

Prevenir y Sancionar la Tortura –que analizó de forma conjunta con el derecho a la 

vida y a la integridad personal– la Corte IDH dedicó varios párrafos de su sentencia 

para recordar su jurisprudencia sobre esa temática. Además de citar el artículo 13 

párrafo 4 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura –

que establece que no se concederá la extradición ni se procederá a la devolución de 

la persona requerida cuando haya presunción fundada de que corre peligro su vida, 

de que será sometido a tortura, tratos crueles, inhumanos o degradantes o de que 

será juzgada por tribunales de excepción o ad hoc en el Estado requirente– la Corte 

IDH recordó que, de acuerdo a su Opinión Consultiva OC-21/2014, el principio de 

no devolución “está asociado también a la protección del derecho a la vida y de 

determinadas garantías judiciales, de modo tal que no se limita únicamente a la 

protección contra la tortura” y que “no basta con que los Estados se abstengan de 
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incurrir en una violación de dicho principio, sino que es imperativa la adopción de 

medidas positivas. En situaciones en las cuales la persona se encuentra frente a un 

riesgo de tortura el principio de no devolución es absoluto”25. Allí la Corte IDH refirió 

que la obligación de garantizar los derechos a la vida y a la integridad personal, así 

como el principio de no devolución ante el riesgo de tortura y otras formas de trato 

cruel, inhumano o degradante o riesgo al derecho a la vida se aplica a todas las 

modalidades de devolución de una persona a otro Estado, incluso por extradición, 

como ocurre en el presente caso26. Además, recordó que cuando una persona alegue 

ante un Estado un riesgo en caso de devolución, las autoridades deben, al menos, 

entrevistar a la persona y realizar una evaluación previa o preliminar para 

determinar si existe o no ese riesgo en caso de expulsión, lo que además implica 

respetar las garantías mínimas como parte de la debida oportunidad de exponer las 

razones que lo asistan en contra de su expulsión. En caso de que se constate el 

alegado riesgo, la persona no debe ser devuelva a ese país. Ahora bien, como se 

indicó previamente, la Corte IDH concluyó que en el presente caso Perú no había 

violado el principio de no devolución toda vez que no sería legalmente posible la 

aplicación de la pena de muerte por el delito de contrabando de mercancías 

comunes por el cual se solicitó la extradición del Sr. Wong Ho Wing sumado a que 

no se había demostrado que su extradición lo expondría a un riesgo real, previsible 

y personal de ser sometido a tratos contrarios a la prohibición de tortura u otros 

tratos crueles, inhumanos o degradantes. 

 En cuanto a las reparaciones, la Corte IDH dispuso que el estado debía: i) a la 

mayor brevedad, adoptar una decisión definitiva sobre el proceso de extradición del 

 
25 Corte IDH. Caso Wong Ho Wing Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 30 de junio de 2015. Serie C No. 297, párrafo 128.  
26 Entre las referencias en esta sentencia, encontramos que la Corte IDH citó la reiterada 
jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos de acuerdo a la cual “la expulsión o 
extradición de una persona bajo la jurisdicción de un Estado Parte puede generar su responsabilidad 
internacional, cuando existan bases suficientes para creer que el individuo en cuestión, de ser expulsado, 
sería expuesto a un riesgo real de ser sometido a tratos contrarios a la prohibición de tortura u otras 
formas de tratos crueles, inhumanos o degradantes”. En lo que hace específicamente a la pena de 
muerte, refirió que, el Tribunal Europeo también tiene dicho que “el artículo 2 del Convenio Europeo 
para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales que consagra el derecho 
a la vida, y el artículo 1 de su Protocolo No. 13 relativo a la abolición de la pena de muerte en cualquier 
circunstancia, prohíben la extradición o deportación de un individuo a otro Estado cuando existan bases 
suficientes para creer que podría ser sometido a pena de muerte”. 
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Sr. Wong Ho Wing; ii) revisar inmediatamente la privación de libertad de la víctima, 

tomando en cuenta su estado de salud, su situación actual y el tiempo que ya ha 

permanecido detenido y; iii) pagar una indemnización en concepto de daño material 

e inmaterial y por el reintegro de costas y gastos. Asimismo, resolvió que la 

sentencia per se constituye una forma de reparación y que debía realizar las 

publicaciones oficiales de su resumen y de su texto completo en diarios oficiales, de 

circulación nacional y sitios web. Por último, dispuso que las medidas provisionales 

que oportunamente había emitido y que estaban vigentes quedaban reemplazadas 

por las medidas de reparación ordenadas en la sentencia. 

 

DERECHO DE CIRCULACIÓN Y DE RESIDENCIA Y PERSONAS EN SITUACIÓN DE DESPLAZAMIENTOS 

 

Caso “Comunidad Moiwana Vs. Surinam”27 

 

Derecho de circulación y residencia – Desplazamientos forzoso de comunidad 

originaria – Deber estatal de establecer las condiciones y proporcionar los 

medios que permitan el regreso voluntario, seguro y digno de las personas 

desplazadas  

 

 El 15 de junio de 2005 la Corte IDH emitió la sentencia del caso “Comunidad 

Moiwana”. Por medio de ella declaró la responsabilidad del Estado de Suriman por 

la falta de investigación y sanción de los responsables del maltrato y muerte a los 

pobladores de la mencionada comunidad por parte de los agentes militares ocurrida 

el 29 de noviembre de 1986, así como por su desplazamiento forzado. De acuerdo a 

los hechos del caso, el accionar de los agentes militares provocó la muerte de al 

menos treinta y nueve miembros de la comunidad, entre los que había niñas, niños, 

mujeres y ancianos mientras que otros tantos resultaron heridos. Asimismo, la 

operación militar incluyó la quema y destrucción de la propiedad de la comunidad 

y forzó a los sobrevivientes a desplazarse para huir. A partir de dicho 

 
27 Corte IDH. Caso de la Comunidad Moiwana Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de junio de 2005. Serie C No. 124.  
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desplazamiento, la Aldea de Moiwana y sus tierras tradicionales quedaron 

abandonadas, los integrantes de la comunidad sufrieron condiciones de pobreza y 

se vieron imposibilitados de practicar sus medios tradicionales de subsistencia. 

Estas circunstancias se vieron agravadas por la omisión de la autoridad pública de 

realizar las investigaciones pertinentes de los hechos y sancionar a los responsables.  

 Por medio de esta sentencia, la Corte IDH declaró la responsabilidad 

internacional de Surinam por haber violado el derecho a la integridad personal 

(artículo 5.2 CADH), el derecho de circulación y de residencia (artículo 22 CADH), el 

derecho de propiedad (artículo 21 CADH), las garantías judiciales y protección 

judicial (artículos 8.1 y 25 CADH), todos ellos, en relación con el artículo 1.1. de la 

CADH, en perjuicio de los miembros de la Comunidad Moiwana.  

 En lo que hace específicamente al derecho de circulación y de residencia, 

como se indicó, los integrantes de la Comunidad tuvieron que huir de sus tierras 

ancestrales tras el ataque ocurrido el 29 de noviembre de 1986. Asimismo, de 

acuerdo a sus creencias religiosas, no podían regresar al lugar sin antes “haber hecho 

arreglos”, es decir, “los rituales mortuorios necesarios y alcanzar reconciliación con 

los espíritus de quienes fallecieron en el ataque de 1986”. Por dicha razón, las víctimas 

habían manifestado su temor en volver al lugar ante la posibilidad de sufrir nuevos 

ataques y por la falta de purificación de la tierra28. Cabe señalar que, conforme surge 

de los hechos del caso, numerosos miembros de la comunidad permanecieron en la 

Guayana Francesa ante el temor que sentían por su seguridad, agravado por la falta 

de una investigación penal realizada por el Estado. Algunos de ellos regresaron a 

Surinam en el año 1993 y fueron ubicados en un centro de recepción temporal en 

Moengo en el que permanecían al momento del dictado de la sentencia por la Corte 

IDH, sin que les hayan ofrecido una mejor alternativa.  

 En definitiva, la Corte IDH refirió que sólo cuando se obtenga justicia por los 

hechos ocurridos el 29 de noviembre de 1986 “los miembros de la comunidad podrán: 

1) aplacar a los espíritus enfurecidos de sus familiares y purificar su tierra tradicional; 

y 2) dejar de temer que se hostilice a su comunidad. Esos dos elementos, a su vez, son 

 
28 Corte IDH. Caso de la Comunidad Moiwana Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de junio de 2005. Serie C No. 124., párrafos 113 y 114.  
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indispensables para el regreso permanente de los miembros de la comunidad a la aldea 

de Moiwana, que muchos –si no todos –desean”29. 

 Al respecto de la libertad de circulación, la Corte IDH sostuvo en primer lugar 

que es una condición indispensable para el libre desarrollo de la persona. Con cita 

del Comentario General n° 27 del Comité de Derechos Humanos de las Naciones 

Unidas indicó que el derecho de circulación y de residencia consiste en “a) el derecho 

de quienes se encuentren legalmente dentro de un Estado a circular libremente en ese 

Estado y escoger su lugar de residencia; y b) el derecho de una persona a ingresar a su 

país y permanecer en él. El disfrute de este derecho no depende de ningún objetivo o 

motivo en particular de la persona que desea circular o permanecer en un lugar”30. A 

continuación, refirió la Corte que los Principios Rectores emitidos en 1998 por el 

Representante del Secretario General de las Naciones Unidas sobre la cuestión de 

los desplazados internos constituyen directrices de importancia para este caso que 

además “iluminan el contenido y alcance del artículo 22 de la Convención en el 

contexto de desplazamiento interno”31. 

 En este sentido, y pese a la objeción del Estado de Surinam, la Corte IDH 

indicó que, en el presente caso, el derecho a la libertad de circulación y residencia 

 
29 Corte IDH. Caso de la Comunidad Moiwana Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de junio de 2005. Serie C No. 124, párrafo 118. 
30 Corte IDH. Caso de la Comunidad Moiwana Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de junio de 2005. Serie C No. 124, párrafo 110. 
31 Corte IDH. Caso de la Comunidad Moiwana Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de junio de 2005. Serie C No. 124, párrafo 111. Para dicha 
sentencia, la Corte enfatizó en los siguientes principios: “1.1. Los desplazados internos disfrutarán en 
condiciones de igualdad de los mismos derechos y libertades que el derecho internacional y el derecho 
interno reconocen a los demás habitantes del país. No serán objeto de discriminación alguna en el 
disfrute de sus derechos y libertades por el mero hecho de ser desplazados internos; 5. Todas las 
autoridades y órganos internacionales respetarán y harán respetar las obligaciones que les impone el 
derecho internacional, incluidos los derechos humanos y el derecho humanitario, en toda circunstancia, 
a fin de prevenir y evitar la aparición de condiciones que puedan provocar el desplazamiento de 
personas; 8. El desplazamiento no se llevará a cabo de forma que viole los derechos a la vida, dignidad, 
libertad y seguridad de los afectados; 9. Los Estados tienen la obligación específica de tomar medidas 
de protección contra los desplazamientos de pueblos indígenas, minorías, campesinos, pastores y otros 
grupos que tienen una dependencia especial de su tierra o un apego particular a la misma; 14.1. Todo 
desplazado interno tiene derecho a la libertad de circulación y a la libertad de escoger su residencia; 
28.1. Las autoridades competentes tienen la obligación y responsabilidad primarias de establecer las 
condiciones y proporcionar los medios que permitan el regreso voluntario, seguro y digno, de los 
desplazados internos a su hogar o su lugar de residencia habitual, o su reasentamiento voluntario en 
otra parte del país. Esas autoridades tratarán de facilitar la reintegración de los desplazados internos 
que han regresado o se han reasentado en otra parte”. 
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de los miembros de la Comunidad “se encuentra limitado por una restricción de facto 

muy precisa, que se origina en el miedo fundado descrito anteriormente, que los aleja 

de su territorio ancestral”32. Añadió que el Estado no estableció las condiciones ni 

proporcionó los medios necesarios para permitir a los miembros de la comunidad 

regresar voluntariamente en forma segura y con dignidad a sus tierras tradicionales 

“con respecto a las cuales tienen una dependencia y apego especiales –dado que 

objetivamente no hay ninguna garantía de que serán respetados sus derechos 

humanos, particularmente los derechos a la vida e integridad personal–”33. En virtud 

de esta omisión por parte del Estado y, en especial, la falta de una investigación 

penal efectiva para poner fin a la impunidad por el ataque de 1986, la Corte IDH 

concluyó que Suriname no solo no había garantizado a los miembros de la 

comunidad su derecho de circulación y residencia, sino que además había privado 

del derecho a ingresar a su país y permanecer en él a aquellos integrantes que a la 

fecha de la sentencia se encontraban exiliados en la Guyana Francesa. Todo ello 

implicó una violación del artículo 22 de la CADH, en relación con el artículo 1.1 de 

dicho tratado, en perjuicio de los miembros de la Comunidad Moiwana.  

 En cuanto a las reparaciones, la Corte IDH dispuso por unanimidad que 

Surinam debía: i) investigar los hechos denunciados e identificar, juzgar y sancionar 

a los responsables; ii) a la mayor brevedad posible, recuperar los restos de los 

miembros de la Comunidad Moiwana que fallecieron durante los hechos del 29 de 

noviembre de 1986 y entregarlos a los miembros de la Comunidad sobrevivientes; 

iii) adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y de cualquier otra índole 

para asegurar a los miembros de la Comunidad Moiwana su derecho de propiedad 

sobre los territorios tradicionales de los que fueron expulsados y asegurar el uso y 

goce de estos territorios; esas medidas deben incluir la creación de un mecanismo 

efectivo para delimitar, demarcar y titular dichos territorios tradicionales; iv) 

garantizar la seguridad de los miembros de la Comunidad Moiwana que decidan 

regresar a la aldea de Moiwana; v) implementar un fondo de desarrollo comunitario; 

 
32 Corte IDH. Caso de la Comunidad Moiwana Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de junio de 2005. Serie C No. 124, párrafo 120. 
33 Corte IDH. Caso de la Comunidad Moiwana Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de junio de 2005. Serie C No. 124, párrafo 120. 
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vi) realizar un acto de disculpa pública y reconocimiento de responsabilidad 

internacional; vii) construir un monumento y colocarlo en un lugar público 

apropiado y; viii) pagar las indemnizaciones fijadas en la sentencia a favor de los 

miembros de la Comunidad Moiwana, por concepto de daño material, inmaterial y 

gastos. 

 

Caso “Masacre de Mapirián Vs. Colombia”34  

 

Derecho de circulación y residencia – Desplazamientos internos – Situación de 

vulnerabilidad acentuada de las personas desplazadas 

 

El 15 de septiembre de 2005 la Corte IDH emitió la sentencia del caso de la “Masacre 

de Mapiripán”. En ella declaró la responsabilidad internacional del Estado de 

Colombia por la violación, entre otros, de los derechos a la libertad personal 

(artículo 7.1 y 7.2 CADH), a la integridad personal (artículo 5.1 y 5.2 CADH), a la vida 

(artículo 4.1 CADH), el derecho de circulación y residencia (artículo 22.1 CADH) y 

los derechos a las garantías judiciales y a la protección judicial (artículos 8.1 y 25 

CADH), todos ellos en relación con el artículo 1.1 de la CADH, respecto de las 

víctimas directas del caso y sus familiares por la muerte, lesiones y abusos contra 

los pobladores de la localidad de Mapirián cometidos por parte de los agentes 

paramilitares, así como por la falta de investigación y sanción de los responsables.  

 Los hechos de este caso comenzaron el 12 de julio de 1997. En esa fecha, un 

centenar de miembros de la Autodefensa Unidas de Colombia (AUC) aterrizaron en 

vuelos irregulares en el aeropuerto San José Guaviare. Allí fueron recogidos por 

miembros del Ejército colombiano sin que éstos realicen ningún tipo de control, a la 

vez que les facilitó el transporte hasta Mapiripán. De este modo, al amanecer del 15 

de julio de 1997, más de cien hombres armados rodearon Mapirián por vía terrestre 

y fluvial. Estas personas portaban armas específicas cuyo monopolio era del Estado, 

vestían prendar de uso privativo de las Fuerzas Militares y usaban radios de alta 

 
34 Corte IDH. Caso de la "Masacre de Mapiripán" Vs. Colombia. Sentencia de 15 de septiembre de 
2005. Serie C No. 134. 
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frecuencia. Al llegar a Mapiripán, los paramilitares tomaron control del pueblo, de 

las comunicaciones y de las oficinas públicas y procedieron a intimidar a sus 

habitantes y matar a otros. Un grupo de ellos (cuyo número no se pudo establecer 

con exactitud, pero fue de aproximadamente cuarenta y nueve personas) fueron 

retenidos, torturados, ejecutados y/o desaparecidos. La fuerza pública recién llegó 

a Mapiripán el 22 de julio de 1997, después de concluida la masacre, con 

posterioridad a la llegada de los medios de comunicación y cuando los paramilitares 

ya habían destruido gran parte de la evidencia física. Pese a los diversos recursos 

interpuestos por las víctimas y sus familiares, al momento del dictado de la 

sentencia no se habían realizado mayores investigaciones ni se habían sancionado a 

los responsables del hecho. De acuerdo con los hechos del caso, la masacre ocurrida 

en Mapirián y el temor entre sus habitantes de que se repitan los hechos, sumado al 

amedrentamiento por parte de paramilitares, los daños sufridos y el miedo a sufrir 

otros daños, provocó desplazamiento interno de familias enteras de Mapirián e 

incluso de familias que no vivían propiamente allí, pero que tuvieron que 

desplazarse como consecuencia de los hechos. Muchas de esas familias no 

regresaron a Mapirián.  

 En lo que hace al desplazamiento interno, en esta sentencia la Corte IDH 

dedicó varias páginas a analizar este fenómeno en Colombia iniciado en la década 

de los años ochenta. Destacó que los desplazamientos internos afectan a grandes 

masas poblacionales y se va agravando progresivamente, provocando crisis 

humanitaria con una masiva, prolongada y sistemática violación de diversos 

derechos fundamentales. 

 En el presente caso, la Corte IDH enfocó su análisis en los incisos 1 y 4 del 

artículo 22 de la CADH, que reconocen, por un lado, el derecho de toda persona a 

circular por el territorio de un Estado en que se halle legalmente y a residir en él. 

Indicó que esos derechos sólo pueden ser restringidos por la ley, en zonas 

determinadas y por razones de interés público. Para analizar dichas normas, la Corte 

IDH reiteró la doctrina señalada en el caso “Comunidad Moiwana” en cuanto a que 

la libertad de circulación es una condición indispensable para el desarrollo de la 

persona; citó el Comentario General N° 27 del Comité de Derechos Humanos de UN 
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que determina el contenido de dicho derecho35. Señaló que, independientemente de 

la legislación sobre la materia, la libertad de circulación y residencia de los 

miembros de dicha comunidad se había visto limitada de facto por el miedo que 

sentían por su seguridad y porque el Estado no había cumplido su obligación de 

investigar ni había tomado las medidas necesarias que permitan a los miembros de 

la comunidad regresar al lugar36. Por último, reiteró que, a los fines de definir el 

contenido y alcance del artículo 22 de la CADH en un contexto de desplazamiento 

interno, resultan de relevancia “los Principios Rectores de los Desplazamientos 

Internos emitidos en 1998 por el Representante del Secretario General de las Naciones 

Unidas” así como también “las regulaciones sobre desplazamiento contenidas en el 

Protocolo II a los Convenios de Ginebra de 1949”. En particular, citó el artículo 17 

del Protocolo II que “prohíbe ordenar el desplazamiento de la población civil por 

razones relacionadas con el conflicto, a no ser que así lo exijan la seguridad de las 

personas civiles o razones militares imperiosas y, en este último caso, se deberán tomar 

‘todas las medidas posibles para que la población civil sea acogida en condiciones 

satisfactorias de alojamiento, salubridad, higiene, seguridad y alimentación’”37. 

 A partir de lo expuesto, la Corte IDH señaló que los hechos del caso se 

encuadraban dentro de una situación generalizada de desplazamiento forzado 

interno que afectaba a Colombia y que fue causada por el conflicto armado interno. 

Añadió que dichos desplazamientos acentúan las vulnerabilidades de los grupos 

sociales que son objeto de éstos y afectan especialmente a las mujeres, niñas, niños, 

jóvenes y personas de la tercera edad. Entre los problemas que originan los 

desplazamientos, se encuentran: “(i) la pérdida de la tierra y de la vivienda, (ii) la 

marginación, (iii) la pérdida del hogar, (iv) el desempleo, (v) el deterioro de las 

condiciones de vida, (vi) el incremento de las enfermedades y de la mortalidad, (vii) la 

pérdida del acceso a la propiedad entre comuneros, (viii) la inseguridad alimentaria, 

y (ix) la desarticulación social, así como el empobrecimiento y el deterioro acelerado 

 
35 Corte IDH. Caso de la "Masacre de Mapiripán" Vs. Colombia. Sentencia de 15 de septiembre de 
2005. Serie C No. 134, párrafo 168. 
36 Corte IDH. Caso de la "Masacre de Mapiripán" Vs. Colombia. Sentencia de 15 de septiembre de 
2005. Serie C No. 134, párrafo 170.  
37 Corte IDH. Caso de la "Masacre de Mapiripán" Vs. Colombia. Sentencia de 15 de septiembre de 
2005. Serie C No. 134, párrafo 172. 
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de las condiciones de vida”38. La Corte IDH también refirió que, por la complejidad 

del fenómeno del desplazamiento, de la amplia gama de derechos que afecta y a las 

circunstancias de debilidad, vulnerabilidad e indefensión en que se encuentran las 

personas desplazadas, “su situación puede ser entendida como una condición 

individual de facto de desprotección. Esta condición tiene una dimensión social, que se 

presenta en el contexto histórico específico del conflicto armado interno en Colombia, 

y conduce al establecimiento de diferencias en el acceso de los desplazados a los 

recursos públicos administrados por el Estado”39. Agregó que, “existe un vínculo 

indisoluble entre las obligaciones erga omnes de respetar y garantizar los derechos 

humanos y el principio de igualdad y no discriminación” de modo que, en 

cumplimiento de dichas obligaciones, “los Estados deben abstenerse de crear 

situaciones de discriminación de jure o de facto, y adoptar medidas positivas”40. 

 A partir de lo expuesto, y teniendo por acreditada la situación de 

desplazamiento interno que tuvieron que enfrentar las víctimas del caso por la 

masacre sufrida, la Corte IDH concluyó que dicho desplazamiento trascendió la 

violación del artículo 22 de la CADH y no podía ser desvinculada de las otras 

violaciones declaradas en la sentencia. Además, a la luz de una interpretación 

evolutiva de dicha norma, “tomando en cuenta las normas de interpretación 

aplicables y de conformidad con el artículo 29.b de la Convención –que prohíbe una 

interpretación restrictiva de los derechos–, esta Corte considera que el artículo 22.1 de 

la Convención protege el derecho a no ser desplazado forzadamente dentro de un 

Estado Parte en la misma”41. En razón de todo ello, la Corte IDH declaró que en el 

caso Colombia había violado el artículo 22.1 de la CADH, en relación con los artículos 

4.1, 5.1, 19 y 1.1 de dicho tratado (derecho a la vida, integridad personal, derechos 

de los niños y deberes de respeto y garantía). 

 
38 Corte IDH. Caso de la "Masacre de Mapiripán" Vs. Colombia. Sentencia de 15 de septiembre de 
2005. Serie C No. 134párrafo 175.  
39 Corte IDH. Caso de la "Masacre de Mapiripán" Vs. Colombia. Sentencia de 15 de septiembre de 
2005. Serie C No. 134párrafo 177. 
40 Corte IDH. Caso de la "Masacre de Mapiripán" Vs. Colombia. Sentencia de 15 de septiembre de 
2005. Serie C No. 134párrafo 178.  
41 Corte IDH. Caso de la "Masacre de Mapiripán" Vs. Colombia. Sentencia de 15 de septiembre de 
2005. Serie C No. 134, párrafo 188.  
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 En cuanto a las reparaciones, la Corte IDH dispuso que la sentencia per se 

constituía una forma de reparación y ordenó al Estado de Colombia: i) publicar la 

sentencia; ii) realizar inmediatamente las debidas diligencias para activar y 

completar eficazmente, en un plazo razonable, la investigación para determinar la 

responsabilidad intelectual y material de los autores de la masacre y de las personas 

cuya colaboración y aquiescencia la hizo posible; iii) realizar inmediatamente las 

debidas diligencias para individualizar e identificar, en un plazo razonable, a las 

víctimas ejecutadas y desaparecidas, así como sus familiares; iv) designar, dentro 

del plazo de seis meses, un mecanismo oficial que operará durante dos años, en el 

cual tengan participación las víctimas del presente caso o los representantes que 

ellas designen, para cumplir con las funciones; v) proveer a todos los familiares de 

las víctimas ejecutadas o desparecidas, previa manifestación de su consentimiento, 

por el tiempo que sea necesario, sin cargo alguno y por medio de los servicios 

nacionales de salud, un tratamiento adecuado, incluida la provisión de 

medicamentos; vi) realizar las acciones necesarias para garantizar las condiciones 

de seguridad para que los familiares de las víctimas, así como otros ex pobladores 

de Mapiripán, que se hayan visto desplazados, puedan regresar a Mapiripán, en caso 

de que así lo deseen; vii) construir, en el plazo de un año, un monumento apropiado 

y digno para recordar los hechos de la masacre de Mapiripán; viii) implementar, en 

un plazo razonable, programas de educación en derechos humanos y Derecho 

Internacional Humanitario permanentes dentro de las fuerzas armadas 

colombianas, en todos los niveles jerárquicos y; ix) pagar las cantidades fijadas en la 

sentencia en concepto de daño material, inmaterial, costas y gastos. 

 

Caso “Masacre de Ituango Vs. Colombia”42  

 

Derecho de circulación y residencia – Desplazamientos internos – Situación de 

vulnerabilidad acentuada de las personas desplazadas 

 

 
42 Corte IDH. Caso de las Masacres de Ituango Vs. Colombia. Sentencia de 1 de julio de 2006. Serie C 
No. 148 
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 El 1° de julio de 2006 la Corte IDH dictó la sentencia del caso “Masacre de 

Ituango” por medio de la cual declaró al Estado de Colombia responsable por la 

violación del derecho a la vida (artículo 4 CADH), de la prohibición a la esclavitud y 

servidumbre (artículo 6.2 CADH), el derecho a la libertad personal (artículo 7 

CADH), el derecho a la propiedad privada (artículo 21 CADH), el derecho de 

circulación y residencia (artículo 22 CADH), los derechos de los niños (artículo 19 

CADH), a la integridad personal (artículo 5.1 CADH) y a las garantías judiciales y la 

protección judicial (artículos 8.1 y 25 CADH), todos ellos en relación con el deber de 

respetar los derechos (artículo 1.1 CADH), con relación a las víctimas de dicha 

masacre.  

 Los hechos del presente caso tuvieron lugar en el Municipio de Ituango, 

Colombia. Allí, la incursión de grupos armados disidentes trajo aparejado el 

incremento de la actividad de las estructuras paramilitares o “de autodefensa” así 

como una mayor presencia del Ejército Nacional. El 11 de junio de 1996 cerca de 

veintidós hombres fuertemente armados, miembros de grupos paramilitares, se 

dirigieron en dos camionetas al municipio de Ituango, específicamente al 

corregimiento de La Granja donde asesinaron a un grupo de pobladores. Una vez 

perpetradas las referidas ejecuciones selectivas, los paramilitares abandonaron el 

área de La Granja sin encontrar oposición alguna por parte de la fuerza pública. A 

pesar de los recursos judiciales interpuestos, a la fecha del dictado de la sentencia 

no se habían realizado mayores investigaciones ni se habían sancionado a los 

responsables. Luego, entre los días 22 de octubre y 12 de noviembre del año 1997 

tuvo lugar una incursión paramilitar en el corregimiento de El Aro. Dicha incursión 

ocurrió con la aquiescencia, tolerancia y/o apoyo de miembros de la fuerza pública. 

En esta nueva oportunidad, treinta hombres armados y vestidos con prendas de uso 

militar torturaron y asesinaron a un grupo de pobladores. El grupo paramilitar 

obligó y forzó, bajo amenaza de muerte, a algunos residentes del lugar a arrear 

ganado robado durante varios días. Antes de retirarse de El Aro, los paramilitares 

destruyeron e incendiaron gran parte de las casas. Algunos autores de los delitos 

fueron investigados y sancionados en ausencia en el marco de un proceso pena. Al 

igual que en el caso “Masacre de Mapirián”, en el presente, tras lo ocurrido en La 
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Granja y El Aro, se produjo el desplazamiento interno de varias familias de las 

víctimas, que se enmarca dentro de una situación generalizada de desplazamientos 

forzados internos que afectaba a Colombia.  

 Al momento de analizar si en el caso se había violado el artículo 22 de la 

CADH, la Corte reiteró su jurisprudencia de acuerdo a la cual el derecho de 

circulación y residencia es una condición indispensable para el libre desarrollo de 

la persona; que consiste en el derecho de quienes se encuentren legalmente dentro 

de un Estado a circular libremente en ese Estado y escoger su lugar de residencia; y 

que mediante una interpretación evolutiva del artículo 22 de la CADH, “esta Corte 

ha considerado que el artículo 22.1 de la Convención protege el derecho a no ser 

desplazado forzadamente dentro de un Estado Parte en la misma”43. También reiteró 

su postura en cuanto a que los Principios Rectores de los Desplazamientos Internos 

emitidos en 1998 por el Representante del Secretario General de las UN resultan 

relevantes para definir el alcance y contenido del artículo 22 de la CADH en un 

contexto de desplazamiento interno44; que el fenómeno del desplazamiento interno 

es complejo que afecta una amplia gama de derechos que se agrava por la especial 

situación de vulnerabilidad e indefensión en la que generalmente se encuentran las 

personas desplazadas, lo que obliga a los estados el deber a “otorgar un trato 

preferente y a adoptar medidas de carácter positivo para revertir los efectos de su 

referida condición de debilidad, vulnerabilidad e indefensión, incluso vis-á-vis 

actuaciones y prácticas de terceros particulares”45. Rememoró también lo señalado 

en el caso “Masacre de Mapirán” con respecto a a la vulnerabilidad acentuada de los 

desplazados es por su proveniencia rural y, en general, porque afecta especialmente 

a mujeres, así como los múltiples efectos nocivos que genera en cuando a la pérdida 

de la vivienda, de las tierras, marginación, desempleo, etc.  

 A partir de ello, y teniendo en consideración que en el caso se encontraba 

acreditado que las masacres ocurridas en La Granja y El Aro provocaron el 

 
43 Corte IDH. Caso de las Masacres de Ituango Vs. Colombia. Sentencia de 1 de julio de 2006. Serie C 
No. 148, párrafos 206 y 207.  
44 Corte IDH. Caso de las Masacres de Ituango Vs. Colombia. Sentencia de 1 de julio de 2006. Serie C 
No. 148, párrafo 209.  
45 Corte IDH. Caso de las Masacres de Ituango Vs. Colombia. Sentencia de 1 de julio de 2006. Serie C 
No. 148, párrafo 210.  
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desplazamiento interno de muchas familias. Ello por cuanto, se tuvieron también 

por probado los daños sufridos por la destrucción del ganado y de las propiedades 

de sus pobladores (en particular, se destruyeron e incendiaron el 80% de las 

viviendas y propiedades de El Aro), el temor de los habitantes del lugar a que se 

repitieran hechos similares, el amedrentamiento y las amenazas sufridas por 

algunos de ellos por parte de paramiliatares, y que muchos no podrían regresar a 

Ituango mientras no obtengan seguridad y justicia por parte del Estado.  

 En atención a lo expuesto, la Corte IDH determinó la responsabilidad del 

Estado de Colombia por la violación del derecho de circulación y de residencia 

consagrados en el artículo 22 de la CADH en perjuicio de las personas desplazadas 

de El Aro y La Granja.   

 En cuanto a las reparaciones, la Corte IDH ordenó al Estado de Colombia las 

siguientes: i) llevar adelante las diligencias necesarias para proveer justicia en el 

presente caso; ii) brindar gratuitamente, y por medio de los servicios nacionales de 

salud, el tratamiento adecuado que requieran los familiares de las víctimas 

ejecutadas en el presente caso; iii) realizar las acciones necesarias para garantizar 

las condiciones de seguridad para que los ex habitantes de los corregimientos de El 

Aro y La Granja que se hayan visto desplazados puedan regresar a El Aro o La Granja, 

según sea el caso y si así lo desean; iv) realizar un acto público de reconocimiento 

de responsabilidad internacional por los hechos del presente caso; v) implementar 

un programa habitacional mediante el cual se provea de vivienda adecuada a 

aquellas víctimas sobrevivientes que perdieron sus casas y que así lo requieran; vi) 

fijar una placa en un lugar público apropiado en cada uno de los corregimientos de 

La Granja y El Aro, con el propósito de que las nuevas generaciones conozcan acerca 

de los hechos que dieron lugar al presente caso; vii) implementar, en un plazo 

razonable, programas de educación en derechos humanos y derecho internacional 

humanitario permanentes dentro de las fuerzas armadas colombianas; viii) publicar 

la sentencia y; ix) pagar a las víctimas una indemnización por daño material, daño 

inmaterial, costas y gastos, en las cantidades fijadas en la sentencia.  
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Caso “Valle Jaramillo y otros Vs. Colombia”46  

 

Derecho de circulación y residencia – Desplazamiento – Situación de 

vulnerabilidad acentuada de las personas desplazadas 

 

 La sentencia del caso “Valle Jaramillo” dictada por la Corte IDH el 27 de 

noviembre de 2008, se encuentra estrechamente vinculada con la sentencia 

analizada previamente sobre la Masacre de Ituango. En ella, el Tribunal 

interamericano aceptó el reconocimiento parcial de responsabilidad internacional 

efectuado por el Estado de Colombia por la violación del derecho a la libertad 

personal (artículo 7.1 CADH), a la integridad personal (artículo 5.1 CADH), a la vida 

(artículo 4.1 CADH), el derecho de circulación (artículo 22.1 CADH), a las garantías 

judiciales y a la protección judicial (artículos 8.1 y 25.1 CADH), con relación a las 

obligaciones generales contempladas en el artículo 1.1 de la CADH en perjuicio de 

Jesús Valle Jaramillo y sus familiares, por la ejecución extrajudicial de éste así como 

por la falta de investigación y sanción de los responsables47. 

 Los hechos del caso tuvieron lugar en el año 1998. El Sr. Jesús María Valle 

Jaramillo era un conocido defensor de derechos humanos que, a partir de 1996, 

empezó a denunciar las actividades de grupos paramilitares, en particular en el 

Municipio de Ituango. En este contexto, el 27 de febrero de 1998, dos hombres 

armados ingresaron al despacho del Sr. Valle Jaramillo en Medellín y le dispararon 

con una pistola, ocasionando su muerte instantánea. En el lugar se encontraban 

otras personas, entre ellas, la Sra. Nelly Valle Jaramillo y el Sr. Carlos Fernando 

Jaramillo Correa, quienes fueron amarrados y posteriormente amenazados con 

armas de fuego, hasta que finalmente estos dos hombres se retiraron del lugar. 

 
46 Corte IDH. Caso Valle Jaramillo y otros Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
27 de noviembre de 2008. Serie C No 192.  
47 Sin perjuicio de ello, la Corte IDH declaró que no se comprobó en el caso la violación de algunos 
derechos alegados, entre ellos, el derecho a la protección de la honra y de la dignidad (artículos 11.1 
y 11.2 CADH), el derecho a la protección de la familia (artículo 17 CADH) y a la libertad de 
pensamientos y expresión (artículo 13 CADH); y que tampoco le correspondía pronunciarse acerca 
de la alegada violación de los derechos a la integridad personal, a la libertad de pensamiento y de 
expresión y a la libertad de asociación (artículos 5, 13 y 16 CADH) en perjuicio de los defensores y 
las defensoras de derechos humanos, por no ser estos presuntas víctimas en el presente caso. 
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Como se indicó, los hechos fueron admitidos por el Estado, que además reconoció 

parcialmente su responsabilidad internacional por la violación de la gran mayoría 

de los derechos involucrados.  

 Cabe destacar que el reconocimiento de los derechos vulnerados alcanzó al 

derecho a la circulación previsto en el artículo 22 de la CADH respecto del Sr. Carlos 

Jaramillo Correa y su núcleo familiar directo a partir de febrero de 1998. Dicho 

reconocimiento no incluyó a una de las hijas del Sr. Jaramillo Correa, que fue 

incorporada dentro de la condena por la Corte IDH. Pese a dicho reconocimiento, la 

Corte IDH dedicó una decena de párrafos de su sentencia a analizar el derecho de 

circulación y residencia.   

 En lo sustancial, la Corte IDH reiteró la doctrina asentada en los casos 

“Comunidad Moiwana”, “Masacre de Ituango”, “Masacre de Mapirián” sobre el 

contenido del derecho regulado en el artículo 22.1 de la CADH48. En cuanto a la 

situación específica del Sr. Jaramillo Correa y su grupo familiar, la Corte IDH destacó 

que al encontrarse fuera de su país sin poder o sin querer retornar a su hogar debido 

a un temor fundado de persecución como consecuencia de los hechos del caso, el Sr. 

Jaramillo Correa y su grupo familiar “se convirtieron en refugiados. Así, se vieron 

obligados a buscar protección internacional para asegurar el respeto de sus derechos 

humanos y evitar ser devueltos contra su voluntad a un país donde existían o existen 

razones para temer por sus vidas”49. Añadió la Corte IDH que el Sr. Jaramillo Correa 

y su núcleo familiar directo se encontraban en situación de vulnerabilidad que les 

 
48 Se indica lo siguiente: “138. Al respecto, esta Corte ha señalado en jurisprudencia previa que el 
derecho de circulación y de residencia, establecido en el artículo 22.1 de la Convención, es una condición 
indispensable para el libre desarrollo de la persona. Dicho artículo contempla, inter alia, lo siguiente: 
a) el derecho de quienes se encuentren legalmente dentro de un Estado a circular libremente en él y 
escoger su lugar de residencia, y b) el derecho de éstos de ingresar, permanecer y salir del territorio del 
Estado sin interferencia ilegal. Así, el disfrute de este derecho no depende de ningún objetivo o motivo 
en particular de la persona que desea circular o permanecer en un lugar; 139. Asimismo, la Corte ha 
señalado que el derecho de circulación y de residencia puede ser vulnerado por restricciones de facto si 
el Estado no ha establecido las condiciones ni provisto los medios que permiten ejercerlo. En ese sentido, 
el derecho de circulación y de residencia puede resultar afectado cuando una persona es víctima de 
amenazas u hostigamientos y el Estado no provee las garantías necesarias para que pueda transitar y 
residir libremente en el territorio de que se trate, incluso cuando las amenazas y hostigamientos 
provienen de actores no estatales”. 48 Corte IDH. Caso Valle Jaramillo y otros Vs. Colombia. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 2008. Serie C No 192, párrafos 138 y 139.  
49 Corte IDH. Caso Valle Jaramillo y otros Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
27 de noviembre de 2008. Serie C No 192, párrafo 140.  
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impedía ejercer libremente su derecho de circulación y de residencia, en parte 

porque el propio Estado no les brindó las garantías necesarias para poder transitar 

y residir libremente en territorio colombiano. Sumado a ello, su condición de 

refugiados había fragmentado el tejido social que unía a la familia, quienes no sólo 

habían perdido contacto con su país, sino también con sus relaciones afectivas 

dentro de éste. De esta forma, toda vez que la colaboración del Sr. Carlos Fernando 

Jaramillo Correa en la investigación del asesinato del Sr. Jesús María Valle Jaramillo 

había generado el exilio de éste, su esposa y sus tres hijos, la Corte IDH concluyó que 

el Estado de Colombia era responsable por la violación del derecho de circulación y 

de residencia reconocido en el artículo 22.1 de la CADH, en perjuicio de éstos.  

 En cuanto a las reparaciones, la Corte IDH dispuso que el Estado de Colombia 

debía: i) realizar los pagos de las cantidades establecidas en la sentencia por 

concepto de daño material, daño inmaterial y reintegro de costas y gastos; ii) 

investigar los hechos que generaron las violaciones del presente caso; iii) publicar 

la sentencia, que constituye per se una forma re reparación; iv) realizar un acto 

público de reconocimiento de su responsabilidad internacional en la Universidad de 

Antioquia en relación con las violaciones declaradas en este caso; v) colocar una 

placa en memoria del Sr. Jesús María Valle Jaramillo en el Palacio de Justicia del 

Departamento de Antioquia; vi) brindar gratuitamente y de forma inmediata, a 

través de sus instituciones de salud especializadas, el tratamiento psicológico y 

psiquiátrico requerido por las víctimas; vii) otorgar a la Sra. Nelly Valle Jaramillo y 

al Sr. Carlos Fernando Jaramillo Correa, una beca para realizar estudios o 

capacitarse en un oficio y; viii) garantizar la seguridad en caso que el Sr. Carlos 

Fernando Jaramillo Correa considere su retorno a Colombia. 

 

Caso “Chitay Nech y otros Vs. Guatemala”50  

 

Derecho de circulación y residencia – Desplazamientos forzados – Deber de los 

Estados de garantizar condiciones para el retorno seguro de las personas 

 
50 Corte IDH. Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 212. 
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desplazadas forzadamente – Impacto del desplazamiento en miembros de 

pueblos originarios 

 

 El 25 de mayo de 2010 la Corte IDH dictó la presente sentencia por medio de 

la cual declaró que Guatemala era internacionalmente responsable por la violación 

del derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica (artículo 3 CADH), 

derecho a la vida (artículo 4 CADH), derecho a la integridad personal (artículo 5 

CADH), derecho a la participación política (artículo 23 CADH), derecho a la familia 

(artículo 17 CADH), derechos del niño (artículo 19 CADH), derechos a la circulación 

y residencia (artículo 22 CADH) y a las garantías judiciales (artículo 8 CADH), en 

relación con la obligación de respetar los derechos y garantizar los derechos, en 

relación con el artículo 1.1 y 1.2 , en perjuicio del Sr. Chitay y sus familiares.  

 El caso trata la desaparición forzada del Sr. Florencio Chitay Nech, un 

dirigente político perteneciente a la comunidad indígena maya kaqchikel ocurrido 

en un contexto sociopolítico que tuvo lugar entonces en Guatemala que se 

caracterizaba por la violencia sistemática implementada mediante la Doctrina de la 

Seguridad Nacional por parte del Estado contra las comunidades aborígenes, sus 

líderes políticos y sus familiares. En particular, los hechos del caso ocurrieron el 1 

de abril de 1981 y posteriormente a su victoria en las elecciones como concejal, el 

líder fue interceptado por hombres armados mientras caminaba en la calle junto a 

su hijo menor, Estermerio Chitay Rodríguez. Al ver amenazada la vida de su hijo, el 

Sr. Chitay decidió entregarse y subió a un vehículo. Desde ese entonces y hasta el 

dictado de la sentencia por la Corte IDH, no hay información alguna sobre su 

paradero. 

 Si bien el caso se enmarca en el análisis de la afectación de varios derechos 

producto de una desaparición forzada, resulta valorable la interpretación de la Corte 

al analizar la afectación del derecho a la libertad de circulación, tanto de la víctima 

como la de sus familiares. Allí, la Corte dedicó un extenso apartado al análisis del 

artículo 22 de la CADH para determinar la existencia de un desplazamiento forzado 

y su relación con la afectación de los artículos 11 y 19 también de la CADH.  
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 Sobre este tema, la Corte IDH tuvo por acreditado que la familia Chitay fue 

dividida y situada en distintos lugares provocando el desmembramiento del lazo 

familiar y ancestral con la tierra y que jamás pudieron retornar a su comunidad de 

una manera estable y continuada. Dicho desplazamiento forzado ocurrió 

posteriormente a la desaparición del Sr. Chitay. De esta forma, se vieron impedidos 

de retornar a su lugar de origen ya que ninguna autoridad les había garantizado la 

protección correspondiente para un retorno efectivo y seguro. A su vez, dicho 

desplazamiento forzado no sólo implicó la pérdida de comunicación intrafamiliar 

sino también de la identidad cultural, tradición y lengua maya, agravado por el 

hecho de ser las víctimas indígenas, pues la tierra representa un gran valor ancestral 

en la comunidad maya. Luego de recordar su estándar en materia de libertad de 

circulación y de residencia51. A su vez, en lo que respecta a la particularidad de las 

comunidades indígenas, la Corte valoró el informe de la perito al señalar que el 

desplazamiento forzado afectó de forma particularmente grave a la familia Chitay 

Rodríguez. Ello es así dado a que la conexión energética con la tierra adquiere gran 

importancia para la cosmovisión maya, por lo cual no solo existió un daño material 

por el abandono forzado de sus tierras sino también una gran pérdida de su propia 

identidad y espiritualidad. Recordó también que existe una extensa jurisprudencia 

en materia indígena, mediante la cual la Corte reconoció que la relación de los 

indígenas con el territorio es esencial para mantener sus estructuras culturales y su 

 
51 La Corte señaló que para interpretar el contenido y alcance del articulo 22 resulta necesario 
recurrir a los Principios Rectores de los Desplazamientos Internos de las Naciones Unidas: “se entiende 
por desplazados internos las personas o grupos de personas que se han visto forzadas u obligadas a 
escapar o huir de su hogar o residencia hábitat, como resultado o para evitar los efectos de un conflicto 
armado, de situaciones de violencia generalizada, de violaciones a los derechos humanos (...) y que no 
han cruzado una frontera estatal internacionalmente reconocida”. En este sentido, la Corte reconoció 
que el desplazamiento interno es una cuestión compleja y multifactorial al verse afectados una 
multiplicidad de derechos humanos y agravado por las circunstancias de vulnerabilidad particular al 
tratarse de víctimas de comunidades aborígenes. La indefensión es de tal magnitud que puede 
considerarse que los mismos se encuentran en una situación de facto de desprotección. Por ende, los 
Estados están obligados a implementar medidas positivas que reviertan los efectos que generan 
vulnerabilidad, debilidad e indefensión, incluso vis a vis, las actuaciones y prácticas de terceros 
particulares. En paralelo, la Corte recordó que el Estado vulnera el derecho a circulación y residencia 
al instaurar restricciones de facto al no garantizar los medios y condiciones efectivos para ejercer tal 
derecho. Tal es el caso de cualquier persona que sea víctima de amenazas y hostigamientos y el 
Estado no provea las garantías necesarias para que el derecho a transitar y residir libremente sea 
ejercido de manera plena y efectiva. Corte IDH. Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 212, 
párrafos 139 a 149. 
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supervivencia étnica y material. En este sentido, la Corte consideró que el 

desplazamiento forzado de los pueblos indígenas fuera de su comunidad o bien de 

sus integrantes, les puede colocar en una situación de especial vulnerabilidad, que 

“por sus secuelas destructivas sobre el tejido étnico y cultural (…), genera un claro 

riesgo de extinción, cultural o físico, de los pueblos indígenas”, por lo cual es 

indispensable que los Estados adopten medidas específicas de protección considerando 

las particularidades propias de los pueblos indígenas, así como su derecho 

consuetudinario, valores, usos y costumbres para prevenir y revertir los efectos de 

dicha situación”52. El estándar de la protección en personas desplazadas adquiere un 

aspecto dual. La obligación de garantía estatal no solo implica el deber de adoptar 

medidas de prevención; el Estado debe conducir una investigación efectiva de las 

violaciones alegadas y proveer las condiciones necesarias para un retorno digno y 

seguro. Además, es necesario que las víctimas sean escuchadas y tenidas en cuenta: 

tales medidas adquieren verdadera efectividad cuando se permite la participación 

plena en la planificación y gestión del regreso o reintegración. 

 Al interpretar el derecho afectado, la Corte estimó que en el caso no imperó 

una restricción formal a la libertad de circulación y residencia por parte del Estado. 

No obstante, dichas libertades se encontraron afectadas por una grave restricción 

de facto, originada en las amenazas y hostigamientos posteriores a la desaparición 

del Sr. Chitay, el temor fundado generado por lo sucedido tanto a él, a otros 

familiares y hasta miembros de la comunidad. En dichas circunstancias, el retorno 

al lugar de origen se tornaba sumamente difícil o arriesgado. Todo ello, sumado a la 

falta de investigación y enjuiciamiento de los responsables. 

 En definitiva, la Corte concluyó que el Estado había violado el artículo 22 de 

la CADH en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento, al incumplir con el 

deber de garantía; no estableció las condiciones ni previó los medios que hubiesen 

permitido a la familia regresar de forma segura y con dignidad a su comunidad con 

la que tienen un vínculo cultural especial. Asimismo, el Estado no había brindado 

una reparación integral que garantice la no repetición de los hechos. 

 
52 Corte IDH. Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 25 de mayo de 2010. Serie C No. 212, párrafo 147. 
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 En lo referente a la vida familiar y cultural de los niños indígenas, la Corte 

IDH consideró que resultó evidente que la familia se desintegró como consecuencia 

del hostigamiento y amenazas continuas. No menos importante, el hijo menor de 

Chitay presenció con su corta edad como golpeaban a su padre y se lo llevaban 

forzadamente, lo cual constituyó una violación a los derechos del niño conforme el 

artículo 19 de la CADH y su instrumento protectorio por excelencia, la Convención 

de los Derechos del Niño. 

 Adicionalmente, los representantes de la familia alegaron la violación de los 

derechos del niño se manifestó por la constitución forzosa de un hogar 

“monoparental”, consecuencia de un actuar del Estado en detrimento de la 

protección a la familia. Todo ello impidió un crecimiento integral sano del niño y no 

permite la constitución de la familia basada en el padre y madre, figuras que de 

forma conjunta son importantes en la familia maya. Por otro lado, existió pérdida de 

identidad y desarraigo cultural al verse la familia forzada a vivir en culturas ajenas 

a su crianza. Cada miembro de la familia se vio obligado a residir fuera del país y en 

culturas extrañas a su crianza y educación53. 

 En este sentido, la Corte IDH destacó que el artículo 17.1 de la CADH reconoce 

que la familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y tiene derecho a 

la protección de la sociedad y el Estado. La protección de la familia y de sus 

miembros se garantiza en el artículo 11.2 al consagrar la prohibición de injerencias 

arbitrarias o abusivas en la familia. Conjuntamente, el artículo 19 de la CADH 

determina la protección de los derechos del niño por parte de la familia, la sociedad 

y el Estado. En este orden, la Corte recordó que el Estado se encuentra obligado a 

favorecer el desarrollo y la fortaleza del núcleo familiar y que la separación de niños 

de su familia constituye, bajo ciertas condiciones, una violación de su derecho a la 

familia. En este aspecto, la Corte IDH reiteró el estándar establecido por la OC 17 

sobre la condición jurídica y derechos humanos de los niños, a saber: el disfrute 

mutuo de la convivencia entre padres e hijos constituye un elemento fundamental 

 
53 En los párrafos 133 y 134 de la sentencia se describe los distintos lugares que la familia fue alojada, 
temporalmente, debido al estigma de persecución y terror que pesaba sobre la familia. Actualmente, 
cada miembro de la familia Chitay Rodríguez realiza su proyecto de vida en países diferentes como 
consecuencia de los sucesos. 
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en la vida de familia que no sólo tiene como objetivo preservar al individuo contra 

las injerencias arbitrarias de las autoridades públicas, además impone obligaciones 

positivas a cargo del Estado. 

 A su turno, en el presente caso la Corte IDH además reconoció el significado 

especial que tiene la convivencia familiar en el contexto de la familia indígena, la 

cual no se limita al núcleo familiar, sino que incluye a las distintas generaciones que 

la componen e incluso a la comunidad de la cual forma parte. Refirió que la 

desaparición del padre o de la madre no sólo significó un cambio de roles en el 

sentido de que el padre sobreviviente tuvo que asumir ese rol de ser mamá y de ser 

papá a la vez, sino que sobre todo impidió que los padres transmitieran sus 

conocimientos de forma oral, conforme a las tradiciones de la familia maya54. 

 En razón de lo anteriormente mencionado, la Corte estimó que había existido 

una afectación directa a los miembros de la familia Chitay Rodríguez por las 

constantes amenazas y persecuciones que sufrieron, el desplazamiento del que 

fueron víctimas, el desarraigo de su comunidad, la fragmentación del núcleo familiar 

y la pérdida de la figura esencial del padre, lo que constituye un incumplimiento por 

parte del Estado de su obligación de proteger a toda persona contra injerencias 

arbitrarias o ilegales en su familia. En consecuencia, la Corte resolvió que el Estado 

era responsable por la violación del derecho a la protección de la familia reconocido 

en el artículo 17 de la CADH, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento, 

en perjuicio los Chitay Rodríguez.  

 Por otro lado, cabe señalar que, sobre derecho a la vida cultural de los niños 

indígenas, la Corte IDH refirió que el Estado debe asumir una posición especial de 

garante con mayor cuidado y responsabilidad y debe tomar medidas especiales 

orientadas en el principio del interés superior del niño. En el caso de infancias 

desarrolladas en la cultura indígena, el deber del Estado debe adoptar medidas de 

protección reforzada que impidan la pérdida de su identidad cultural, tradiciones y 

educación ancestral. En razón de ello, la Corte determinó que el Estado era también 

responsable de la violación del artículo 19 de la CADH, en relación con el artículo 1.1 

 
54 En el párrafo 160 de la sentencia la perito oficial ilustra la cosmovisión maya sobre la figura paterna 
y materna. Asimismo, la importancia de la educación intrafamiliar por transmisión oral. 
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del mismo instrumento, en perjuicio de los hijos del Sr. Chitay, que para la época de 

los hechos eran niños. 

 Por último, la Corte determinó que la sentencia constituía per se una forma 

de reparación y condenó al Estado de Guatemala a: i) conducir eficazmente, con la 

debida diligencia y dentro de un plazo razonable la investigación y, en su caso, los 

procesos penales que tramiten en relación con la detención y posterior desaparición 

forzada del Sr. Florencio Chitay Nech, para determinar las correspondientes 

responsabilidades penales y aplicar efectivamente las sanciones y consecuencias 

que la ley prevea; ii) continuar con la búsqueda efectiva y la localización del Sr. 

Florencio Chitay Nech; iii) publicar la sentencia en español y en maya kaqchikel; iv) 

realizar un acto público de reconocimiento de responsabilidad en relación con los 

hechos del presente caso y en desagravio a la memoria del Sr. Florencio Chitay Nech, 

en el que se deberá hacer referencia a las violaciones de derechos humanos 

declaradas en la presente sentencia en presencia de altos funcionarios del Estado y 

los familiares del señor Chitay Nech. Dicho acto deberá efectuarse en español y en 

maya kaqchikel; v) colocar en San Martín Jilotepeque, Chimaltenango, una placa 

conmemorativa con el nombre del Sr. Florencio Chitay Nech, en la que se haga 

alusión a sus actividades; vi) brindar atención médica y psicológica gratuita en 

Guatemala y de forma inmediata, adecuada y efectiva, y por el tiempo que sea 

necesario, a través de sus instituciones públicas de salud especializadas, a las 

víctimas del caso que así lo soliciten y; vii) pagar las cantidades fijadas en la 

sentencia por concepto de indemnización por daño material e inmaterial, y el 

reintegro de gastos, según corresponda55. 

 
55 El estándar señalado en Corte IDH en las sentencias “Comunidad Moiwana”, “Masacre de Ituango”, 
“Masacre de Mapirián” y “Chitay Nech” los vamos a encontrar reproducidos en el Caso de las 
Comunidades Afrodescendientes desplazadas de la Cuenca del Río Cacarica (Operación Génesis) Vs. 
Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre 
de 2013. Serie C No. 270, párrafos 219 a 222; Corte IDH. Caso Yarce y otras Vs. Colombia. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2016. Serie C No. 325, 
párrafos 214 a 225; Corte IDH. Caso Miembros de la Aldea Chichupac y comunidades vecinas del 
Municipio de Rabinal Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 30 de noviembre de 2016. Serie C No. 328, párrafos 172 a 176; Caso Omeara Carrascal 
y otros Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2018. Serie C 
No. 368, párrafo 272; Corte IDH. Caso Masacre de la Aldea Los Josefinos Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de noviembre de 2021. Serie C No. 442 
párrafos 76 a 79; Corte IDH, Caso Baptiste y otros Vs. Haití. Fondo y Reparaciones. Sentencia de 1° de 
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Caso “Masacres de Río Negro Vs. Guatemala”56 

 

Derecho de circulación y residencia – Desplazamiento interno – Deber de los 

Estados de garantizar condiciones para el retorno seguro de las personas 

desplazadas forzadamente 

  

 El 4 de septiembre de 2012 la Corte IDH dictó la sentencia del caso “Masacres 

de Río Negro” por medio de la cual determinó la responsabilidad internacional del 

Estado de Guatemala por la violación, entre otros, del derecho al reconocimiento de 

la personalidad jurídica (artículo 3 CADH), a la vida (artículo 4.1 CADH), a la 

integridad personal (artículo 5.1 y 5.2 CADH), a la libertad individual (artículo 7.1 

CADH), a la honra y a la dignidad (artículo 11.1 y 11.2 CADH), a la libertad de 

conciencia y de religión (artículo 12.1 CADH), a la libertad de circulación y 

residencia (artículo 22.1 CADH), a las garantías judiciales y a la protección judicial 

(artículo 8.1 y 25.1). Ello, por la comisión de cinco masacres en contra de los 

miembros de la Comunidad de Río Negro llevadas adelante por el Ejército de 

Guatemala y los miembros de las Patrullas de Autodefensa Civil en los años 1980 y 

1982, así como a la persecución y eliminación de sus miembros. 

 Los hechos del caso tuvieron lugar en el contexto del conflicto armado 

interno en Guatemala, entre los años 1962 y 1996, en el que se realizaron una serie 

de masacres que son objeto de la sentencia ocurridas el 4 de marzo de 1980 en la 

capilla de Río Negro, el 13 de febrero de 1982 en la Aldea de Xococ, el 13 de marzo 

de 1982 en el Cerro de Pacoxom, el 14 de mayo de 1982 en Los Encuentros y el 14 

de septiembre de 1982 en Agua Fría. En estas masacres fueron ejecutadas gran 

 
septiembre de 2023. Serie C No. 503, párrafos 61 a 62; Caso Miembros de la Corporación Colectivo 
de Abogados "José Alvear Restrepo" Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 18 de octubre de 2023. Serie C No. 506, párrafos 923 a 925; Corte IDH. Caso 
Viteri Ungaretti y otros Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 27 de noviembre de 2023. Serie C No. 510, párrafos 160 a 161; Corte IDH. Caso Pueblos 
Indígenas Tagaeri y Taromenane Vs. Ecuador. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 4 de septiembre de 2024. Serie C No. 537, entre muchos otros.  
56 Corte IDH. Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C No. 250 
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cantidad de personas, entre ellas hombres, mujeres y niños de la Comunidad de Río 

Negro. Algunas personas lograron escapar de las distintas masacres y se refugiaron 

en las montañas durante años. Permanecieron despojadas de todas sus 

pertenencias, durmiendo a la intemperie y moviéndose continuamente a fin de huir 

de los soldados y patrulleros que los perseguían aún después de las masacres. 

Asimismo, los integrantes de la Comunidad de Río Negro experimentaron graves 

dificultades para encontrar comida, varias niñas, niños y adultos murieron de 

hambre ya que el ejército y los patrulleros destruían los sembradíos que lograban 

tener. Algunas mujeres dieron a luz en la montaña y sólo pudieron registrar a sus 

hijos tiempo después, con fechas y lugares de nacimiento falsos, para protegerlos. 

Tras la entrada en vigor una ley de amnistía del año 1983, algunos sobrevivientes 

de las masacres fueron reasentados por el gobierno en la colonia Pacux ubicada 

detrás del destacamento militar de Rabinal. Al momento del dictado de la sentencia 

al menos 289 sobrevivientes de las Masacres de Río Negro aún residían en dicha 

colonia semiurbana de Pacux cuyas condiciones de vida eran precarias y las tierras 

no son adecuadas para la agricultura de subsistencia. Asimismo, el reasentamiento 

implicó que dichas personas perdieran la relación que la comunidad tenía con su 

cultura, recursos naturales y propiedades y del idioma Maya Achí. 

 En cuanto al fondo del asunto, luego de reiterar su doctrina en materia de 

libertad de circulación y residencia57 y de recordar los Principios Rectores de de los 

 
57 Al respecto, se indicó en la sentencia lo siguiente: “172. El artículo 22.1 de la Convención reconoce 
el derecho de circulación y de residencia. En este sentido, la Corte ha establecido en otros casos que este 
artículo también protege el derecho a no ser desplazado forzadamente dentro de un Estado Parte; 173. 
Al respecto, el Tribunal ha considerado que los Principios Rectores de los Desplazamientos Internos de 
las Naciones Unidas resultan particularmente relevantes para determinar el contenido y alcance del 
artículo 22 de la Convención Americana, los cuales definen que ‘se entiende por desplazados internos 
las personas o grupos de personas que se han visto forzadas u obligadas a escapar o huir de su hogar o 
de su lugar de residencia habitual, en particular como resultado o para evitar los efectos de un conflicto 
armado, de situaciones de violencia generalizada, [o] de violaciones de los derechos humanos […], y que 
no han cruzado una frontera estatal internacionalmente reconocida’; 174. Este Tribunal ha establecido 
que en razón de la complejidad del fenómeno del desplazamiento interno y de la amplia gama de 
derechos humanos que afecta o se ponen en riesgo, y en atención a las circunstancias de especial 
vulnerabilidad e indefensión en que generalmente se encuentran los desplazados, su situación puede ser 
entendida como una condición de facto de desprotección. Esta situación, conforme a la Convención 
Americana, obliga a los Estados a adoptar medidas de carácter positivo para revertir los efectos de su 
referida condición de debilidad, vulnerabilidad e indefensión, incluso vis-à-vis las actuaciones y 
prácticas de terceros particulares; 175. En este sentido, esta Corte ha señalado que el derecho de 
circulación y de residencia puede ser vulnerado por restricciones de facto si el Estado no ha establecido 
las condiciones ni provisto los medios que permiten ejercerlo, por ejemplo cuando una persona es 
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Desplazamientos Internos de las Naciones Unidas que establecen obligaciones para 

los Estados relativas al regreso, reasentamiento y reintegración de los desplazados 

internos58 la Corte recordó su jurisprudencia constante en materia indígena por 

medio de la cual ha reconocido “que la relación de los indígenas con el territorio es 

esencial para mantener sus estructuras culturales y su supervivencia étnica y 

material” de modo que el desplazamiento forzado de los pueblos indígenas fuera de 

su comunidad o de sus integrantes los puede colocar en una situación de especial 

vulnerabilidad, que, por sus secuelas destructivas sobre el tejido étnico y cultural, 

“genera un claro riesgo de extinción, cultural o físico, de los pueblos indígenas por lo 

cual es indispensable que los Estados adopten medidas específicas de protección 

considerando las particularidades propias de los pueblos indígenas, así como su 

derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres para prevenir y revertir los 

efectos de dicha situación”59. 

 En el presente caso, la Corte IDH tuvo por acreditado que los miembros de la 

Comunidad de Río Negro se vieron obligados a huir de sus tierras ancestrales a 

partir de las masacres ocurridas en su contra en 1980 y 1982. La mayoría de los que 

sobrevivieron a dichas masacres y a la posterior persecución por parte del Estado, 

fueron reasentadas por éste en la Colonia de Pacux donde residían al momento del 

dictado de la sentencia. Ahora bien, aquellos que fueron reasentados en esa Colonia 

fueron objeto de amenazas, torturas, trabajos forzosos y otras violaciones a los 

 
víctima de amenazas u hostigamientos y el Estado no provee las garantías necesarias, para que pueda 
transitar y residir libremente en el territorio de que se trate, incluso cuando las amenazas y 
hostigamientos provienen de actores no estatales”. 
58 Se citaron los siguientes principios: “Principio 28.1. Las autoridades competentes tienen la 
obligación y responsabilidad primarias de establecer las condiciones y proporcionar los medios que 
permitan el regreso voluntario, seguro y digno de los desplazados internos a su hogar o su lugar de 
residencia habitual, o su reasentamiento voluntario en otra parte del país. […]. Principio 28.2. Se harán 
esfuerzos especiales por asegurar la plena participación de los desplazados internos en la planificación 
y gestión de su regreso o de su reasentamiento y reintegración. […] Principio 29.2. Las autoridades 
competentes tienen la obligación y la responsabilidad de prestar asistencia a los desplazados internos 
que hayan regresado o se hayan reasentado en otra parte, para la recuperación, en la medida de lo 
posible, de las propiedades o posesiones que abandonaron o de las que fueron desposeídos cuando se 
desplazaron. Si esa recuperación es imposible, las autoridades competentes concederán a esas personas 
una indemnización adecuada u otra forma de reparación justa o les prestarán asistencia para que la 
obtengan”.  
59 Corte IDH. Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C No. 250, párrafo 177.  
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derechos humanos. Teniendo en consideración esos hechos, que el proceso de paz 

que concluyó con el conflicto armado interno en Guatemala inició en el año 1996 –

esto es, trece años después que comenzara el reasentamiento de los miembros de la 

Comunidad de Río Negro en Pacux–, la carencia extrema que padecieron en las 

montañas tras su desplazamiento y el contexto de violencia que permanecía vigente 

en Guatemala durante esos años, la Corte consideró que los miembros de la 

Comunidad de Río Negro se habían visto imposibilitados de retornar a sus tierras 

ancestrales durante este período debido al temor fundado de ser objeto de 

violaciones a sus derechos a la vida y a la integridad personal, entre otros. Se 

adiciona a ello la construcción de la represa Chixoy en las tierras ancestrales de la 

Comunidad de Río Negro en 1977 y el embalse que comenzó a llenarse de agua en 

1983, lo que también imposibilitó físicamente el retorno de los miembros de la 

Comunidad a sus tierras ancestrales. Todo ello, de acuerdo a la Corte IDH, implicó 

una restricción de facto de la libertad de circulación y residencia de los miembros 

de la Comunidad de Rio Negro reasentados en la Colonia Pacux.  

 A su vez, en cuanto a las medidas adoptadas por el Estado para revertir los 

efectos del desplazamiento, la Corte IDH tuvo por acreditado que las condiciones de 

vida en la Colonia Pacux no permitieron a sus habitantes retomar sus actividades 

económicas tradicionales, tuvieron que participar en actividades económicas que no 

les proporcionaban ingresos estables y que ello también había contribuido a la 

desintegración de la estructura social, la vida cultural y espiritual de la comunidad. 

En efecto, las condiciones de vida en dicha Colonia eran precarias y las necesidades 

básicas de salud, educación, alumbrado y agua no se encontraban plenamente 

satisfechas. Ante ello, la Corte IDH concluyó que “si bien Guatemala ha hecho 

esfuerzos por reasentar a los sobrevivientes de las masacres de la comunidad de Río 

Negro, no ha establecido las condiciones ni proporcionado los medios indispensables 

para reparar o mitigar los efectos de su desplazamiento, provocado por el propio 

Estado”60.  

 
60 Corte IDH. Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C No. 250, párrafo 183.  
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 En definitiva, el Tribunal interamericano determinó que en el caso el Estado 

de Guatemala era responsable por la violación de los derechos de circulación y 

residencia del artículo 22.1 de la CADH en perjuicio de los sobrevivientes de las 

masacres de Río Negro que habitan en la Colonia Pacux. 

 Finalmente, la Corte IDH resolvió que la sentencia per se era una forma de 

reparación y ordenó al Estado de Guatemala: i) investigar, sin mayor dilación, de 

forma seria y efectiva los hechos que originaron las violaciones declaradas en la 

presente Sentencia, con el propósito de juzgar y, eventualmente, sancionar a los 

presuntos responsables; ii) realizar una búsqueda efectiva del paradero de las 

víctimas desaparecidas forzadamente; elaborar un plan riguroso para la búsqueda 

de los miembros de la Comunidad de Río Negro desaparecidos forzadamente, así 

como para la localización, exhumación e identificación de las personas 

presuntamente ejecutadas, y la determinación de las causas de muerte y posibles 

lesiones previas e implementar un banco de información genética; iii) publicar la 

sentencia en español y en idioma maya achí; iv) realizar un acto público de 

reconocimiento de responsabilidad internacional por los hechos del presente caso; 

v) realizar las obras de infraestructura y servicios básicos a favor de los miembros 

de la comunidad de Río Negro que residen en la Colonia Pacux; vi) diseñar e 

implementar un proyecto para el rescate de la cultura maya Achí; vii) brindar 

tratamiento médico y psicológico a las víctimas del presente caso; viii) pagar las 

cantidades fijadas en la sentencia en concepto de indemnizaciones por daños 

materiales e inmateriales y por el reintegro de costas y gastos y; ix) establecer un 

mecanismo adecuado para que otros miembros de la comunidad de Río Negro 

posteriormente puedan ser considerados víctimas de alguna violación de derechos 

humanos declarada en esa sentencia y reciban reparaciones individuales y 

colectivas como las que se ordenaron allí. 

 

Caso “Masacres de El Mozote y lugares aledaños Vs. El Salvador”61 

 

 
61 Corte IDH. Caso Masacres de El Mozote y lugares aledaños Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 25 de octubre de 2012. Serie C No. 252. 
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Derecho de circulación y residencia – Desplazamientos internos e 

internacionales – Deber de los Estados de garantizar condiciones para el retorno 

seguro de las personas desplazadas forzadamente 

 

 El 25 de octubre de 2012 la Corte IDH dictó la sentencia sobre la “Masacres 

de El Mazote y lugares aledaños”. Por medio de ella, determinó la responsabilidad 

internacional de El Salvador por la violación, entre otros, del derecho a la vida 

(artículo 4 CADH), a la integridad personal (artículo 5.1 y 5.2 CADH), a la propiedad 

privada (artículo 21.1 y 21.2 CADH), a la libertad personal (artículo 7 CADH), de 

circulación y de residencia (artículo 22.1 CADH), a las garantías judiciales y a la 

protección judicial (artículo 8.1 y 25.1 de la CADH) en perjuicio de las víctimas 

sobrevivientes de las masacres y sus familiares ocurridas en el marco de un 

operativo militar en siete localidades del norte del Departamento de Morazán, en las 

cuales aproximadamente un millar de personas perdieron la vida, así como por la 

falta de investigación de los hechos y sanción a los responsables. 

 Los hechos del caso ocurrieron entre los días 11 y el 13 de diciembre de 1981. 

En dichas oportunidades, la Fuerza Armada de El Salvador con el apoyo de la Fu 

erza Aérea salvadoreña, realizó una serie consecutiva de ejecuciones masivas, 

colectivas e indiscriminadas de civiles en el caserío El Mozote, el cantón La Joya, los 

caseríos Ranchería, Los Toriles y Jocote Amarillo, en el cantón Cerro Pando y en una 

cueva del Cerro Ortiz. Dichos ataques tuvieron lugar en el marco de una supuesta 

operación de contrainsurgencia que formaba parte de una política de tierra 

arrasada planificada y ejecutada por el Estado. Luego de doce años de conflicto 

armado, el 16 de enero de 1992 se firmó el Acuerdo de Paz que puso fin a las 

hostilidades entre el gobierno de El Salvador y el Frente Farabundo Martí para la 

Liberación Nacional (FMLN). Además, el 23 de enero de 1992, la Asamblea 

Legislativa de la República de El Salvador dictó el decreto legislativo n° 147 

denominado Ley de Reconciliación Nacional. El 20 de marzo de 1993, cinco días 

después de la presentación del Informe de la Comisión de la Verdad, la Asamblea 

Legislativa dictó la denominada Ley de Amnistía General para la Consolidación de la 

Paz. Entre el mes de agosto de 1992 y septiembre del año 1993 -fecha del dictado 
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de la resolución de sobreseimiento en aplicación de la Ley de Amnistía General para 

la Consolidación de la Paz-, no se realizó ninguna otra diligencia para investigar las 

masacres, a excepción de las exhumaciones. Previo a la masacre, como consecuencia 

de la situación imperante en la zona norte del Departamento de Morazán y tras 

producirse ésta, existieron desplazamientos internos e internacionales (en especial 

hacia la República de Honduras). Dichos desplazamientos estuvieron también 

motivados en el temor que existía entre la población sobreviviente de dichas 

masacres, la destrucción y quema de sus viviendas y la eliminación de los medios de 

subsistencia.  

 Efectuadas las consideraciones previas, cabe señalar que la Corte IDH tuvo 

por probado que las personas que sobrevivieron a las masacres fueron forzadas a 

salir de sus lugares de residencia habitual, tanto por las acciones como por las 

omisiones estatales. Es decir, por un lado, al perpetrar las masacres que causaron 

terror en la población y dejaron a las personas sin sus viviendas y sin los medios 

indispensables para la subsistencia. Por el otro lado, debido a la falta de protección 

estatal que padeció la población civil en las zonas asociadas a la guerrilla que los 

colocaban en una situación de vulnerabilidad frente a los operativos militares. La 

Corte IDH refirió que además a los pobladores de la zona se les eliminaron los 

posibles medios de subsistencia. Esta situación permaneció por largo tiempo sin que 

las autoridades públicas asistieran a la población civil. A ello se le suman que las 

víctimas sufrieron situaciones de discriminación por su condición de desplazados y 

a causa de que se los asimilaba con la guerrilla, así como condiciones de vida 

precarias.  

 Al momento de analizar el derecho de circulación y residencia, la Corte IDH 

reiteró su estándar en la materia62. A continuación, en coincidencia con la 

 
62 Allí indicó la Corte IDH lo siguiente: “186. El artículo 22.1 de la Convención reconoce el derecho de 
circulación y de residencia. En esta línea, la Corte considera que esta norma protege el derecho a no ser 
desplazado forzadamente dentro de un Estado Parte o a no tener que salir forzadamente fuera del 
territorio del Estado en el cual se halle legalmente. Asimismo, este Tribunal ha señalado en forma 
reiterada que la libertad de circulación es una condición indispensable para el libre desarrollo de la 
persona. De igual forma, el Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas en su Comentario 
General No. 27 en cuanto al contenido de este derecho, el cual consiste, inter alia, en: a) el derecho de 
quienes se encuentren legalmente dentro de un Estado a circular libremente en ese Estado y escoger su 
lugar de residencia, lo cual incluye la protección contra toda forma de desplazamiento interno forzado; 
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comunidad internacional, reafirmó que “la obligación de garantía para los Estados 

de proteger los derechos de las personas desplazadas conlleva no sólo el deber de 

adoptar medidas de prevención sino también proveer las condiciones necesarias para 

un retorno digno y seguro a su lugar de residencia habitual o su reasentamiento 

voluntario en otra parte del país. Para ello, se debe garantizar su participación plena 

en la planificación y gestión de su regreso o reintegración”63.  

 A partir de ello, la Corte IDH destacó que, de acuerdo a la prueba obrante en 

la causa, los refugiados en Colomancagua (Honduras) retornaron a El Salvador a 

partir de inicios del año 1989 producto de la acción de organismos internacionales 

(entre ellos, la Cruz Roja y la ACNUR) y que muchos de ellos se reasentaron en la 

Comunidad de Segundo Montes. Por otra parte, en cuanto a las personas objeto de 

desplazamientos internos, la Corte IDH tomó nota de que algunas de ellas volvieron 

a sus lugares de origen por su cuenta y se establecieron también en la Comunidad 

Segundo Montes, en general al concluir el conflicto armado. A partir de ello, la Corte 

determinó que el Estado de El Salvador no había proporcionado información alguna 

sobre las medidas que habría adoptado para asegurar condiciones para el retorno 

tanto de los desplazados forzados internos como de aquellos que habían sido 

obligados a salir a Honduras en búsqueda de refugio. En virtud de ello, la Corte 

refirió que esa falta de prueba que controvierta la inefectividad de los programas 

estatales, sumado a las declaraciones testimoniales de las personas desplazadas a 

raíz de las masacres, “permiten a la Corte concluir que el Estado no adoptó medidas 

suficientes y efectivas para garantizar a las personas desplazadas forzadamente a raíz 

de las masacres de El Mozote y lugares aledaños un retorno digno y seguro a sus 

lugares de residencia habitual o un reasentamiento voluntario en otra parte del 

país”64. En virtud de ello, la Corte IDH declaró la responsabilidad del Estado de El 

Salvador por la violación del artículo 22.1 de la CADH, en relación con el artículo 1.1, 

 
y b) el derecho de una persona a ingresar a su país y permanecer en él. El disfrute de este derecho no 
depende de ningún objetivo o motivo en particular de la persona que desea circular o permanecer en un 
lugar”.  
63 Corte IDH. Caso Masacres de El Mozote y lugares aledaños Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 25 de octubre de 2012. Serie C No. 252, párrafo 188. 
64 Corte IDH. Caso Masacres de El Mozote y lugares aledaños Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 25 de octubre de 2012. Serie C No. 252, párrafo 192.  
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en perjuicio de las personas que fueron forzadas a desplazarse dentro de El Salvador 

y hacia la República de Honduras.  

 Por último, la Corte IDH determinó que la sentencia constituye per se una 

forma de reparación y le impuso al Estado de El Salvador las siguientes condenas: i) 

continuar con la plena puesta en funcionamiento del Registro Único de Víctimas y 

Familiares de Víctimas de Graves Violaciones a los Derechos Humanos durante la 

Masacre de El Mozote y adoptar las medidas necesarias para asegurar su 

permanencia en el tiempo y la asignación presupuestaria para su efectivo 

funcionamiento; ii) debe en un plazo razonable, iniciar, impulsar, reabrir, dirigir, 

continuar y concluir, según corresponda, con la mayor diligencia, las investigaciones 

de todos los hechos que originaron las violaciones declaradas en la sentencia, con el 

propósito de identificar, juzgar y, en su caso, sancionar a los responsables; iii) debe 

asegurar que la Ley de Amnistía General para la Consolidación de la Paz no vuelva a 

representar un obstáculo para la investigación de los hechos materia del presente 

caso ni para la identificación, juzgamiento y eventual sanción de los responsables de 

los mismos y de otras graves violaciones de derechos humanos similares 

acontecidas durante el conflicto armado en El Salvador; iv) debe, en un plazo 

razonable, investigar, por intermedio de las instituciones públicas competentes, la 

conducta de los funcionarios que obstaculizaron la investigación y permitieron que 

permaneciera en impunidad y, luego de un debido proceso, aplicar, si es el caso, las 

sanciones administrativas, disciplinarias o penales correspondientes a quienes 

fueran encontrados responsables; v) debe llevar a cabo un levantamiento de la 

información disponible sobre posibles sitios de inhumación o entierro a los cuales 

se deberá proteger para su preservación, a fin de que se inicien de manera 

sistemática y rigurosa, con los recursos humanos y económicos adecuados, las 

exhumaciones, identificación y, en su caso, entrega de los restos de las personas 

ejecutadas a sus familiares; vi) debe implementar un programa de desarrollo a favor 

de las comunidades del caserío El Mozote, del cantón La Joya, de los caseríos 

Ranchería, Los Toriles y Jocote Amarillo, y del cantón Cerro Pando; vii) debe 

garantizar las condiciones adecuadas a fin de que las víctimas desplazadas puedan 

retornar a sus comunidades de origen de manera permanente, si así lo desean, así 
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como implementar un programa habitacional en las zonas afectadas por las 

masacres del presente caso; viii) debe implementar un programa de atención y 

tratamiento integral de la salud física, psíquica y psicosocial con carácter 

permanente; ix) debe realizar las publicaciones indicadas de la sentencia; x) debe 

realizar un audiovisual documental sobre los graves hechos cometidos en las 

masacres de El Mozote y lugares aledaños; xi) debe implementar un programa o 

curso permanente y obligatorio sobre derechos humanos, incluyendo la perspectiva 

de género y niñez, dirigido a todos los niveles jerárquicos de la Fuerza Armada de la 

República de El Salvador y; xii) debe pagar las cantidades fijadas en la sentencia en 

concepto de indemnizaciones por daños materiales e inmateriales, y por el reintegro 

de costas y gastos. 

 

Caso “Defensor de Derechos Humanos y otros Vs. Guatemala”65  

 

Derecho de circulación y residencia – Desplazamientos internos e 

internacionales – Deber de los Estados de adoptar medidas para evitar 

desplazamientos forzados – Deber del Estado de garantizar condiciones para el 

retorno seguro de las personas desplazadas forzadamente 

 

 El 28 de agosto de 2014 la Corte IDH dictó la sentencia del caso “Defensor de 

Derechos Humanos” por medio de la cual determinó la responsabilidad 

internacional de Guatemala por la violación del derecho a la integridad personal 

(artículo 5.1 CADH), de circulación y residencia (artículo 22 CADH), los derechos 

políticos (artículo 23.1 CADH) y las garantías judiciales y a la protección judicial 

(artículos 8 y 25 CADH) en virtud del recurrente hostigamiento y las amenazas 

sufridas por la familia “A” debido a su actividad en la defensa de los derechos 

humanos, lo que tuvo como consecuencia su desplazamiento en el interior del país 

como al extranjero.  

 
65 Corte IDH. Caso Defensor de Derechos Humanos y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de agosto de 2014. Serie C No. 283. 
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 Los hechos de este caso se ubican en el contexto del conflicto armado interno 

que hubo en Guatemala entre los años 1962 y 1996. Luego de la firma de los 

Acuerdos de Paz suscriptos con el propósito de finalizar dicho conflicto, los y las 

defensoras de derechos humanos continuaron enfrentando en Guatemala un 

contexto de amenazas y ataques en contra de su vida e integridad personal, entre 

otros derechos. Ello creó una particular situación de vulnerabilidad de quienes 

buscaban la protección o promoción de los derechos económicos, culturales y 

sociales, así como la verdad y la justicia en relación con las violaciones a los derechos 

humanos cometidas durante dicho conflicto. Los principales autores de esas 

amenazas y ataques eran grupos clandestinos y las propias fuerzas de seguridad del 

Estado. En particular, el 20 de febrero de 2004 la señora B.A., defensora de los 

derechos humanos, compareció al Centro de Mediación del Organismo Judicial de 

Escuintla para denunciar que fue víctima de amenazas recibidas por parte de otra 

persona. El 20 de diciembre de 2004 el cadáver de su padre y defensor de derechos 

humanos A.A. fue encontrado en la calle con tres impactos de proyectil de arma de 

fuego. Ante ello, se puso en conocimiento de la Procuraduría de Derechos Humanos 

y del entonces Alcalde Municipal de Santa Lucía Cotzumalguapa la existencia de 

actos intimidatorios en contra de B.A. y su familia por grupos de personas 

desconocidas que estaban fuertemente armadas y que se presentaban en horas de 

la noche disparando en las cercanías de la casa de la familia. Asimismo, el 21 de 

enero de 2005 la Sra. B.A. presentó una denuncia ante el Ministerio Público en la que 

informó que había sido víctima de un supuesto atentado ocurrido el 14 de enero de 

2005 mientras se dirigía en vehículo hacia Escuintla. Sin embargo, el caso de B.A. fue 

desestimado el 28 de febrero del 2008 por el Juzgado de Primera Instancia de Santa 

Lucia Cotzumalguapa. Por su parte, como consecuencia de estos hechos, los 

miembros de la familia A se desplazaron dentro de Guatemala o bien hacia México.  

 En cuanto al derecho de circulación y residencia, la Corte IDH recordó en 

primer lugar su doctrina66. A continuación, determinó que con la prueba obrante en 

 
66 Al respecto, se indicó lo siguiente: “165. La Corte ha señalado que la libertad de circulación es una 
condición indispensable para el libre desarrollo de la persona. Asimismo, la Corte ha coincidido con lo 
indicado por el Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas en su Observación General No. 27, 
la cual establece que el derecho de circulación y de residencia consiste, inter alia, en lo siguiente: a) el 
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la causa se encontraba acreditado que, como consecuencia de la situación de riesgo 

especial que soportaban las víctimas, la falta de medidas de protección por parte del 

Estado y el temor que sentían -una vez concluidos los rezos que se llevaron a cabo 

durante los nueve días posteriores a la muerte de A.A.- el 31 de diciembre de 2004 

B.A. y su hermana E.A. salieron de la Aldea Cruce de la Esperanza y del Municipio de 

Santa Lucía Cotzumalguapa, huyendo a Escuintla. Una vez en fuera de Santa Lucía, 

algunos integrantes de la familia buscaron refugio en México, mientras que otros se 

instalaron en otra parte del país.  

 A partir de ello, la Corte IDH consideró que en el caso se encontraba probado 

que, tras la muerte del señor A.A., el Estado no había proporcionado medidas de 

protección adecuadas para garantizar que los miembros de la familia A 

mencionados no se vieran obligados a desplazarse dentro de Guatemala o hacia 

México. En cuanto a las medidas de seguridad y protección estatal que fueron 

ofrecidas, la Corte IDH refirió que, en primer lugar, el ofrecimiento concreto fue 

realizado en el año de 2008, es decir, al menos tres años después de que la familia A 

se vio obligada a desplazarse. Por tanto, durante dicho período, el Estado había 

incumplido su deber de proveer las condiciones necesarias para facilitar a dichas 

personas un retorno voluntario a sus lugares de residencia. En segundo lugar, si bien 

en el año 2008 el Estado ofreció, al menos, la “asignación de protección personal, de 

puesto fijo y vigilancia perimetral”, la Corte IDH notó que no existía prueba alguna 

 
derecho de quienes se encuentren legalmente dentro de un Estado a circular libremente en ese Estado 
y escoger su lugar de residencia, y b) el derecho de una persona a ingresar a su país y permanecer en él. 
El disfrute de este derecho no depende de ningún objetivo o motivo en particular de la persona que desea 
circular o permanecer en un lugar. Asimismo, protege el derecho a no ser desplazado forzadamente 
dentro de un Estado Parte y a no tener que salir forzadamente fuera del territorio del Estado en el cual  
se halle legalmente; 166. La Corte ha señalado que el derecho de circulación y de residencia puede ser 
vulnerado de manera formal o por restricciones de facto si el Estado no ha establecido las condiciones 
ni provisto los medios que permiten ejercerlo. Un ejemplo de lo anterior ocurre cuando una persona es 
víctima de amenazas u hostigamientos y el Estado no provee las garantías necesarias para que pueda 
transitar y residir libremente en el territorio de que se trate, incluso cuando las amenazas y 
hostigamientos provienen de actores no estatales. Asimismo, la Corte ha indicado que la falta de una 
investigación efectiva de hechos violentos puede propiciar o perpetuar un exilio o desplazamiento 
forzado; 167. Por otra parte, en coincidencia con la comunidad internacional, la Corte ha reafirmado 
que la obligación de garantía para el Estado de origen de proteger los derechos de las personas 
desplazadas conlleva no sólo el deber de adoptar medidas de prevención sino también proveer las 
condiciones necesarias para facilitar un retorno voluntario, digno y seguro a su lugar de residencia 
habitual o a su reasentamiento voluntario en otra parte del país. Para ello, se debe garantizar su 
participación plena en la planificación y gestión de su regreso o reintegración”.  
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sobre la manera en que dichas medidas serían implementadas en cuanto a las 

circunstancias de tiempo, modo y lugar, así como su duración. En consecuencia, 

sostuvo que no era posible determinar si dichas medidas tendrían la finalidad de 

permitir un retorno voluntario, digno y seguro al lugar de residencia habitual, o bien, 

la de garantizar protección en el lugar en que habían permanecido fuera de la Aldea 

Cruce de la Esperanza, ni la manera en que se garantizaría la participación plena de 

las víctimas en la planificación y gestión de su regreso o reintegración. Destacó que 

tampoco surgía de la prueba del caso si dichas medidas se implementarían a favor 

únicamente de B.A., o bien, incluirían a su madre, hijos, a su hermana y a los hijos de 

ésta. De este modo, la Corte IDH refirió que la falta de prueba que controvierta la 

inefectividad de las alegadas medidas de seguridad y protección estatal que fueron 

ofrecidas, sumado a la declaración de B.A. y la ausencia de información por parte del 

Estado, “permiten a la Corte concluir que el Estado no adoptó medidas suficientes y 

efectivas para garantizar a los integrantes de la familia A desplazados forzadamente, 

un retorno digno y seguro a sus lugares de residencia habitual o un reasentamiento 

voluntario en otra parte del país, asegurando su participación plena en la 

planificación y gestión de un proceso de regreso o reintegración”67. 

 En definitiva, la Corte IDH resolvió el Estado de Guatemala había violado el 

artículo 22.1 de la CADH, en relación con el artículo 1.1 de la CADH en perjuicio de 

B.A., su madre, sus hijos, su hermana y los hijos de ésta.  

 Finalmente, la Corte determinó que la sentencia constituye per se una forma 

de reparación y dispuso que el Estado de Guatemala debía: i) llevar a cabo con la 

debida diligencia y en un plazo razonable, las investigaciones y procesos penales 

correspondientes de conformidad con las disposiciones de su derecho interno, con 

el fin de individualizar, identificar y, en su caso, sancionar a los responsables 

materiales e intelectuales de los hechos relacionados con la muerte del señor A.A. y 

las amenazas sufridas por sus familiares, así como establecer la verdad sobre los 

mismos, considerando los criterios señalados sobre investigaciones en este tipo de 

casos; ii) examinar las eventuales irregularidades procesales e investigativas 

 
67 Corte IDH. Caso Defensor de Derechos Humanos y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de agosto de 2014. Serie C No. 283, párrafo 177.  
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relacionadas con el presente caso, y en su caso, sancione la conducta de los 

servidores públicos correspondientes, sin que sea necesario que las víctimas del 

caso interpongan denuncias a tales efectos; iii)  garantizar las condiciones de 

seguridad adecuadas para que B.A., sus hijos, su hermana y los hijos de ésta, puedan 

retornar a sus lugares de residencia, de ser el caso y si así lo desean, sin que ello 

represente un gasto adicional para los beneficiarios de la presente medida. Dichas 

personas cuentan con un plazo de un año, contado a partir de la notificación de la 

sentencia, para dar a conocer al Estado de su intención de retornar, de ser el caso; 

iv) brindar gratuitamente, a través de sus instituciones de salud especializadas y de 

forma inmediata, adecuada y efectiva, el tratamiento psicológico y psiquiátrico que 

requieran las víctimas, previo consentimiento informado y por el tiempo que sea 

necesario, incluida la provisión gratuita de medicamentos; v) publicar la sentencia; 

vi) implementar, en un plazo razonable, una política pública para la protección de 

las defensoras y los defensores de derechos humanos, tomando en cuenta los 

requisitos determinados en la sentencia y; vii) abonar una indemnización por 

concepto de daño material, otra a raíz de la impunidad en la que se encuentra la 

muerte del señor A.A. y de su desplazamiento y el reintegro de costas.  

 

Caso “Carvajal Carvajal y otros Vs. Colombia”68  

 

Derecho de circulación y residencia – Desplazamientos internacionales – Deber 

de los Estados de garantizar condiciones para el retorno seguro de las personas 

desplazadas forzadamente 

 

 El 13 de marzo de 2018 la Corte IDH dictó la sentencia del caso “Carvajal 

Carvajal” por medio de la cual declaró la responsabilidad internacional del Estado 

de Colombia por la violación de las garantías judiciales (artículo 8.1 CADH), del 

derecho a la vida (artículo 4.1 CADH), a libertad de expresión (artículo 13.1 CADH), 

a la integridad personal (artículo 5.1 CADH), de circulación y residencia (artículo 22 

 
68 Corte IDH. Caso Carvajal Carvajal y otros Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
13 de marzo de 2018. Serie C No. 352. 
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CADH) y del derecho a la protección de la familia y los derechos del niño (artículo 

17 y 19 CADH), todos ellos, en perjuicio, según el caso, del Sr. Nelson Carvajal 

Carvajal y su familia.   

 En cuanto a los hechos del caso, cabe señalar que el Sr. Nelson Carvajal 

Carvajal fue asesinado en Pitalito, departamento del Huila, el 16 de abril de 1998, 

cuando salía del Centro Educativo Los Pinos y un hombre le disparó con un arma de 

fuego siete veces. El Sr. Nelson Carvajal Carvajal era periodista, director de 

diferentes programas radiales, docente y director del Centro Educativo Los Pinos. 

En el marco de su profesión como periodista, informaba y denunciaba asuntos de 

interés local, en especial irregularidades en la administración de fondos públicos, 

hechos de corrupción y de lavado de dinero proveniente del narcotráfico de la zona 

y en el departamento del Huila en General. A su vez, su muerte se inscribe dentro de 

un contexto generalizado de impunidad por los homicidios de periodistas ocurrido 

en aquella época en Colombia. Algunos de sus familiares de Nelson Carvajal y 

participantes del proceso judicial en el que se investigó su muerte fueron víctimas 

de amenazas, hostigamientos e intentos de intimidación durante el desarrollo de 

dichas actuaciones judiciales. Como consecuencia de ello, nueve familiares del Sr. 

Nelson Carvajal Carvajal tuvieron que salir de Colombia por razones de seguridad, 

debido a la situación de riesgo que vivían y al temor que sentían. Pese a dichos 

procesos judiciales, a más veinte años de los hechos, no se había llegado a una 

determinación judicial de lo ocurrido.  

 Al analizar la alegada restricción del derecho de circulación y de residencia, 

la Corte IDH recordó en primer lugar su estándar en la materia69. En el caso, examinó 

 
69 Al respecto, se indicó lo siguiente: “189. Con respecto a ese derecho, la Corte ha señalado que “el 
derecho de circulación y de residencia, protegido en el artículo 22.1 de la Convención Americana, es una 
condición indispensable para el libre desarrollo de la persona, y contempla, inter alia, el derecho de quienes 
se encuentren legalmente dentro de un Estado a circular libremente en él así como escoger su lugar de 
residencia. Este derecho puede ser vulnerado de manera formal o por restricciones de facto cuando el 
Estado no ha establecido las condiciones, ni provisto los medios que permiten ejercerlo. Dichas 
afectaciones de facto pueden ocurrir cuando una persona es víctima de amenazas u hostigamientos y el 
Estado no provee las garantías necesarias para que pueda transitar y residir libremente en el territorio de 
que se trate. Asimismo, la Corte ha indicado que la falta de una investigación efectiva de hechos violentos 
puede propiciar o perpetuar un exilio o desplazamiento forzado; 190. Por otra parte, la Corte ha 
reafirmado que la obligación de garantía para el Estado de origen de proteger los derechos de las personas 
desplazadas conlleva no sólo el deber de adoptar medidas de prevención sino también proveer las 
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de forma conjunta el impacto de la violación de los desplazamientos forzosos en los 

derechos de las niñas y niños, así como la protección de la familia. Partiendo de la 

base de que ya había determinado que existía una responsabilidad del Estado por 

una falta al deber de investigar de varias de las amenazas y hostigamientos en contra 

de algunos de los familiares del Sr. Nelson Carvajal Carvajal que estaban vinculadas 

con su homicidio, tuvo por acreditado que, a raíz de dichas amenazas, nueve de sus 

familiares –entre ellos, cuatro niñas y niños– habían tenido que emigrar fuera del 

territorio colombiano y recomenzar una vida nueva. A partir de ello, consideró que 

en el caso se configuraron restricciones de facto al derecho de circulación y de 

residencia de esos nueve de los familiares debido a que –para varios de ellos– las 

omisiones del Estado de garantizar el derecho a su integridad personal a través de 

la investigación de las amenazas habían generado gran inseguridad y un temor 

fundado de que su vida e integridad personal estaban en riesgo de ser vulnerados si 

permanecían en Colombia. Todo ello, dijo la Corte, provocó su salida del país. Añadió 

además que, si bien el Estado sostuvo que había ofrecido a dichos familiares ciertas 

medidas de seguridad frente a las amenazas recibidas antes de su salida del país, no 

estaba probado si con posterioridad a su migración el Estado había tomado medidas 

concretas para permitir un retorno voluntario, digno y seguro a su lugar de 

residencia habitual.  

 En atención a lo expuesto, y toda vez que algunos de los familiares del Sr. 

Nelson Carvajal Carvajal se vieron forzados a salir de su lugar de residencia habitual 

y desplazarse por la situación de riesgo que soportaban y el temor que sentían, 

sumado a que el Estado había incumplido su obligación de investigar las amenazas 

de las cuales fueron objeto varios de ellos, así como de proveer las condiciones 

necesarias para facilitar un retorno voluntario, digno y seguro a sus lugares de 

residencia habitual o un reasentamiento voluntario en otra parte del país, la Corte 

IDH declaró que el Estado de Colombia había violado el artículo 22.1 de la CADH, en 

relación con el artículo 1.1 de la CADH, en perjuicio de los familiares del Sr. Nelson 

 
condiciones necesarias para facilitar un retorno voluntario, digno y seguro a su lugar de residencia habitual 
o a su reasentamiento voluntario en otra parte del país. Para ello, se debe garantizar su participación 
plena en la planificación y gestión de su regreso o reintegración”. 
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Carvajal Carvajal que tuvieron que migrar y refugiarse fuera del país. Además, toda 

vez que dentro de las víctimas del desplazamiento había algunos que eran niñas y 

niños al momento de esos hechos, la Corte IDH resolvió que esas violaciones debían 

ser consideradas en relación con el artículo 19 de la CADH. 

 Finalmente, la Corte IDH estableció que su sentencia constituía per se una 

forma de reparación y ordenó al Estado de Colombia a: i) continuar con las 

investigaciones y procesos judiciales en curso que correspondan a efectos de 

determinar los hechos y las responsabilidades correspondientes; ii) brindar el 

tratamiento psicológico o psiquiátrico a las víctimas que así lo soliciten; iii) publicar 

la sentencia; iv) realizar un acto público de reconocimiento de responsabilidad 

internacional en relación con los hechos del caso; v) garantizar las condiciones de 

seguridad adecuadas para que los familiares del Sr. Nelson Carvajal Carvajal, puedan 

retornar a su país de origen, de ser el caso y si así lo desean, sin que ello represente 

un gasto adicional para los beneficiarios de esta medida; y vi) pagar las cantidades 

fijadas en la sentencia por concepto de daño material e inmaterial y por reintegro 

de costas y gastos, así como por concepto de indemnizaciones para los tratamientos 

psicológico o psiquiátrico de los familiares del Sr. Nelson Carvajal Carvajal que se 

encuentran viviendo fuera de Colombia y que así lo soliciten. 

 

Caso “Integrantes y Militantes de la Unión Patriótica Vs. Colombia”70 

 

Derecho de circulación y residencia – Desplazamientos forzados internos e 

internacionales 

 

 El 27 de julio de 2022 la Corte IDH dictó la presente sentencia mediante la 

cual declaró la responsabilidad internacional del Estado de Colombia por las 

violaciones de diversos derechos humanos cometidas en perjuicio de más de seis 

mil víctimas integrantes y militantes del partido político Unión Patriótica (en 

adelante, “UP”) a partir de 1984 y por más de veinte años. En particular, la Corte IDH 

 
70 Caso Integrantes y Militantes de la Unión Patriótica Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de julio de 2022. Serie C No. 455 



MARÍA FLORENCIA AMOROS– CASANDRA BONILLA – DANIEL JOSUÉ COMPARADA – JONATHAN GABRIEL FERRARI – 

VICTORIA ISABEL LÓPEZ – CAMILA SCAGNETTI – SOFÍA VINIEGRA MANFREDINI – ANABEL SOLEDAD PAPA 
 

 
 

INTEGRACIÓN REGIONAL & DERECHOS HUMANOS, AÑO XIII, NÚMERO 2, 2025, PP. 192-280 
 

 

 

[257] 

resolvió que el Estado de Colombia era responsable de la violación, entre otros, de 

los derechos a la libertad de expresión (artículo 13 CADH), a la libertad de asociación 

(artículo 16 CADH), a los derechos políticos (artículo 23 CADH), a la vida (artículo 4 

CADH), al reconocimiento a la personalidad jurídica (artículo 3 CADH), a la 

integridad personal (artículo 5 CADH), a los derechos de las niñas y niños (artículo 

19 CADH), a la libertad personal (artículo 7 CADH), a la honra (artículo 11 CADH), al 

derecho de circulación y residencia (artículo 22 CADH), a las garantías judiciales y a 

la protección judicial (artículo 8 y 25 CADH) respecto de seis mil víctimas 

integrantes y militantes del partido UP.  

 En cuanto a los hechos del caso, cabe señalar que la UP se constituyó como 

organización política el 28 de mayo de 1985, como resultado de un proceso de Paz 

entre el Secretariado Nacional de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia 

y el gobierno nacional. Debido a su rápido ascenso en la política nacional y en 

algunas regiones de tradicional presencia guerrillera, se formó una alianza entre 

grupos paramilitares, con sectores de la política tradicional, de la fuerza pública y 

de los grupos empresariales para contrarrestar dicho ascenso de UP en el ámbito 

político. Desde entonces, comenzaron los actos de violencia contra sus integrantes, 

simpatizantes y militantes que constituyó una situación de violencia sistemática que 

perduró por más de dos décadas y se extendió en la casi totalidad del territorio 

colombiano. Esos actos de violencia se manifestaron a través de desapariciones 

forzadas, masacres, ejecuciones extrajudiciales y asesinatos, amenazas, atentados, 

actos de estigmatización, judicializaciones indebidas, torturas, desplazamientos 

forzados, entre otros. Esos actos fueron calificados por la Corte IDH como una forma 

de exterminio sistemático contra el partido político UP, sus miembros y militantes, 

y contaron con la participación de agentes estatales, así como con la tolerancia y 

aquiescencia de las autoridades. 

 En cuanto a las investigaciones y procedimientos judiciales por dichos 

hechos de violencia contra integrantes, militantes y simpatizantes de la UP, la Corte 

IDH indicó que, si bien se emitieron más de 265 sentencias de condena, la mayor 

parte de ellos no habían sido investigados o se encontraban en las etapas más 

tempranas de los procesos o de las investigaciones. A su vez, esas investigaciones no 
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habían sido efectivas y se caracterizan por altos índices de impunidad que operaron 

como formas de tolerancia por parte de las autoridades frente a los hechos del caso. 

Por otra parte, en virtud de estos atentados contra la vida, desapariciones y 

amenazas, muchos miembros de la UP fueron forzadas a desplazarse. 

 En cuanto al fondo del asunto, corresponde recordar que el Estado de 

Colombia reconoció su responsabilidad internacional con respecto, entre otros, la 

violación a los derechos a la vida, a la integridad personal, a la protección a la familia, 

al proyecto de vida y a la circulación (artículos 4, 5, 17 y 22 CADH), en relación con 

su deber de prevención, en perjudico de diecinueve personas que fueron forzadas a 

desplazarse. 

 Al respecto de dichos desplazamientos, luego de recordar su estándar en 

materia de derecho de circulación y residencia71 la Corte IDH señaló que, para 

establecer la responsabilidad estatal con respecto a la violación de dicho derecho, 

 
71 Al respecto, se indicó lo siguiente: “381. Esta Corte ha señalado que el derecho de circulación y de 
residencia, establecido en el artículo 22.1 de la Convención, es una condición indispensable para el libre 
desarrollo de la persona. Dicho artículo contempla, inter alia, lo siguiente: a) el derecho de quienes se 
encuentren legalmente dentro de un Estado a circular libremente en él y escoger su lugar de residencia, 
y b) el derecho de éstos de ingresar, permanecer y salir del territorio del Estado sin interferencia ilegal. 
Así, el disfrute de este derecho no depende de ningún objetivo o motivo en particular de la persona que 
desea circular o permanecer en un lugar; 382. En esa línea, el derecho a la libertad de circulación y 
residencia incluye ‘el derecho a no ser desplazado forzadamente dentro de un Estado Parte en la misma’. 
Conforme a sus obligaciones de respeto y garantía, los Estados se encuentran obligados a abstenerse de 
acciones y omisiones que puedan ser generadoras de situaciones de desplazamiento forzado; así como 
a adoptar todas las medidas positivas para revertir y responder adecuadamente situaciones de 
desplazamiento forzado que hayan sido causadas tanto por acciones estatales como por parte de 
actores no estatales; 383. Asimismo, la Corte ha señalado que el derecho de circulación y de residencia 
puede ser vulnerado por restricciones de facto si el Estado no ha establecido las condiciones ni provisto 
los medios que permiten ejercerlo. Por otra parte, el derecho de circulación y de residencia puede 
resultar afectado cuando una persona es víctima de amenazas u hostigamientos y el Estado no provee 
las garantías necesarias para que pueda transitar y residir libremente en el territorio de que se trate, 
incluso cuando las amenazas y hostigamientos provienen de actores no estatales; 384. Los Principios 
Rectores de los Desplazamientos Internos a fin de definir el contenido y el alcance del artículo 22 en el 
contexto del desplazamiento interno colombiano definen los desplazados internos como todas las 
personas o grupo de personas que se han visto forzadas u obligadas a escapar de su lugar de residencia 
habitual, como resultado o para evitar los efectos de un conflicto armado, de situaciones de violencia 
generalizada, de violaciones de los derechos humanos o de catástrofes naturales o provocadas por el ser 
humano, y que no han cruzado una frontera estatal internacionalmente reconocida. El derecho 
colombiano ha establecido una definición similar a la de los principios rectores; 385. Finalmente, la 
Corte ha indicado que la falta de una investigación efectiva de hechos violentos puede propiciar o 
perpetuar un exilio o desplazamiento forzado. Además, cabe recordar, tal como lo hace el Estado en su 
escrito de Contestación, que el Tribunal puede presumir como ciertos los hechos frente a los cuales el 
Estado no se haya pronunciado, siempre que se deriven razonablemente del conjunto de pruebas del 
caso”. 
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tomó en cuenta “la información proporcionada por los representantes sobre los 

autores presuntos de los hechos y su eventual conexión con la fuerza pública, y la 

prueba presentada por los mismos, así como la falta de controversia por parte del 

Estado”. De este modo, determinó que, a su entender, existían suficientes indicios 

que se suman a un contexto general en que ocurrieron los hechos del caso para 

concluir que el Estado era también responsable por una vulneración al derecho de 

circulación y residencia (artículo 22 CADH), en relación con su obligación de respeto 

contenida en el artículo 1.1 del mismo instrumento, en perjuicio de las personas que 

sufrieron un desplazamiento forzado.  

 De esta forma, la Corte IDH resolvió que la sentencia constituía per se una 

forma de reparación y dispuso que el Estado de Colombia debía: i) establecer y 

poner en funcionamiento la “Comisión para la constatación de la identidad y 

parentesco de las víctimas listadas en los Anexos I, II y III” de la sentencia; ii) iniciar, 

impulsar, reabrir, dirigir y continuar, en un plazo no mayor de dos años, y concluir, 

en un plazo razonable y con la mayor diligencia, las investigaciones amplias y 

sistemáticas, con el fin de establecer la verdad de los hechos relativos a graves 

violaciones a los derechos humanos del presente caso y determinará las 

responsabilidades penales que pudieran existir, y remover todos los obstáculos de 

facto y de jure que mantienen en la impunidad los hechos relacionados con este caso; 

iii) efectuar una búsqueda rigurosa en la cual realice todos los esfuerzos para 

determinar, a la mayor brevedad posible, el paradero de las víctimas desaparecidas 

cuyo destino aún se desconoce; iv) brindar el tratamiento médico, psicológico, 

psiquiátrico o psicosocial a las víctimas que así lo soliciten; v) publicar y difundir la 

sentencia y su resumen oficial; v) realizar un acto público de reconocimiento de 

responsabilidad internacional; vi) establecer un día nacional en conmemoración de 

las víctimas de la UP y efectuar actividades para su difusión, entre ellas en escuelas 

y colegios públicos; vii) construir un monumento en memoria de las víctimas y de 

los hechos cometidos en contra de los integrantes, militantes y simpatizantes de la 

UP; viii) colocar placas en al menos cinco lugares o espacios públicos para 

conmemorar a las víctimas del presente caso; ix) elaborar y difundir un documental 

audiovisual sobre la violencia y estigmatización contra la UP; x) realizar una 
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campaña nacional en medios públicos con la finalidad de sensibilizar a la sociedad 

colombiana respecto a la violencia, persecución y estigmatización a la que se vieron 

sometidos los dirigentes, militantes, integrantes y familiares de los miembros de la 

UP; xi) realizar foros académicos en al menos cinco universidades públicas en 

distintos lugares del país sobre temas relacionados con el presente caso; xii) rendir 

a la Corte IDH un informe en el cual acuerde con autoridades de la Unión Patriótica 

cuáles son los aspectos por mejorar o fortalecer en los mecanismos de protección 

existentes y cómo se implementarán, con el fin de garantizar adecuadamente la 

seguridad protección de dirigentes, miembros y militantes de la UP y xiii) pagar las 

cantidades fijadas en la sentencia, por concepto de indemnizaciones por daños 

materiales e inmateriales, las fijadas con el fin de contribuir a la restitución de las 

víctimas de desplazamiento forzado, por concepto de los gastos por tratamiento 

médico, psicológico o psiquiátrico y el reintegro de costas y gastos. 

 

DERECHO DE CIRCULACIÓN Y RESIDENCIA, DESPLAZAMIENTOS FORZADOS Y FALTA DE 

DEMARCACIÓN Y DELIMITACIÓN DE LA PROPIEDAD COLECTIVA DE PUEBLOS INDÍGENAS   

 

Caso “Comunidades Quilombolas de Alcântara Vs. Brasil”72  

 

Derecho de circulación y residencia – Desplazamientos forzados – Deber de los 

Estados de garantizar condiciones para el retorno seguro de las personas 

desplazadas forzadamente – Falta de demarcación y delimitación de la 

propiedad colectiva  

 

 El 21 de noviembre de 2024 la Corte IDH emitió la sentencia del presente 

caso en el que analizó la violación del derecho de circulación y residencia (artículo 

22 CADH) en relación con, entre otros, el derecho a la propiedad colectiva (artículo 

21 CADH), por la omisión del Estado de delimitar y demarcar de forma efectiva su 

territorio. En el presente caso, el Estado de Brasil había reconocido su 

 
72 Corte IDH. Caso Comunidades Quilombolas de Alcântara Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2024. Serie C No. 548. 
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responsabilidad internacional por la violación, entre otros, de la propiedad por la 

falta de demarcación y titulación del territorio de las Comunidades Quilombolas de 

Alcântara. En dicha sentencia la Corte IDH determinó que el Estado de Brasil era 

responsable por la violación, entre otros, del derecho a la propiedad colectiva 

(artículo 21 CADH) y de circulación y residencia (artículo 22 CADH), por haber 

incumplido su obligación de realizar una consulta previa, libre e informada a dichas 

Comunidades sobre las medidas susceptibles de afectarlas, en violación de los 

artículos 13, 23 y 26 de la CADH, por la violación del derecho a la vida (artículo 4 

CADH), a la integridad personal (artículo 5 CADH), a la libertar personal (artículo 7 

CADH), a las garantías judiciales (artículo 8 CADH), a la igualdad ante la ley (artículo 

24 CADH) y al acceso a la justicia (artículo 25 CADH), a la protección a la familia 

(artículo 17 CADH) y a la alimentación y vivienda adecuadas (artículo 26 CADH), 

todo ello, en perjuicio de los integrantes de las Comunidades Quilombolas.  

 En cuanto a los hechos del caso, cabe señalar que el 12 de septiembre de 1980 

se declaró la utilidad pública de una superficie de 52.000 hectáreas en parte del 

territorio que estaba habitado por diversas Comunidades Quilombolas. Tras la 

expropiación por el Estado de Brasil de dicho territorio, se inició la creación del 

Centro de Lanzamiento de Alcântara (en adelante, CLA) con el objetivo es 

desarrollar un programa espacial nacional. En virtud de ello, los integrantes de estas 

Comunidades fueron reasentadas en otras zonas y se vieron expulsados de sus 

territorios tradicionales.  

 En este sentido, la Corte IDH señaló que la falta de una delimitación y 

demarcación efectiva por el Estado de los límites del territorio sobre los cuales 

existe un derecho de propiedad colectiva de un pueblo indígena o tribal, como 

ocurrió en este caso, puede crear un clima de incertidumbre permanente sobre la 

extensión geográfica de su derecho de propiedad colectiva y, consecuentemente, de 

hasta dónde pueden usar y gozar libremente de sus bienes. Ello así, pues la garantía 

adecuada de la propiedad comunitaria “no sólo implica su reocnocimiento, sino que 

comporta la observancia y respeto de la autonomía y autodeterminación de las 
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comunidades indígenas sobre sus tierras”73. En cuanto a dicha titularidad, la Corte 

indicó las comunidades indígenas deben ser tomadas como sujetos colectivos que, 

como tales, ejercen ciertos derechos, como la propiedad de la tierra, desde una 

dimensión colectiva, de modo que los Estados deben adaptar su derecho interno 

para reconocerles la personalidad jurídica de manera que puedan ejercer los 

derechos pertinentes de acuerdo con sus tradiciones y formas de organización. 

 A partir de ello, la Corte IDH consideró que en el presente caso se 

encontraban acreditados los daños y perjuicios causados a las Comunidades 

Quilombolas de Alcântara por las actividades aeroespaciales en el CLA ubicado en 

parte de su territorio, lo que implicó una serie de restricciones al derecho de 

circulación. Eso les impidió visitar sus cementerios y sitos de culto, acceder a 

cultivos agrícolas, a ríos y a costas marítimas esenciales para la pesca, sin haber sido 

compensados por el daño material y el lucro cesante derivado de la falta de acceso 

a su fuente principal de alimentación, ni el daño inmaterial por la falta de acceso a 

los sitios de culto.  

 En virtud de ello, la Corte IDH resolvió que en el caso el Estado de Brasil era 

responsable por la violación del derecho a la propiedad colectiva (artículo 21 CADH) 

y de circulación y residencia (artículo 22 CADH) en relación con su artículo 1.1 de la 

CADH, por: a) incumplir con su obligación de delimitar, demarcar, titular y sanear el 

territorio de las Comunidades Quilombolas de Alcântara; b) otorgar títulos 

individuales de propiedad en vez de reconocer la propiedad colectiva a favor de la 

comunidad; c) incumplir con su deber de garantizar el pleno uso y goce del territorio 

colectivo a las comunidades Quilombolas, incluyendo medidas compensatorias por 

el impacto de las restricciones sistemáticas en el uso de su territorio por la CLA y en 

su derecho de circulación para el ejercicio de sus cultos, su actividad económica y su 

alimentación.  

 Finalmente, la Corte IDH dispuso que la sentencia constituía per se una forma 

de reparación y condenó al Estado de Brasil a: i) adoptar o concluir las acciones 

pertinentes para garantizar el derecho de propiedad colectiva a todas las 

 
73 Corte IDH. Caso Comunidades Quilombolas de Alcântara Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2024. Serie C No. 548, párrafo 147.  
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Comunidades Quilombolas de Alcântara víctimas del presente caso. Para ello, 

deberá ofrecer a las comunidades un título colectivo que reconozca las 78.105 

hectáreas de su territorio y adoptar las medidas necesarias para delimitar, demarcar 

y sanear adecuadamente la propiedad; ii) mientras no concluya la titulación, 

demarcación y saneamiento del territorio de las Comunidades Quilombolas de 

Alcântara, el Estado se debe abstener de realizar actos que, ajenos al funcionamiento 

del CLA, pudieran dar lugar a que agentes del propio Estado o terceros, actuando 

con consentimiento o tolerancia del Estado, puedan afectar la existencia, valor, uso 

o goce del territorio aludido, en detrimento de lo pactado en el Acuerdo firmado por 

las partes; iii) instalar una mesa de diálogo permanente de común acuerdo con las 

Comunidades Quilombolas de Alcântara; iv) realizar consultas previas, libres e 

informadas a las Comunidades Quilombolas de Alcântara en caso de futuros 

acuerdos sobre el uso del CLA o de cualquier otra índole que impliquen potenciales 

afectaciones directas al territorio de dichas Comunidades; v) publicar la sentencia, 

vi) realizar un acto público de reconocimiento de responsabilidad internacional en 

relación con los hechos y las violaciones declaradas en el presente caso y; vi) pagar 

las cantidades fijadas en la sentencia por concepto de indemnización por daño 

material e inmaterial y por el reintegro de costas y gastos.  

 

OPINIONES CONSULTIVAS DE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 

 

Opinión Consultiva OC-21/2014 sobre los derechos y garantías de niñas y 

niños en el contexto de la migración y/o en necesidad de protección 

internacional74 

 

 El 19 de agosto de 2014 la Corte IDH emitió la Opinión Consultiva OC-

21/2014 que fue solicitada por las Repúblicas de Argentina, Brasil, Paraguay y 

Uruguay ante la necesidad de definir con precisión las obligaciones estatales 

respecto a los niños y niñas migrantes y/o en necesidad de protección internacional. 

 
74 Corte IDH. Derechos y garantías de niñas y niños en el contexto de la migración y/o en necesidad 
de protección internacional. Opinión Consultiva OC-21/14 de 19 de agosto de 2014. Serie A No. 21. 
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En particular, por medio de ella la Corte interpretó diversos artículos de la CADH 

(artículos 1, 2, 4, 5, 7, 8, 11, 17, 19, 22, 25 y 29), junto con la Declaración Americana 

de los Derechos y Deberes del Hombre y la Convención Interamericana para 

Prevenir y Sancionar la Tortura. Los motivos principales de su dictado radicaron en 

el déficit de legislación y políticas públicas en la región que no lograban articular 

debidamente los sistemas migratorios con la protección integral de la niñez. A ello 

se le sumaban diferentes preocupaciones que señaló la Corte, a saber: la 

vulnerabilidad extrema de las niñas y los niños migrantes quienes son sujetos de 

derechos con necesidades específicas de protección y cuidados especiales; el uso de 

la privación de su libertad como respuesta a infracciones administrativas 

migratorias; la falta de mecanismos adecuados para identificar a niñas y/o niños 

que requieren protección internacional (como refugiados o solicitantes de asilo) y 

el riesgo de que sean víctimas de trata infantil o explotación; el impacto del principio 

de no devolución (non-refoulement) y la necesidad de evitar la separación familiar 

cuando los progenitores enfrentan procesos de expulsión o deportación por su 

estatus migratorio.  

 Luego de un análisis exhaustivo de la cuestión, la Corte IDH emitió su opinión 

a fin de determinar con la mayor precisión posible y de conformidad con la 

normativa antes citada las obligaciones estatales respecto de niñas y niños 

asociadas a su condición migratoria o a la de sus padres. Dichas obligaciones deben 

ser consideradas por los Estados al diseñar, adoptar, implementar y aplicar sus 

políticas migratorias, incluyendo la adopción o aplicación de las correspondientes 

normas de derecho interno como la suscripción o aplicación de los pertinentes 

tratados y/u otros instrumentos internacionales. De este modo, al emitir esta OC la 

Corte IDH respondió lo siguiente: a) toda vez que es niña o niño toda persona menos 

de 18 años de edad, los Estados deben “priorizar el enfoque de los derechos humanos 

desde una perspectiva que tenga en cuenta en forma transversal los derechos de niñas 

y niños y, en particular, su protección y desarrollo integral, los cuales deben primar 

por sobre cualquier consideración de la nacionalidad o el estatus migratorio, a fin de 

asegurar la plena vigencia de sus derechos”; b) los Estados deben identificar a las 

niñas y niños extranjeros que requieren de protección internacional dentro de sus 
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jurisdicciones, a través de una evaluación inicial con garantías de seguridad y 

privacidad con el fin de proporcionarles el tratamiento adecuado e individualizado 

que sea necesario acorde a su condición de niña o niño; deben determinar si se trata 

de una niña o un niño no acompañado o separado, su nacionalidad o, en su caso, su 

condición de apátrida; obtener información sobre los motivos de su salida del país 

de origen, de su separación familiar en su caso, de sus vulnerabilidades y cualquier 

otro elemento que evidencie o niegue su necesidad de algún tipo de protección 

internacional; y deben adoptar, en caso de ser necesario y pertinente de acuerdo al 

interés superior de la niña o del niño, medidas de protección especial; c) a fin de 

asegurarles un acceso a la justicia en condiciones de igualdad, los Estados deben 

garantizar un efectivo debido proceso y velar por que el interés superior de la niña 

o del niño haya sido una consideración primordial en todas las decisiones que se 

adopten; y garantizar que los procesos administrativos o judiciales en los que se 

resuelva acerca de derechos de las niñas o niños migrantes estén adaptados a sus 

necesidades y sean accesibles para ellos; d) las garantías de debido proceso que, 

conforme al derecho internacional de los derechos humanos, deben regir en todo 

proceso migratorio, sea administrativo o judicial, que involucre a niñas o niños son: 

“el derecho a ser notificado de la existencia de un procedimiento y de la decisión que 

se adopte en el marco del proceso migratorio; el derecho a que los procesos 

migratorios sean llevados por un funcionario o juez especializado; el derecho a ser oído 

y a participar en las diferentes etapas procesales; el derecho a ser asistido 

gratuitamente por un traductor y/o intérprete; el acceso efectivo a la comunicación y 

asistencia consular; el derecho a ser asistido por un representante legal y a 

comunicarse libremente con dicho representante; el deber de designar a un tutor en 

caso de niñas o niños no acompañados o separados; el derecho a que la decisión que 

se adopte evalúe el interés superior de la niña o del niño y sea debidamente 

fundamentada; el derecho a recurrir la decisión ante un juez o tribunal superior con 

efectos suspensivos; y el plazo razonable de duración del proceso”; e) los Estados no 

pueden recurrir a la privación de libertad de niñas o niños para cautelar los fines de 

un proceso migratorio ni fundamentar tal medida en el incumplimiento de los 

requisitos para ingresar y permanecer en un país, en el hecho de que la niña o el 
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niño se encuentre solo o separado de su familia o en la finalidad de asegurar la 

unidad familiar; pueden y deben disponer de alternativas menos lesivas y proteger 

de forma prioritaria e integral los derechos de la niña o del niño; f) los Estados deben 

diseñar e incorporar en sus respectivos ordenamientos internos medidas no 

privativas de libertad a ser aplicadas mientras se desarrollan los procesos 

migratorios, que propendan de forma prioritaria a la protección integral de los 

derechos de la niña o del niño, con estricto respeto de sus derechos humanos y al 

principio de legalidad; y las decisiones que ordenen dichas medidas deben 

adoptarse por una autoridad administrativa o judicial competente en un 

procedimiento que respete determinadas garantías mínimas; g) los espacios de 

alojamiento deben respetar el principio de separación y el derecho a la unidad 

familiar. Si se trata de niñas o niños no acompañados o separados deben alojarse en 

sitios distintos al que corresponde a los adultos; si se trata de niñas o niños 

acompañados, deben alojarse con sus familiares, salvo que lo más conveniente sea 

la separación en aplicación del principio del interés superior de la niña o del niño y, 

además, asegurar condiciones materiales y un régimen adecuado para las niñas y 

los niños en un ambiente no privativo de libertad; h) en situaciones de restricción 

de libertad personal que pueden constituir o eventualmente derivar en una medida 

que materialmente se corresponda a una privación de libertad, los Estados deben 

respetar las garantías que se tornan operativas ante dichas situaciones; i) los 

Estados tienen la prohibición de devolver, expulsar, deportar, retornar, rechazar en 

frontera o no admitir, o de cualquier manera transferir o remover a una niña o niño 

a un Estado cuando su vida, seguridad y/o libertad estén en riesgo de violación a 

causa de persecución o amenaza de ésta, violencia generalizada o violaciones 

masivas a los derechos humanos, entre otros, y donde corra el riesgo de ser 

sometido a tortura u otros tratos crueles, inhumanos o degradantes, o a un tercer 

Estado desde el cual pueda ser enviado a uno en el cual pueda correr dichos riesgos; 

j) de acuerdo a lo establecido en la CDN y otras normas de protección de los derechos 

humanos, cualquier decisión sobre la devolución de una niña o niño al país de origen 

o a un tercer país seguro sólo puede basarse en los requerimientos de su interés 

superior, teniendo en cuenta que el riesgo de vulneración de sus derechos humanos 
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puede adquirir manifestaciones particulares y específicas en razón de la edad; k) los 

Estados deben establecer y seguir procedimientos justos y eficientes para poder 

identificar a los potenciales solicitantes de asilo y determinar la condición de 

refugiado a través de un análisis adecuado e individualizado de las peticiones con 

las correspondientes garantías; deben incorporar los componentes específicos 

desarrollados a la luz de la protección integral debida a todos las niñas y niños, en 

especial teniendo en consideración el interés superior de la niña o del niño y su 

participación; y l) cualquier órgano administrativo o judicial que deba decidir acerca 

de la separación familiar por expulsión motivada por la condición migratoria de uno 

o ambos progenitores, debe realizar un examen de ponderación que contemple las 

circunstancias particulares del caso concreto y garantice una decisión individual, 

priorizando el interés superior de la niña o del niño. En aquellos casos en que la niña 

o el niño tiene derecho a la nacionalidad del país del cual uno o ambos progenitores 

pueden ser expulsados, o bien cumple con las condiciones legales para residir 

permanentemente allí, los Estados no pueden expulsar a uno o ambos progenitores 

por infracciones migratorias de carácter administrativo, pues se sacrifica de forma 

irrazonable o desmedida el derecho a la vida familiar de la niña o del niño.  

 Por último, la Corte IDH aclaró que, en atención a tratarse de un tema 

complejo y cambiante, todas esas obligaciones deben ser entendidas como parte del 

desarrollo progresivo del derecho internacional de los derechos humanos.  

 En lo pertinente, cabe señalar que en la presente OC la Corte IDH estableció 

el contenido y alcance del principio de no devolución focalizado en las niñas y los 

niños, sea dicha devolución a su país de origen o un tercer país desde el cual puedan 

ser subsecuentemente devueltos. Al respecto, recordó que “el principio de no 

devolución o non-refoulement constituye la piedra angular de la protección 

internacional de las personas refugiadas y de las personas solicitantes de asilo”75. La 

Convención sobre el estatuto de los refugiados de 1951 fue el primer instrumento 

internacional que lo codificó en su artículo 33.1 como una medida efectiva para 

garantizar el ejercicio del derecho a buscar y recibir asilo y como un componente 

 
75 Corte IDH. Derechos y garantías de niñas y niños en el contexto de la migración y/o en necesidad 
de protección internacional. Opinión Consultiva OC-21/14 de 19 de agosto de 2014. Serie A No. 21, 
párrafo 209.  
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integral de la protección internacional garantizada a las personas solicitantes de 

asilo y refugiadas. Aclaró que, en virtud del carácter declarativo de la determinación 

de la condición de refugiado, la protección que brinda el principio de no devolución 

aplica a todos los refugiados, hayan o no sido reconocidos aún como tales por las 

autoridades. Es decir que incluye también a solicitantes de asilo cuya condición 

todavía no ha sido determinada y a los refugiados que no han sido aún reconocidos 

oficialmente como tales, a quienes quieran hacer valer su derecho a buscar y recibir 

asilo y se encuentren en la frontera o la crucen sin ser admitidos formal o legalmente 

en el territorio del país, lo que implica que esas personas no pueden ser rechazadas 

en la frontera o expulsadas sin un análisis adecuado e individualizado de sus 

peticiones. La Corte señaló también que el principio de no devolución constituye una 

norma consuetudinaria de derecho internacional y, por lo tanto, es vinculante para 

todos los Estados.  

 En cuanto a su marco regulatorio en el ámbito interamericano de este 

principio, además del artículo 33 de la Convención sobre el Estatuto de los 

Refugiados de 1951, se ve reforzado por el reconocimiento del derecho de toda 

persona a buscar y recibir asilo, originalmente en el artículo XXVII de la Declaración 

Americana y luego en el artículo 22.7 de la CADH. En particular, señaló la Corte que 

“como corolario de los deberes fundamentales de respeto y garantía del artículo 1.1 de 

la Convención, contraídos en relación con cada uno de los derechos protegidos y en 

este caso respecto al derecho de cada persona a solicitar y recibir asilo, se desprende 

el principio de no devolución, en virtud del cual los Estados se encuentran obligados a 

no devolver o expulsar a una persona –solicitante de asilo o refugiada– a un Estado 

donde exista la posibilidad de que su vida o libertad esté amenazada como 

consecuencia de persecución por determinados motivos o por la violencia 

generalizada, la agresión extranjera, los conflictos internos, la violación masiva de los 

derechos humanos u otras circunstancias que hayan perturbado gravemente el orden 

público, así como a un tercer Estado desde el cual pueda ulteriormente ser devuelto al 
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Estado donde sufre dicho riesgo, situación esta última que ha dado en llamarse 

‘devolución indirecta’”76. 

 En esta OC la Corte IDH además interpretó que el principio de no devolución 

previsto en el artículo 22.8 de la CADH es un derecho amplio en su sentido y alcance 

que excede la condición de refugiado y que “ofrece una protección complementaria 

para extranjeros que no son solicitantes de asilo o refugiados en casos en que su 

derecho a la vida o libertad se encuentre amenazado por los motivos enlistados”77. De 

este modo, añadió que el término extranjero del artículo 22.8 debe entenderse como 

“toda persona, que no sea nacional del Estado en cuestión o que no sea considerada 

como nacional suyo por el Estado conforme a su legislación”78. A su vez, refirió que en 

virtud de los deberes dispuestos en el artículo 1.1 de la CADH, este principio de no 

devolución “es exigible por cualquier persona extranjera sobre la que el Estado en 

cuestión esté ejerciendo autoridad o que se encuentre bajo su control efectivo, con 

independencia de que se encuentre en el territorio terrestre, fluvial, marítimo o aéreo 

del Estado”79. Más adelante, la Corte IDH determinó que la protección 

complementaria –esto es, la protección similar a la otorgada a solicitantes de asilo y 

refugiados que prevén algunos país, que impide colocar a una persona en una 

situación en la cual su vida, libertad, seguridad o integridad peligren– “configura un 

desarrollo normativo consecuente con el principio de no devolución, a través del cual 

los Estados velan por los derechos de las personas que no califican como refugiados o 

en otra calidad migratoria, pero no pueden ser devueltas”80. 

 
76 Corte IDH. Derechos y garantías de niñas y niños en el contexto de la migración y/o en necesidad 
de protección internacional. Opinión Consultiva OC-21/14 de 19 de agosto de 2014. Serie A No. 21, 
párrafo 212. 
77 Corte IDH. Derechos y garantías de niñas y niños en el contexto de la migración y/o en necesidad 
de protección internacional. Opinión Consultiva OC-21/14 de 19 de agosto de 2014. Serie A No. 21, 
párrafo 217. 
78 Corte IDH. Derechos y garantías de niñas y niños en el contexto de la migración y/o en necesidad 
de protección internacional. Opinión Consultiva OC-21/14 de 19 de agosto de 2014. Serie A No. 21, 
párrafo 218.  
79 Corte IDH. Derechos y garantías de niñas y niños en el contexto de la migración y/o en necesidad 
de protección internacional. Opinión Consultiva OC-21/14 de 19 de agosto de 2014. Serie A No. 21, 
párrafo 219.  
80 Corte IDH. Derechos y garantías de niñas y niños en el contexto de la migración y/o en necesidad 
de protección internacional. Opinión Consultiva OC-21/14 de 19 de agosto de 2014. Serie A No. 21, 
párrafo 240.  
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 Por otra parte, la Corte IDH analizó el vínculo existente entre el principio de 

no devolución y el derecho a la integridad personal (artículo 5 CADH). Al respecto, 

indicó que una de las obligaciones internacionales asociadas con la prohibición de 

la tortura se deriva del principio de no devolución o non-refoulement, de modo que 

“a partir del artículo 5 de la Convención Americana, leído en conjunto con las 

obligaciones erga omnes de respetar y hacer respetar las normas de protección de los 

derechos humanos, se desprende el deber del Estado de no deportar, devolver, expulsar, 

extraditar o remover de otro modo a una persona que esté sujeta a su jurisdicción a 

otro Estado, o a un tercer Estado que no sea seguro, cuando exista presunción fundada 

para creer que estaría en peligro de ser sometida a tortura, tratos crueles, inhumanos 

o degradantes”81. En este sentido, señaló la Corte IDH que en los casos en que la 

persona se encuentre frente a un riesgo de tortura, el principio de no devolución es 

absoluto y que la flagrante violación de las garantías mínimas del debido proceso en 

el marco de procedimientos administrativos y procesos relacionados con la 

situación migratoria, puede acarrear la violación del principio de no devolución.  

 En cuanto a la situación de las niñas y los niños, la Corte IDH, con cita al 

Comité de Derechos del Niño, refirió que “la obligación de no devolver no se limita al 

peligro real que pueda existir para la niña o el niño de daño irreparable a sus derechos 

contenidos en los artículos 6 y 37 de la Convención sobre los Derechos del Niño, sino 

que también aplica a otras violaciones de los derechos garantizados por dicho 

instrumento consideradas graves, como por ejemplo ‘la insuficiencia de servicios 

alimentarios o sanitarios’, ‘sean imputables a actores no estatales o de que las 

violaciones en cuestión sean directamente premeditadas o sean consecuencia 

indirecta de la acción o inacción’”. De este modo, el retorno de éstos al país de origen 

“sólo podrá contemplarse en principio si redunda en el interés superior” 

encontrándose prohibido cuando produce “un ‘riesgo razonable’ de traducirse en la 

violación de los derechos humanos fundamentales del (niño o niña) y, en particular, si 

 
81 Corte IDH. Derechos y garantías de niñas y niños en el contexto de la migración y/o en necesidad 
de protección internacional. Opinión Consultiva OC-21/14 de 19 de agosto de 2014. Serie A No. 21, 
párrafo 226.  
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es aplicable el principio de no devolución”82. Así, determinó que “la prohibición de 

devolver, expulsar, deportar, retornar, rechazar en frontera o no admitir, o de 

cualquier manera transferir o remover a una niña o niño a un Estado cuando su vida, 

seguridad y/o libertad estén en riesgo de violación a causa de persecución o amenaza 

de la misma, violencia generalizada o violaciones masivas a los derechos humanos, 

entre otros, así como donde corra el riesgo de ser sometido a tortura u otros tratos 

crueles, inhumanos o degradantes, o a un tercer Estado desde el cual pueda ser enviado 

a uno en el cual pueda correr dichos riesgos, encuentra en otras normas de derechos 

humanos una protección adicional que se extiende a otro tipo de graves violaciones a 

sus derechos humanos, entendidos y analizados con un enfoque de edad y de género, 

así como dentro de la lógica establecida por la propia Convención sobre los Derechos 

del Niño, que hace de la determinación del interés superior rodeada de las debidas 

garantías un aspecto central al adoptar cualquier decisión que concierne a la niña o 

al niño y, especialmente, si el principio de no devolución se ve involucrado”. 

 En definitiva, la Corte IDH concluyó que una interpretación de las 

disposiciones relativas al principio de no devolución, en virtud de la protección 

especial derivada de los artículos 19 de la CADH y VII de la Declaración Americana, 

y considerando el régimen establecido por la CDN, lleva a afirmar la vigencia del 

principio de no devolución en el caso de niñas y niños, de manera que cualquier 

decisión sobre su devolución al país de origen o a un tercer país seguro “sólo podrá 

basarse en los requerimientos de su interés superior, teniendo en cuenta que el riesgo 

de vulneración de sus derechos puede adquirir manifestaciones particulares y 

específicas en razón de la edad”83. 

 Por otro lado, la Corte IDH determinó las características que deben 

incorporar los procedimientos a emplearse cuando se identifica una potencial 

solicitud de asilo o de reconocimiento de la condición de refugiado de una niña o 

niño migrante, a la luz del artículo 22.7 de la CADH y del artículo XXVII de la 

 
82 Corte IDH. Derechos y garantías de niñas y niños en el contexto de la migración y/o en necesidad 
de protección internacional. Opinión Consultiva OC-21/14 de 19 de agosto de 2014. Serie A No. 21, 
párrafo 232. 
83 Corte IDH. Derechos y garantías de niñas y niños en el contexto de la migración y/o en necesidad 
de protección internacional. Opinión Consultiva OC-21/14 de 19 de agosto de 2014. Serie A No. 21, 
párrafo 242.  
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Declaración Americana. Sobre este tema, el Tribunal interamericano recordó que los 

tratados aplicables del derecho internacional de refugiados –y en particular la 

Convención de 1951 y su Protocolo de 1967– no contienen referencias explícitas 

sobre los procedimientos a seguir para la determinación de la condición de 

refugiado y las garantías procesales. Por dicha razón, corresponde a los propios 

estados determinar dichos procedimientos y las autoridades competentes para 

hacer efectivo ese derecho. Ahora bien, teniendo en consideración el interés 

superior del niño, para garantizar de forma efectiva el derecho comprendido en los 

artículos 22.7 de la CADH y XXVII de la Declaración Americana antes mencionados, 

los Estados deben adecuar los procedimientos de asilo o de determinación de la 

condición de refugiado para brindar a las niñas y a los niños el acceso efecto a éstos 

que permita considerar su situación efecto. Dicha obligación, señaló la Corte IDH, 

conlleva los siguientes deberes: a) no obstaculizar el ingreso al país; b) si se 

identifican riesgos y necesidades dar a la persona acceso a la entidad estatal 

encargada de otorgar el asilo o el reconocimiento de la condición de refugiado o a 

otros procedimientos que sean idóneos para la protección y atención específica 

según las circunstancias de cada caso; c) tramitar de forma prioritaria las solicitudes 

de asilo de niñas y niños como solicitante principal; d) contar con personal de 

recepción en la entidad que pueda examinar a la niña o niño para determinar su 

estado de salud; e) realizar un registro y entrevista procurando no causar mayor 

trauma o re-victimización; disponer de un lugar para la estadía de la persona 

solicitante, si no lo tiene ya; f) emitir un documento de identidad para evitar la 

devolución; g) estudiar el caso con consideración de flexibilidad en cuanto a la 

prueba; h) asignarle un tutor independiente y capacitado en caso de niñas o niños 

no acompañados o separados; i) en caso de reconocerse la condición de refugiado, 

proceder a trámites de reunificación familiar, si fuere necesario de conformidad con 

el interés superior y; j) buscar como solución duradera la repatriación voluntaria, el 

reasentamiento o la integración social, de acuerdo a la determinación del interés 

superior de la niña o del niño.  

 A su vez, la Corte IDH determinó los siguientes deberes estatales: a) el 

procedimiento que se siga respecto de esa niña o niño debe ser en un lenguaje y 
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modo que pueda comprender, debiendo incluir los servicios de un intérprete 

competente, el acceso a asesoría y representación legal gratuita y especializada y el 

nombramiento de un tutor que vele por el bienestar e interés superior de la niña o 

del niño; b) la autoridad competente debe realizar el examen de la solicitud con 

objetividad, lo que debe incluir ineludiblemente la realización de una entrevista 

personal para que el solicitante exponga su caso, de modo tal que se garantice su 

derecho a ser oído.  Dicha entrevista debe ser realizada en un lugar adecuado a las 

necesidades y seguridad de las niñas y niños, lo cual significa un espacio que no 

resulte amenazante, y por un profesional que cuente con una capacitación 

especializada. La niña o niño debe ser informado al inicio de la entrevista de lo que 

sucederá, evitando su incomodidad y resaltando que se trata de una entrevista 

confidencial. Dicha entrevista es de sustancial importancia para identificar 

necesidades inmediatas como ropa, comida, higiene, entre otras, por lo que debe ser 

manejada con una diligencia y celeridad excepcional por las autoridades; c) la 

decisión que adopte la autoridad competente respecto a la solicitud –en cuanto a 

reconocer o no la condición de refugiado al solicitante en base a las determinaciones 

de hecho y de derecho– debe estar debida y expresamente fundamentada, para 

posibilitar, en su caso, el ejercicio del derecho al recurso. La decisión debe ser 

comunicada a la niña o niño en un lenguaje y modo adecuado a la edad y en presencia 

de su tutor, representante legal y/o de otra persona de apoyo. En caso de 

reconocerse la condición de refugiado, la autoridad competente debe otorgar un 

documento que lo certifique y; d) si no se le reconoce la solicitud la condición de 

refugiado, se le debe brindar información sobre cómo recurrir la decisión y 

concedérsele un plazo razonable para ello, evitando o reduciendo en la niña o el niño 

cualquier posibilidad de estrés o daño psicológico. El recurso de revisión o apelación 

de la decisión debe tener efectos suspensivos y debe permitirse al solicitante que 

permanezca en el país hasta que se adopte la decisión del caso e incluso mientras 

éste pendiente de resolución su impugnación. 

 Por último, la Corte IDH indicó que, en situaciones de afluencia masiva de 

personas, en que la determinación individual de la condición de refugiado por lo 

general no resulta viable, pero existe una apremiante necesidad de brindar 
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protección y asistencia particularmente cuando se trata de niñas o niños, “los 

estados deben garantizar el acceso ‘a la protección, la no devolución y un trato 

humanitario mínimo’, pudiendo recurrir al reconocimiento grupal, colectivo o prima 

facie”. Añadió que bajo esas condiciones es necesario reconocer la figura de la 

responsabilidad compartida que implica, por un lado, “que el Estado de acogida tiene 

la obligación de admitir a las personas que buscan asilo dentro del territorio sin 

discriminación y respetar los principios de no devolución y no rechazo en frontera, así 

como otorgar la protección internacional que corresponda, y por el otro, el Estado de 

origen debe propender a resolver y eliminar las causas del desplazamiento para poder 

garantizar una solución duradera y, en particular, la repatriación voluntaria”84. 

 

Opinión Consultiva OC-25/2018 sobre el derecho de asilo y su 

reconocimiento en el Sistema Interamericano de Protección85   

 

El 30 de mayo de 2018 la Corte IDH emitió, a solicitud de la República de Ecuador, 

la Opinión Consultiva 25/2018.  

 Las preguntas formuladas por el Estado ecuatoriano versaban sobre la figura 

del derecho de asilo, buscando precisar el alcance y los contornos del asilo como 

derecho humano. Esta consulta fue solicitada para esclarecer el alcance de los 

artículos 5, 22.7 y 22.8 de la CADH y el artículo XXVII de la Declaración Americana 

de los Derechos y Deberes del Hombre.  

 Cabe señalar que esta OC cuenta con una especial relevancia ya que aborda 

aspectos centrales para el derecho internacional, como el derecho migratorio, el 

estatuto de los refugiados, la libertad de circulación y el principio de no devolución. 

A continuación, se revisarán los principales puntos de esta Opinión Consultiva. 

 
84 Corte IDH. Derechos y garantías de niñas y niños en el contexto de la migración y/o en necesidad 
de protección internacional. Opinión Consultiva OC-21/14 de 19 de agosto de 2014. Serie A No. 21, 
párrafo 262.  
85 Corte IDH. La institución del asilo y su reconocimiento como derecho humano en el Sistema 
Interamericano de Protección (interpretación y alcance de los artículos 5, 22.7 y 22.8, en relación con 
el artículo 1.1. de la CADH). Opinión Consultiva OC-25/2018 de 30 de mayo de 2018. Serie A No. 25. 
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 Para comenzar, corresponde destacar que el 18 de agosto de 2016 el Estado 

de Ecuador presentó una solicitud de opinión consultiva sobre “la institución del 

asilo en sus diversas formas y la legalidad de su reconocimiento como derecho humano 

de todas las personas conforme al principio de igualdad y no discriminación”86. Ahora 

bien, para abordar el tratamiento de las consultas realizadas por Ecuador, la Corte 

IDH decidió reformular las preguntas de la siguiente manera: “a) Teniendo en cuenta 

los principios de igualdad y no discriminación (previstos en los artículos 2.1, 5 y 26 del 

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos), el principio pro persona y la 

obligación de respetar los derechos humanos, así como los artículos 31 y 32 de la 

Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, el artículo 29 de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos, los artículos 28 y 30 de la Declaración Universal 

de Derechos Humanos y el artículo 5 de la Convención de Ginebra sobre el Estatuto de 

los Refugiados, ¿es posible entender que el artículo 22.7 de la Convención Americana y 

el artículo XXVII de la Declaración Americana resguardan bajo el derecho humano a 

buscar y recibir asilo las diferentes modalidades, formas o categorías de asilo 

desarrolladas en el derecho internacional (incluyendo el asilo diplomático), conforme 

al artículo 14.1 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, a la Convención de 

Ginebra sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 y su Protocolo de Nueva York de 

1967, así como a las convenciones regionales sobre asilo, y las normas pertenecientes 

al orden interno de los Estados miembros de la OEA?; b) ¿Cuáles son las obligaciones 

internacionales que se derivan de la Convención Americana y de la Declaración 

Americana en una situación de asilo diplomático para el Estado asilante?”87. 

 A partir de estos interrogantes, la Corte IDH interpretó la institución del 

derecho de asilo. Toda vez que se trata de una figura que cuenta con cierta 

ambigüedad en su significado, el objetivo de la OC fue delimitar su alcance 

interpretativo, debiendo especificar si el artículo 22.7 de la CADH y el artículo XXVII 

 
86 Corte IDH. La institución del asilo y su reconocimiento como derecho humano en el Sistema 
Interamericano de Protección (interpretación y alcance de los artículos 5, 22.7 y 22.8, en relación con 
el artículo 1.1. de la CADH). Opinión Consultiva OC-25/2018 de 30 de mayo de 2018. Serie A No. 25, 
párrafo 1. 
87 Corte IDH. La institución del asilo y su reconocimiento como derecho humano en el Sistema 
Interamericano de Protección (interpretación y alcance de los artículos 5, 22.7 y 22.8, en relación con 
el artículo 1.1. de la CADH). Opinión Consultiva OC-25/2018 de 30 de mayo de 2018. Serie A No. 25, 
párrafo 56. 
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de la Declaración Americana incluyen como un derecho humano fundamental las 

distintas variante de asilo, esto es el asilo territorial, el estatuto de refugiado y el 

asilo diplomático, o si, contrariamente, el derecho de asilo en dichos tratados está 

circunscripto a una o varias de estas modalidades. 

 En esta OC se destacó la importancia que tiene el asilo para la Corte al señalar 

que “es la figura rectora que recoge la totalidad de las instituciones vinculadas a la 

protección internacional de las personas forzadas a huir de su país de nacionalidad o 

residencia habitual. Como fue adelantado, la institución del asilo se manifiesta a través 

de diversas figuras o modalidades. A los fines de esta opinión consultiva, la Corte pasa 

a establecer su entendimiento de la clasificación del asilo”88. Luego de realizar un 

recorrido histórico del asilo, desde su origen religioso o eclesiástico hasta su 

consolidación como figura jurídico-política y hacer referencia a su origen en la 

región latinoamericana, la Corte IDH precisó que el asilo en sentido estricto o asilo 

político “es la protección que un Estado ofrece a personas que no son sus nacionales 

cuando su vida, integridad personal, seguridad y/o libertad se encuentran o podrían 

encontrarse en peligro, con motivo de persecución por delitos políticos o comunes 

conexos con estos, o por motivos políticos. El asilo en sentido estricto coincide con la 

llamada 'tradición latinoamericana del asilo'”89. Asimismo, estableció que el asilo en 

sentido estricto puede clasificarse en asilo territorial y asilo diplomático. El asilo 

territorial consiste en “la protección que un Estado brinda en su territorio a las 

personas nacionales o residentes habituales de otro Estado en donde son perseguidas 

por motivos políticos, por sus creencias, opiniones o filiación política o por actos que 

puedan ser considerados como delitos políticos o comunes conexos. El asilo territorial 

se encuentra intrínsecamente relacionado con la prohibición de extradición por delitos 

políticos o comunes cometidos con fines políticos”. Mientras, el asilo diplomático 

 
88 Corte IDH. La institución del asilo y su reconocimiento como derecho humano en el Sistema 
Interamericano de Protección (interpretación y alcance de los artículos 5, 22.7 y 22.8, en relación con 
el artículo 1.1. de la CADH). Opinión Consultiva OC-25/2018 de 30 de mayo de 2018. Serie A No. 25, 
párrafo 65. 
89 Corte IDH. La institución del asilo y su reconocimiento como derecho humano en el Sistema 
Interamericano de Protección (interpretación y alcance de los artículos 5, 22.7 y 22.8, en relación con 
el artículo 1.1. de la CADH). Opinión Consultiva OC-25/2018 de 30 de mayo de 2018. Serie A No. 25, 
párrafo 66. 
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constituye “la protección que un Estado brinda en sus legaciones, navíos de guerra, 

aeronaves militares y campamentos, a las personas nacionales o residentes habituales 

de otro Estado en donde son perseguidas por motivos políticos, por sus creencias, 

opiniones o filiación política o por actos que puedan ser considerados como delitos 

políticos o comunes conexos”90.  

 Si bien el artículo 22 de la CADH regula el derecho de circulación y residencia, 

su inciso 7 aborda en específico el tópico del derecho de asilo. Dado que la figura del 

asilo es un concepto englobante, la Corte determinó el alcance del asilo de 

conformidad con los artículos 22.7 CADH y XXVII de la Declaración Americana. Vale 

recordar que el 22.7 aborda el derecho de toda persona de buscar y recibir asilo en 

territorio extranjero “en caso de persecución por delitos políticos o comunes conexos 

con los políticos”91. A partir de un trabajo hermenéutico92, la Corte concluyó que la 

terminología en territorio extranjero del artículo 22.7 de la CADH se refiere 

claramente a la protección derivada del asilo territorial a diferencia del asilo 

diplomático. De este modo, la Corte entendió que la voluntad de los Estados 

consistió en excluir a la figura del asilo diplomático como una modalidad protegida 

por el artículo 22.7 de la CADH, estando su regulación a cargo de los tratados 

interestatales y de las legislaciones internas de los Estados. Esto es compatible con 

la idea de concebir al asilo diplomático como un derecho de cada Estado, es decir, 

una prerrogativa estatal, de modo tal que se garantiza la potestad discrecional para 

su otorgamiento o denegación en situaciones concretas. Por lo tanto, la Corte IDH 

estableció que el derecho a buscar y recibir asilo en el SIDH consiste en un derecho 

 
90 Corte IDH. La institución del asilo y su reconocimiento como derecho humano en el Sistema 
Interamericano de Protección (interpretación y alcance de los artículos 5, 22.7 y 22.8, en relación con 
el artículo 1.1. de la CADH). Opinión Consultiva OC-25/2018 de 30 de mayo de 2018. Serie A No. 25, 
párrafo 67. 
91 Corte IDH. La institución del asilo y su reconocimiento como derecho humano en el Sistema 
Interamericano de Protección (interpretación y alcance de los artículos 5, 22.7 y 22.8, en relación con 
el artículo 1.1. de la CADH). Opinión Consultiva OC-25/2018 de 30 de mayo de 2018. Serie A No. 25, 
párrafo 133. 
92 Dicho trabajo interpretativo de la Corte siguió los métodos de interpretación del Derecho 
Internacional que surge del artículo 31 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados 
(de aquí en adelante, Convención de Viena). En efecto, la Corte analizó el sentido corriente de los 
términos (interpretación literal), el contexto (interpretación sistemática), así como también el objeto 
y fin del tratado (interpretación teleológica). Asimismo, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 
32 de la Convención de Viena, utilizó medios complementarios de interpretación, como ser los 
trabajos preparatorios del tratado. 
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humano a buscar y recibir protección internacional en territorio extranjero, 

incluyendo con esta expresión el estatuto de refugiado según los instrumentos 

pertinentes de las Naciones Unidas o las correspondientes leyes nacionales y el asilo 

territorial conforme a las diversas convenciones interamericanas sobre la materia. 

En definitiva, el asilo territorial está tutelado en la CADH, mientras que el del asilo 

diplomático no se encuentra comprendido en dicho instrumento, sino que se rige 

por los tratados interestatales y por las disposiciones de derecho interno de los 

Estados.  

 Tomando en consideración que el artículo 22.7 de la CADH solo incluye las 

distintas modalidades de asilo territorial, la Corte precisó las obligaciones que 

tienen los Estados partes con relación a este derecho humano. Si bien aclaró que lo 

relativo al asilo diplomático queda reservado a la regulación de los tratados 

interestatales y el derecho interno de los Estados, analizó también si subsisten otras 

obligaciones en materia de derechos humanos para el Estado de acogida y, en su 

caso, para terceros Estados. En este sentido, recordó su doctrina de acuerdo a la cual 

el alcance de las obligaciones generales previstas en la CADH “no está limitado al 

concepto de territorio nacional, sino que surte efecto respecto de ciertas formas de 

ejercicio de la jurisdicción fuera del territorio del Estado en cuestión”93, es decir, 

conductas extraterritoriales de los Estados que implican el ejercicio de su 

jurisdicción por fuera de los límites del territorio nacional. De esta forma, el Tribunal 

concluyó que los Estados de acogida están obligados por lo dispuesto en el artículo 

1.1 CADH, siempre y cuando estén ejerciendo control, autoridad o responsabilidad 

sobre alguna persona, con independencia de que ésta se encuentre en el territorio 

terrestre, fluvial, marítimo o aéreo de dicho Estado. Asimismo, la Corte entendió que 

las obligaciones generales que establece la CADH son aplicables a las actuaciones de 

los agentes diplomáticos desplegados en el territorio de terceros Estados, siempre 

 
93 Corte IDH. La institución del asilo y su reconocimiento como derecho humano en el Sistema 
Interamericano de Protección (interpretación y alcance de los artículos 5, 22.7 y 22.8, en relación con 
el artículo 1.1. de la CADH). Opinión Consultiva OC-25/2018 de 30 de mayo de 2018. Serie A No. 25, 
párrafo 172. 
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que pueda establecerse el vínculo personal de jurisdicción con la persona 

concernida94.  

 Por otro lado, en esta OC la Corte también analizó las obligaciones estatales 

con relación al principio de no devolución (non-refoulement) en el ámbito de una 

legación. Este principio, que es la piedra angular de las personas refugiadas y 

solicitantes de asilo, está codificado en el artículo 33.1 de la Convención sobre el 

Estatuto de los Refugiados, integra del derecho internacional consuetudinario y es 

considerada una norma de jus cogens95. Al respecto, señaló que “el principio de no 

devolución no sólo es fundamental para el derecho de asilo, sino también como 

garantía de diversos derechos humanos inderogables, ya que justamente es una 

medida cuyo fin es preservar la vida, la libertad o la integridad de la persona 

protegida”96. De esta forma, se complementa lo señalado anteriormente sobre el 

inciso 7 con la regulación del inciso 8, ambos del artículo 22 de la CADH, de modo 

que “la Convención Americana establece en su artículo 22.8 la prohibición de expulsión 

o devolución de cualquier  'extranjero' a  'otro país, sea o no de origen' –es decir, a su 

país de nacionalidad o, en caso de apatridia, el de residencia habitual o bien a un tercer 

Estado–, en el cual  'su derecho a la vida o a la libertad' estén 'en riesgo de violación a 

causa de raza, nacionalidad, religión, condición social o de sus opiniones políticas'”97. 

La devolución a la que refiere el artículo 22.8 de la CADH implica una conducta del 

Estado que ponga en manos de otro Estado a la persona en donde corra peligro su 

vida, seguridad y/o libertad. Es el caso de la deportación, la expulsión o la 

 
94 Corte IDH. La institución del asilo y su reconocimiento como derecho humano en el Sistema 
Interamericano de Protección (interpretación y alcance de los artículos 5, 22.7 y 22.8, en relación con 
el artículo 1.1. de la CADH). Opinión Consultiva OC-25/2018 de 30 de mayo de 2018. Serie A No. 
25párrafo 177. 
95 Corte IDH. La institución del asilo y su reconocimiento como derecho humano en el Sistema 
Interamericano de Protección (interpretación y alcance de los artículos 5, 22.7 y 22.8, en relación con 
el artículo 1.1. de la CADH). Opinión Consultiva OC-25/2018 de 30 de mayo de 2018. Serie A No. 25, 
párrafo 181. 
96 Corte IDH. La institución del asilo y su reconocimiento como derecho humano en el Sistema 
Interamericano de Protección (interpretación y alcance de los artículos 5, 22.7 y 22.8, en relación con 
el artículo 1.1. de la CADH). Opinión Consultiva OC-25/2018 de 30 de mayo de 2018. Serie A No. 25, 
párrafo 180. 
97 Corte IDH. La institución del asilo y su reconocimiento como derecho humano en el Sistema 
Interamericano de Protección (interpretación y alcance de los artículos 5, 22.7 y 22.8, en relación con 
el artículo 1.1. de la CADH). Opinión Consultiva OC-25/2018 de 30 de mayo de 2018. Serie A No. 
25párrafo 185. 
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extradición, pero también el rechazo en frontera, la no admisión, la interceptación 

en aguas internacionales y el traslado informal o entrega. Por lo expuesto, la Corte 

concluyó que “en el marco del principio de no devolución, son exigibles para el Estado 

de acogida, bajo cuya jurisdicción está la persona que ha solicitado protección en una 

sede diplomática, algunas obligaciones específicas, en cuanto a la evaluación 

individualizada del riesgo y medidas adecuadas de protección, incluyendo aquellas 

contra la detención arbitraria”98.  

 En definitiva, a las preguntas formuladas, por unanimidad la Corte IDH 

contestó lo siguiente: i) el derecho a buscar y recibir asilo en el marco del sistema 

interamericano se encuentra configurado como un derecho humano a buscar y 

recibir protección internacional en territorio extranjero, incluyendo con esta 

expresión el estatuto de refugiado según los instrumentos pertinentes de las 

Naciones Unidas o las correspondientes leyes nacionales, y el asilo territorial 

conforme a las diversas convenciones interamericanas sobre la materia; ii) el asilo 

diplomático no se encuentra protegido bajo el artículo 22.7 de la CADH ni en el 

artículo XXVII de la Declaración Americana, por lo que debe regirse por las propias 

convenciones de carácter interestatal que lo regulan y lo dispuesto en las 

legislaciones internas; iii) el principio de no devolución es exigible por cualquier 

persona extranjera, incluidas aquellas en búsqueda de protección internacional, 

sobre la que el Estado en cuestión esté ejerciendo autoridad o que se encuentre bajo 

su control efectivo, con independencia de que se halle en el territorio terrestre, 

fluvial, marítimo o aéreo del Estado; iv) el principio de no devolución no solo exige 

que la persona no sea devuelta, sino que impone obligaciones positivas sobre los 

Estados. 
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98 Corte IDH. La institución del asilo y su reconocimiento como derecho humano en el Sistema 
Interamericano de Protección (interpretación y alcance de los artículos 5, 22.7 y 22.8, en relación con 
el artículo 1.1. de la CADH). Opinión Consultiva OC-25/2018 de 30 de mayo de 2018. Serie A No. 25, 
párrafo 194. 
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